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			Sinopsis

			

			 

			 

			 

			Desde la pitada al Rey en la inauguración del Estadio Olímpico en el ’88, poco a poco el nacionalismo ejecutó su programa para ocupar todos los espacios económicos y sociales hasta conseguir su objetivo final: la independencia. Pero, ¿por qué millones de catalanes no nacionalistas permanecieron en silencio hasta el 8 de octubre de 2017? Pues porque aquél que no se adaptaba era condenado al ostracismo y porque aquellos que se atrevían a levantar la voz eran señalados y tachados de fascistas. La ostentación del poder y la capacidad de influencia social derivada del ejercicio del poder perenne por parte del nacionalismo llevó a la sociedad catalana no nacionalista al silencio como forma de supervivencia.

			Este libro cuenta la historia de una cesión constante hasta la reacción imprevista, imprevista tanto por aquellos que creían ser parte de «un sol poble» como por los que siempre vieron las tímidas, pero cada vez más crecientes protestas ante las evidencias de los atropellos nacionalistas, como una osadía inaceptable.

		

	
		
			 

			La mayoría silenciosa

			 

			Cómo los catalanes no independentistas

	      tomaron las calles y derrotaron el golpe

			 

			 

			 

			JOAN LÓPEZ ALEGRE
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			A todos aquellos que acudieron a la manifestación del 8 de octubre de 2017 en Barcelona, y especialmente a los que por miedo a ser señalados por sus vecinos, amigos o jefes se quedaron en casa pero su corazón estaba allí.

		

	
		
			Introducción

			

			 

			 

			 

			Un equipo de psicólogos de la Universidad de Nueva York encabezado por Elizabeth Phelps y William Hirst entrevistó a un grupo de personas que había vivido en primera persona el atentado del 11 de septiembre en el World Trade Center de Manhattan. Volvieron a entrevistarlos un año después, y resultó que el 37 por ciento había modificado su recuerdo. Tres años más tarde repitieron la entrevista, y el 50 por ciento rememoraba ese fatídico día de forma distinta a como realmente lo vivieron. Muchos de ellos incluso habían cambiado en su mente su ubicación. 

			Por su parte, Ingeborg Porcar, que dirige la Unidad de Trauma, Crisis y Conflicto de Barcelona, explica que cuando has tenido un problema con alguien a la larga sólo recuerdas de él cosas desagradables y te olvidas de las buenas. Seguramente eso es lo que hace que haya fractura social en Cataluña, aunque en realidad ni en eso hay acuerdo. Los independentistas afirman no percibir fractura alguna y los no independentistas dicen que sí la hay. 

			El año 2017 empieza a quedar lejos y, por lo tanto, de acuerdo con lo que afirman los expertos en psicología, el recuerdo de lo que verdaderamente sucedió en Cataluña a finales de verano y en otoño de ese año es cada vez más difuso, pero nadie, indistintamente de su sentimiento identitario, tiene un buen recuerdo de aquellos días. Unos, por la frustración que les provoca lo cerca que lo tuvieron; y los otros, por la angustia que experimentaron al ver que la independencia podía llegar, la incertidumbre que eso generaba y que parecía que nadie fuera a hacer nada por evitarlo hasta que el rey apareció en televisión la noche del 3 de octubre en algo parecido al discurso de Churchill en la película En el instante más oscuro. 

			La nebulosa de la memoria juega a favor de la reconstrucción del relato que intenta el independentismo, basado en blanquear lo que realmente sucedió y en afirmar que es una exageración y una injusticia la prisión provisional que se decretó contra los políticos que, abusando de su poder, intentaron romper la legalidad vigente para implantar, por la fuerza, un nuevo Estado totalitario dado que los métodos usados para intentar crearlo no eran democráticos, porque, como dice el manifiesto fundacional de la asociación de juristas Llibertats: «No hay auténtica democracia fuera del Estado de derecho y el imperio de la ley». 

			Fuentes del departamento de Salud de la Generalitat reconocieron a la periodista Jessica Mouzo de El País que los acontecimientos de septiembre y octubre de 2017 afectaron a muchos ciudadanos. Enric Álvarez, responsable de psiquiatría del Hospital de Sant Pau, afirmó que «Hay un trastorno adaptativo colectivo, que se caracteriza por un rendimiento cognitivo peor, insomnio, más irritabilidad». 

			Lo acaecido en Cataluña en 2017 no es un brote casual, fue el final de un plan premeditado para el que el independentismo estuvo preparándose durante medio siglo. 

			Por el privilegio que tengo de colaborar en diversos medios de comunicación, tuve la oportunidad de vivir muy de cerca muchos de los momentos claves del desenlace del procés. En el momento de escribir estas páginas, los que impulsaron el procés se dividen entre los que de forma mayoritaria afirman que «lo volveríamos a hacer» y los menos que se justifican con un «era sólo retórica política y no hay para tanto». Septiembre y octubre de 2017 no terminó en una tragedia sólo porque todos los santos del cielo se pusieron de acuerdo para que así sea. Cuando desde el poder se organiza a las masas para que se lancen a la calles, se puede planificar cómo es la toma de la vía pública, pero no tienes control alguno de qué va a suceder a posteriori. Un atropellamiento involuntario, alguien que pierde los estribos, cualquier pequeño detalle puede desatar un cataclismo de consecuencias imprevisibles. 

			Éste no es un relato neutral. Es un homenaje a todos los catalanes que nos sentimos españoles, que, como dice Albert Boadella, presidente de Tabarnia en el exilio, «es decir lo mismo». 

			Es un merecido reconocimiento a los catalanes no nacionalistas por la paciencia que durante todas estas décadas hemos tenido hacia el supremacismo de baja intensidad que emanaba de los poderes públicos y sus medios de comunicación y transpiraba hacia la parte de la sociedad más afecta a ellos; y por la resignación forzosa hacia los desplantes de los gobiernos de Madrid que nos han visto más como una molestia para poder pactar con el poder nacionalista que como una población a la que defender de las aspiraciones del nacionalismo; y, sobre todo, es un reconocimiento, emocionado, a todos los catalanes que perdieron el miedo y salieron a las calles de Barcelona y otros lugares de Cataluña, en especial el 8 de octubre de 2017. 

			Ojalá alguien, dentro de unos años, pueda escribir el libro de la reconciliación, pero para eso sería necesario que el independentismo quisiera convivir fraternalmente, no sólo con el resto de España, sino en primer término con todos los catalanes que creen que su catalanidad es indisociable de su españolidad y que todos los españoles son, simplemente, sin más, sus compatriotas. A día de hoy, no se vislumbra esa posibilidad en el horizonte.

		

	
		
			1

Adáptate o muere

			En noviembre de 2015 se estrenó Ocho apellidos catalanes, la película transcurre en Monells, un bucólico pueblecito del Ampurdán, en el que los protagonistas, Amaia y Pau, se van a casar. Dado que la abuela de Pau, la inmensa Rosa María Sardá, cree que Cataluña ya ha conseguido la independencia, para que ella siga en el engaño, el día de la boda encierran a todos los vecinos que se sienten españoles en el bar del pueblo para que celebren su fiesta aparte y no turben para nada la feliz mentira que vive la abuela. Esta secuencia resume a la perfección lo que ha sucedido, socialmente hablando, en Cataluña desde 1980 hasta hoy. Por cierto, en la vida real, Rosa María Sardá devolvió personalmente la Creu de Sant Jordi, con la petición incluida de que cuando fallezca, la Generalitat no ponga una esquela en el periódico, tal como hace con todos los galardonados con esa distinción. 

			Hay un leyenda urbana —tan falsa como la de la muerta de la curva que hace autostop y se monta en el coche para advertirte que ella falleció justo en ese punto kilométrico— con la que se ha hecho creer a casi todo el mundo que la sentencia sobre la inconstitucionalidad del Estatuto de Autonomía de Cataluña promovido por Maragall y su gobierno tripartito con ERC e ICV, los antecesores de Podemos, publicada en junio de 2010 y que anulaba, afortunadamente, ciertos artículos, así como otras acciones e inacciones del gobierno de la nación, como la presunta falta de inversión en infraestructuras, fueron lo que ha llevado a una parte significativa, casi mayoritaria, de Cataluña a querer separarse de España y a poner en marcha el procés. 

			Esta idea es simplemente falsa, y es otra de las muchas invenciones que el nacionalismo catalán ha conseguido inocular para justificar su intento de separación unilateral de España comparable, a nivel histórico, a la declaración de independencia de Carolina del Sur del resto de Estados Unidos de América en 1861.

			No es un spoiler del final de este libro, ni es una teoría, es un hecho que el nacionalismo catalán contemporáneo nunca tuvo intención alguna de contribuir al desarrollo de la España democrática nacida tras la muerte de Franco. El nacionalismo jamás pensó en cohesionar la sociedad catalana. Todo lo contrario, trabajó y trabaja, cada día, denodadamente, para llegar a la separación por decantación natural. Y en otoño de 2017 estuvieron a punto de conseguirlo. Y, sin duda, volverán a intentarlo. 

			Tras la megamanifestación independentista del 11 de septiembre de 2013, la vicepresidenta del gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, afirmó que «El gobierno es también de los que se quedaron en casa». Había nacido el término mayoría silenciosa para referirse a los catalanes que no se manifestaban y asistían entre pasivos y atónitos a la espiral de acontecimientos que se sucedían en Cataluña, su, nuestra casa, nuestra tierra, nuestro hogar. 

			A partir de la declaración de la vicepresidenta, las semanas posteriores las tertulias radiofónicas de las grandes emisoras nacionales se llenaron de comentarios que, en muchas ocasiones, tenían mucho de reproche sobre «por qué los catalanes no independentistas no plantan cara, por qué no protestan». El que calla otorga, venían a decir, y la exigencia, desde la comodidad de estar a 650 kilómetros de la zona cero del populismo separatista, se impone. 

			En toda España subyace una cierta sensación de hastío hacia el carajal catalán, y cuando uno se pasea por su propio país, una vez tras otra se oye el «¿Por qué no os vais ya y nos dejáis en paz?». 

			Cuánta razón tiene la canción Libertad sin ira, de Jarcha: «Pero yo sólo he visto gente que sufre y calla. Dolor y miedo. Gente que sólo desea su pan, su hembra y la fiesta en paz». Más allá de la obstinación que todos, en mayor o menor medida, tenemos por relativizar nuestros propios problemas, no veo razón alguna para que los catalanes se revolvieran contra una política que era avalada y permitida por unos gobiernos y un Estado instalados en el cortoplacismo pactista. 

			Desde la victoria de Pujol en 1980, su único objetivo fue crear las condiciones sociales adecuadas para separarse de España. El lema «Avui paciència, demà independència», coreado ya a finales de los setenta por las bases del catalanismo, sintetiza a la perfección la estrategia pujolista. 

			En la segunda década del siglo XXI no se les acabó la paciencia, para nada. Pero hay tres razones desencadenantes de lo sucedido en Cataluña en el tramo final y más tormentoso del procés:

			 

			La primera es la convicción de Artur Mas de que Cataluña es «un sol poble» y que con gran docilidad le seguirá. Ese espejismo chocó con la realidad en las elecciones de noviembre de 2012, que Mas convocó para obtener mayoría absoluta y en las que, en cambio, se dejó doce escaños por el camino. 

			La segunda es la crisis económica que azota a muchos países, pero en especial a España, y que permite que cale con mayor facilidad la idea de que solos, los catalanes dispondremos de más dinero para financiar nuestros servicios públicos o asistenciales porque no tendremos que compartirlos con extremeños o andaluces vagos. Es exactamente la misma idea simplona y demagógica que se usó en la campaña del brexit. 

			La tercera, quizá la de más peso, es el cerco inexorable que la justicia construye alrededor de los casos de corrupción que afloran en CiU pero que afectan muy especialmente a su familia real: los Pujol. Sólo una independencia rápida puede frenar unos procesos judiciales que serán presentados por el nacionalismo como una venganza por la falta de lealtad del catalanismo con España como Estado y como nación. 

			 

			En 1990, Pujol lleva diez años al frente de la Generalitat tras su inesperada victoria en las primeras elecciones autonómicas de 1980, en las que todo el mundo daba por sentada la victoria del socialista Joan Reventós. Desde ese mismo instante, los gobiernos de España abandonaron a los catalanes no nacionalistas. Pujol fue investido presidente de la Generalitat, simultáneamente, con los votos de la UCD de Adolfo Suárez y de ERC. 

			En las elecciones de 1984 y 1988, el pujolismo obtiene mayoría absoluta y nada amenaza su hegemonía. En la década de los ochenta, tras las primeras elecciones autonómicas de la España constitucional celebradas en 1983, todos los presidentes de comunidad elegidos, sean socialistas o populares, aspiran a parecerse a Pujol, que en 1984 ha sido designado por el diario ABC nada más y nada menos que español del año.

			Da igual que sean socialistas, como Bono o Lerma en Castilla-La Mancha y Valencia, o populares, como Cañellas en Baleares, todos sienten fascinación por la pompa de pseudoestadillo de Cataluña. 

			Para más inri, en las elecciones generales adelantadas de 1989, Felipe González pierde la mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados, y el pujolismo vive sus momentos más dulces. Todo lo que pide se le concede a cambio de que González no pierda votaciones en la Carrera de San Jerónimo. 

			En ese contexto, Pujol cree que es el momento oportuno de quitarse, un poco más, la careta y presenta su Programa 2000, un documento que José Antich, entonces redactor en El País y hoy director del muy subvencionado periódico digital independentista, cabecera de referencia del pospujolismo, Elnacional.cat, definía el 28 de octubre de 1990 como: «La obsesión por inculcar el sentimiento nacionalista en la sociedad catalana, propiciando un férreo control en casi todos sus ámbitos». 

			Antich, que posteriormente fue director de La Vanguardia, coincidiendo con la presidencia de José María Aznar, exponía con toda crudeza en las páginas del diario de Prisa que el Programa 2000: «Propugna la infiltración de elementos nacionalistas en puestos clave de los medios de comunicación y de los sistemas financiero y educativo». 

			Antich también hace referencia crítica a que el programa 2000 pretende actuar en los «países catalanes», o sea Baleares, Comunidad Valenciana, la franja de Aragón, Andorra y el sur de Francia. En la actualidad, la Generalitat gasta cada año millones de euros en exportar su ideario imperialista subvencionando entidades, medios de comunicación y partidos políticos en Baleares, la Comunidad Valenciana o Perpiñán, como Acció Cultural del País Valencià, a la que paga íntegramente la hipoteca de su sede en el corazón de la capital del Turia. En el sur de Francia, la enseñanza en catalán recibe, también, onerosas aportaciones procedentes del presupuesto de la Generalitat. No deja de ser sorprendente que un país como Francia, que tiene un PIB infinitamente superior al español, reciba ayuda económica para financiar su educación. Es el mundo al revés.

			El resumen del Programa 2000 que realiza Antich hace hincapié en la afirmación de «una nación discriminada que no puede desarrollar libremente su potencial cultural y económico». Sin duda, estamos frente a una de las primeras capas geológicas del «Espanya ens roba».

			Otro de los elementos que la información de El País pone de relieve es que el documento, que sirvió de base para las elecciones autonómicas de 1992, en las que Pujol volvió a obtener mayoría absoluta con 70 escaños sobre los 135 que conforman el parlamento catalán, afirma que «la búsqueda de la soberanía hace imprescindible la sensibilización ciudadana hacia el reforzamiento del alma social», y propone que se lleve a cabo una reforma del estatuto vigente redactado en Sau. En resumen, lo que dice el Programa 2000 es que hay que lavarle el cerebro a todo el mundo. 

			La lectura del documento lleva a la conclusión de que nada de lo que ha sucedido en Cataluña en los últimos años ha sido fruto del azar ni culpa de la acción del gobierno de España, por mucho que no siempre haya sido la más acertada con relación a Cataluña, y que sólo aquello que no estaba previsto en el Programa 2000 es lo que les ha salido mal: la independencia vía la apropiación de una parte del Estado para crear un país independiente. Eso no estaba en el tutorial del Programa 2000 y no han sabido cómo ejecutarlo. 

			El nivel de detalle de los objetivos del Programa 2000 y cómo alcanzarlos es asombroso, y todavía es más sorprendente ver en perspectiva la tenacidad con la que los gobiernos Pujol, Mas, Maragall, Montilla, Puigdemont y Torra se han lanzado a su ejecución. Es casi un caso único en la historia contemporánea de cumplimiento de un programa de gobierno. 

			El Programa 2000 y su aplicación deja en ridículo los trabajos que años más tarde realizará el pomposamente autodenominado Consell Assessor per a la Transició Nacional, dirigido por un exvicepresidente del Tribunal Constitucional, Carles Vives Pi-Sunyer. 

			Además, el Programa 2000 es también premonitorio dado que, en palabras de El País: «El documento propugna la configuración de una sociedad catalana de claro corte conservador, en la que tengan vigencia los valores cristianos y en la que se fomenten las fiestas populares, tradiciones, costumbres y trasfondo mítico. Una sociedad a la que se debe sensibilizar sobre la necesidad de tener más hijos para garantizar su personalidad colectiva».

			No hay duda de que el actual presidente de la Generalitat, Quim Torra, se ha inspirado en estas líneas al convertir la ratafía, un licor resultante de la mezcla de nuez verde, piel de limón, guindas y clavos de olor, en un icono de su mandato. Además, aquel párrafo es de claro tinte xenófobo dado que implícitamente no acepta la inmigración. Años más tarde, Josep Anglada, al frente de un partido racista como Plataforma Per Cataluña, obtuvo magníficos resultados electorales en Vic a base de robarle votantes a CiU. 

			El Programa 2000 tiene la virtud del descaro y la desfachatez de no disimular. Contiene no tics, sino un verdadero programa autoritario muy revelador de la verdadera esencia no democrática del nacionalismo. 

			En el ámbito educativo, núcleo del proyecto de ingeniería social que el Programa 2000 describe, se propone «vigilar la composición de los tribunales de oposición para todo el profesorado». Sólo olvidar la perseverancia del separatismo en la consecución de sus objetivos nos conduce a que haya informaciones a las que no demos la importancia que tienen. Por ejemplo, el 8 de enero de 2019 el gobierno catalán anunció la convocatoria de 5.000 plazas de profesores, se sobreentiende que «con tribunales oportunamente vigilados».

			La obsesión con la educación y la lengua ocupan gran parte del documento, así, por ejemplo, se proponía «la creación de inspectores de forma que vigilen la correcta cumplimentación de la normativa sobre la catalanización de la enseñanza». En este punto es preciso destacar que tras el acuerdo de Pujol con Aznar en 1996, en el hotel Majestic, la Alta Inspección de Educación del Estado en Cataluña pasó a tener todo el tiempo libre del mundo. En realidad, no hay tanto interés ni se pone tanto celo en impulsar el catalán como en aniquilar el español del ámbito público y social de Cataluña. 

			La fijación por la educación no sólo abarca la educación obligatoria con la lengua como obsesión, sino también el mundo universitario. Precisamente, en junio de 1990, de forma simultánea a la presentación del Programa 2000, nace la Universitat Pompeu Fabra. Su primer rector fue Enric Argullol, hombre de acceso directo a Pujol, que vivió como un drama su derrota como rector en 2001 a manos de Rosa Virós, más cercana a las tesis socialistas. La Pompeu Fabra (UPF) se creó con el objetivo de formar las élites nacionalistas, una especie de Escuela Nacional de Administración francesa de la que han salido casi todos los presidentes de la Quinta República. 

			Desde el primer momento, la UPF fue la niña bonita, y las otras universidades públicas catalanas, la Universidad de Barcelona (UB), la Universidad Autónoma de Barcelona (UAB) y la Universitat Politècnica de Catalunya (UPC) se quejaron de un trato financiero discriminatorio con relación a la UPF. 

			Sin embargo, en ocasiones al nacionalismo le sale el tiro por la culata. Fue muy sonada la trifulca entre el Consejero de Universidades del Tripartito, Huguet, y el mediático profesor independentista, famoso por sus chaquetas de colores o de piel de vaca, Xavier Sala i Martín, que amenazó con dejar de enseñar en la UPF si le obligaban a obtener el nivel C de catalán para poder seguir dando clases. Sala i Martín afirmó que «si me obligan a sacar un título de catalán dejaré de dar clases en la universidad catalana». Su argumento, irrefutable, fue que en Estados Unidos, donde también es profesor, jamás le han obligado a acreditar su nivel de inglés. Sala i Martín tiró de sentido común y le dedicó al conseller uno de los mayores zascas de su vida al afirmar: «Para dar clases de economía lo que se tendría que acreditar es que el profesor sabe economía, y no la lengua en que se enseña la economía, especialmente porque la universidad catalana nunca será líder mundial en nada si su profesorado se limita a personas que hablen catalán». Es una verdadera pena que Sala i Martín no tuviera con miles de funcionarios y decenas de miles de niños obligados a acreditar catalán, o a ser enseñados en catalán en nombre de la inmersión, la misma sensibilidad que tuvo para con él mismo. 

			El Programa 2000 describe una sociedad absolutamente subyugada por el nacionalismo, en la que nadie puede escapar de la uniformización propuesta: medios de comunicación, organizaciones empresariales, sindicatos, toda persona con notoriedad o influencia debe ser nacionalista y estar sometida a la causa. El éxito del Programa 2000 tendría como resultado la creación de una macrosecta obediente a un líder y una idea. 

			 

			 

			La propuesta es simple, consiste en la creación de una gran estructura piramidal como en la India, donde los nacionalistas son los brahmanes y los no nacionalistas los intocables. Y ya se sabe que, puestos a elegir, para qué ser un apestado si puedes ser un privilegiado.

			La lectura del Programa deja patente que nada escapará en el futuro al escáner del nacionalismo, y, por lo tanto, los medios de comunicación deben ser controlados: «Introducir gente nacionalista en todos los puestos claves de los medios de comunicación e incidir en la formación inicial y permanente de los periodistas y de los técnicos de comunicación para garantizar una preparación con conciencia nacional catalana». 

			No es casualidad que en el mismo 1990 naciera El Observador, un periódico impulsado por Lluís Prenafeta, mano de derecha de Pujol y años más tarde condenado por corrupción por el caso Pretoria, que tenía como objetivo ser el órgano pseudooficial del pujolismo y desbancar a La Vanguardia como medio de comunicación de mayor influencia en Cataluña. Tras enterrar millones de pesetas, tres años más tarde el periódico cerró y el nacionalismo cambió de estrategia, ya no se crearían más medios, simplemente se comprarían a golpe de dinero público los ya existentes. 

			A partir de ahí, no sólo TV3 y Catalunya Ràdio han sido herramientas al servicio de la creación de «conciencia nacional», sino que el reparto de subvenciones millonarias ha permitido aflorar y mantener a infinidad de medios de comunicación que copan las redes sociales y que sin las ayudas públicas simplemente no hubieran ni nacido. Son medios que se dedican al señalamiento del disidente, dirección postal incluida. 

			El documento no deja cabo suelto alguno, promueve la creación de organizaciones patronales, económicas y sindicales catalanas, y la conveniencia de diseñar «una estrategia para optar a los cargos directivos de las instituciones» financieras. ¿Quién no recuerda los intentos del pujolismo de desbancar a José Luis Núñez de la presidencia del Barça de la mano de Sixte Cambra, o el impulso a organizaciones alternativas a las que no se puede colonizar? Así nació en el mundo municipalista la organización Associació de Municipis de Catalunya para competir con la Federació de Municipis de Catalunya, o Pimec para competir con Fomento del Trabajo en el ámbito patronal. 

			El repaso realizado por Antich en su pieza de El País nos recuerda que en su documento estratégico el nacionalismo propone «incidir sobre la administración de justicia y orden público con criterios nacionales y revisar los mecanismos de acceso y promoción del funcionariado». Esta parte del texto nos ayuda a comprender la presión sobre los jueces, en especial los escraches que ha sufrido el juez instructor del caso contra los políticos independentistas acusados de la comisión de graves delitos, como rebelión, sedición o malversación de fondos públicos. También nos permite explicar por qué desde finales de 2017 todas las sedes de conselleries y edificios públicos, tanto de la Generalitat como de la mayoría de los ayuntamientos catalanes, se han llenado en balcones y ventanas de lazos amarillos y pancartas que hablan sobre falsos presos políticos y exiliados imaginarios.

			Antich, hoy al frente de uno de los medios hijo de la estrategia diseñada por el Programa 2000, aclara en su crónica que dicho programa no es fruto de un calentón, todo lo contrario, según el exdirector de La Vanguardia, el documento estuvo en manos de los miembros del gobierno de Pujol durante meses para que pudiera ser estudiado y enriquecido. 

			Antich nos dice: «El Consell Executiu de la Generalitat ha abordado en las últimas semanas diferentes aspectos del documento y su presidente, Jordi Pujol, ha mantenido reuniones individuales con miembros de su gobierno y con diferentes dirigentes de la coalición nacionalista. Pujol distribuyó un preborrador del documento a los miembros del gobierno catalán al inicio de las vacaciones de verano de 1989 con el ruego de que lo leyeran y que, en septiembre, hicieran sus aportaciones». De ese gobierno ya no formaba parte Ramón Trías Fargas, líder del ala más liberal de CDC, fallecido en octubre de 1989, y del que, por lo tanto, nunca sabremos qué aportaciones hubiera hecho. Quizá hubiera mantenido silencio, pero es sano imaginarle plantando cara a Pujol. Formaban parte de aquel Govern otras personas que luego han tenido un papel destacado en el procés, como el exalcalde de Barcelona, Xavier Trias, otrora miembro de la considerada ala moderada de CiU.

			El cierre de la crónica de Antich no tiene desperdicio y recoge cuáles han sido los consellers de Pujol y otros políticos que realizaron aportaciones al documento, entre los que destaca al padre de la Constitución, y por aquel tiempo delfín de Pujol, Miquel Roca. 
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Los Juegos Olímpicos: El gran simulacro

			Las performances mediáticas no son algo nuevo y el silencio tampoco 

			En julio de 2017, Nicolás Tomás quiso tributar un homenaje a los pioneros del activismo separatista y publicó, como no podía ser de otra manera en Elnacional.cat, un reportaje titulado «Freedom for Catalonia: La Barcelona olímpica también quería ser catalana». 

			Los juegos habían sido concedidos a Barcelona en una asamblea del Comité Olímpico Internacional el 17 de octubre de 1986. Desde el principio, el nacionalismo mostró su fastidio por la concesión de los juegos. El presidente del COI era Juan Antonio Samaranch, un catalán universal que tenía el grave defecto de no ser complaciente con el nacionalismo, y la polémica sobre la simbología y la catalanidad de los Juegos Olímpicos estuvo presente desde el primer momento. 

			Cuando informó de la concesión de los juegos a Barcelona, TV3 hizo de las suyas y manipuló las imágenes. Al dar cuenta de la votación de los miembros del COI, Samaranch dijo: «À la ville de Barcelona, Espagne», esta última palabra, España, por arte de birlibirloque desapareció de las imágenes de la televisión autonómica, y se pasó del anuncio de la concesión a Barcelona, como si fuera una ciudad-Estado a lo Singapur, a los aplausos y abrazos entre los miembros de la delegación de la Ciudad Condal. 

			El 8 de septiembre de 1989 se celebró el primer gran acto del calendario olímpico, la reinauguración del Estadio Olímpico de Montjuïc, un recinto construido con motivo de la Exposición Universal de 1929 y que fue remodelado íntegramente para ser el escenario principal de los Juegos de 1992. 

			Leer y recordar lo que sucedió aquel día no es sólo rememorar que cayó una lluvia torrencial que puso de manifiesto errores en la remodelación debido a que el estadio tenía grandes goteras, sino, sobre todo, que 500 miembros de las juventudes de CDC, la Joventut Nacionalista de Catalunya, las Juventuts de Esquerra, Òmnium, Crida a la Solidaritat y la Federación Nacional de Estudiantes Nacionalistas intentaron reventar, con la complicidad de la Generalitat, el acto inaugural al que asistía el rey Juan Carlos. Había acreditadas más de cuarenta televisiones internacionales y no era cuestión de dejar pasar la oportunidad. 

			Nada de lo que ha hecho el independentismo durante los años duros del procés (2012-2017) es nuevo. Las alabanzas que actualmente recibe la comunicación independentista por su modernidad e innovación son inmerecidas, todo lo ensayaron aquel día y desde aquel día hasta llegar a nuestros días. 

			El boicot a la inauguración del estadio fue su primera gran performance, en realidad, muchos de sus protagonistas lo fueron luego de los funestos días de otoño de 2017 y tiempos precedentes: Quim Forn, hoy en día en prisión preventiva, Jordi Pujol Ferrusola, más famoso por corrupto que por activista, o el hijo de Prenafeta, quien reconoció que «nos preocupaba la españolización de los juegos». 

			También habló claro Carles Campuzano, hoy diputado del PDeCAT en el Congreso, que participó activamente en la protesta: «Era una oportunidad de dar visibilidad internacional al nacionalismo —y remató—: conseguimos montar un pollo».

			A pesar de que 2.000 policías custodiaban el acto, desde la Crida se entraron más de 2.000 silbatos, método que desde ese día se emularía en todas las finales de la Copa del Rey de fútbol cuando las protagoniza el FC Barcelona, así como centenares de pancartas que pedían «Freedom for Catalonia» o informaban de que «Catalonia is an oppressed nation». 

			El éxito mediático fue total. Elnacional.cat nos recuerda que el diario Sport habló de «pitada monumental por parte de los 45.000 asistentes». La Vanguardia hizo más hincapié crítico en la actuación de la policía que en el hecho en sí. Aunque el editorial de El País equiparó el intento de reventar la inauguración con los actos de Herri Batasuna en el País Vasco, en general la prensa fue muy indulgente con lo sucedido. 

			Los acontecimientos del Estadio Olímpico marcaron un antes y un después y borrarán a España del deporte catalán durante décadas, hasta que España gane consecutivamente la Eurocopa, el Mundial de 2010 y la siguiente Eurocopa de fútbol. Nació Acció Olímpica como sección de Òmnium Cultural y a partir de entonces creció la presencia de estelades en los partidos del FC Barcelona y otros clubes catalanes.

			Tal como más adelante sucedió en las grandes manifestaciones del 11 de septiembre, el objetivo era doble: en el ámbito exterior, llamar la atención a los medios de comunicación internacionales, y en el frente interno, animar a las huestes más nacionalistas y amedrentar a las que no lo son. 

			La operación nacionalista triunfó por todo lo alto, y de inmediato Primo Nebolio, presidente de la Federación Internacional de Atletismo, tal como nos recuerda el cronista de Elnacional.cat, en su intervención en el estadio, pidió disculpas por no hablar en catalán. Desde aquel momento, los responsables de la organización de los juegos reconocieron a los alborotadores como interlocutores válidos y negociaron con ellos, o sea, cedieron, para evitar a cambio, cosa que no consiguieron, que dejaran de actuar. 

			Desde ese día, el nacionalismo sabía que España y sus representantes institucionales no sólo no tenían un plan para hacerles frente, sino que eran débiles y estaban dispuestos a ceder en todo. Esa idea de debilidad es muy importante porque permite entender por qué en otoño de 2017 llegaron tan lejos. 

			Jordi Sánchez, por entonces líder de Crida y posteriormente máximo responsable de la ANC, expuso a Elnacional. cat sin reparo alguno cuál era su objetivo y la satisfacción por conseguirlo: «Al final, la imagen que proyectó Barcelona al mundo no era la de una capital española, sino la imagen de la capital de un país». En definitiva, el hoy líder político, aliado de Puigdemont, deja a las claras que no tenían otro fin que borrar a España de los Juegos Olímpicos. 

			El éxito fue tan rotundo que tras la ceremonia de clausura de los Juegos Olímpicos, el 9 de agosto, según nos recuerda el diario El Observador, la guerra de banderas promovida por los nacionalistas fue ganada por éstos. No es de extrañar, como casi siempre, enfrente no tenían a nada ni a nadie. Hay que poner entre comillas los datos publicados dado que no puede considerarse a El Observador como un medio ni mínimamente imparcial, pero sí son reveladores del grado de satisfacción de los promotores de la campaña. 

			Según ellos, en Barcelona, de las banderas colgadas en los balcones un 55 por ciento eran catalanas, un 24 por ciento olímpicas, un 20 por ciento de Barcelona y menos del 1 por ciento estelades o españolas. Una vez más, consciente o inconscientemente, los juegos fueron el campo de pruebas de todo lo que vino después, cuando en Barcelona las siempre tensas relaciones vecinales se pusieron a prueba porque en el mismo rellano convivían, barandilla con barandilla, banderas de España con estelades. 

			Acció Olímpica puso las bases procedimentales de los futuros referéndums locales de independencia, iniciados en Arenys de Munt 17 años más tarde, y de la Associació de Municipis per la Independència, dado que 600 municipios, con alcaldes en su mayoría de CiU, se adhirieron a Acció Olímpica. Entre las personalidades que se sumaron, tampoco ninguna sorpresa, Guardiola —al que tanto preocupa la democracia en España pero para nada la de los emires que le pagan su millonario sueldo como entrenador del Manchester City—, Marta Ferrusola y, cómo no, Pilar Rahola, sustituta de la inefable Núria Feliu como musa del procés. 

			El mayor éxito de Acció Olímpica lo obtuvo en el recorrido de la llama olímpica, desde su llegada a Ampurias la llama fue acompañada en todo momento por miembros de la organización olímpica de Òmnium con pancartas de «Freedom for Catalonia» y estelades. De nuevo se había puesto la semilla del modus operandi durante el procés, las pancartas de Freedom serían substituidas por las de «Llibertat presos polítics» y por los archipresentes lazos amarillos. 

			El recorrido de la antorcha olímpica por todo el territorio catalán era propicio para el nacionalismo, dado que su implantación en el territorio es mucho mayor que en la ciudad de Barcelona y, por lo tanto, con el debido apoyo de TV3, permitía ofrecer a la opinión pública una falsa imagen de unanimidad de apoyo a las reivindicaciones de los organizadores, tal como ha venido también sucediendo durante los años del procés.

			El uso político del deporte ha sido una constante en la historia por parte de todos los gobiernos de dudosa o nula credibilidad democrática. El mundial de Rusia de 2018 fue un intento de Putin de mostrar la nueva Rusia al mundo, y así podríamos hacer una inacabable lista, Alemania en los años treinta, el mundial de Italia también en esa década, el de Argentina en los setenta... Cataluña no ha estado exenta de este intento de manipulación. 

			En 2001, el Estadio Olímpico fue rebautizado como Lluís Companys, presidente de la Generalitat que proclamó la independencia efímera de Cataluña, como hizo Puigdemont. Companys fue encarcelado y fusilado por Franco, previa entrega por los nazis. Su presidencia se vio oscurecida por desmanes y firmas de sentencias de muerte que terminaron con la vida de 9.000 catalanes durante la Guerra Civil, pero eso no fue contado ni el día del rebautizo del estadio ni nunca. 
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El pacto del Majestic o cómo avanzar 50 casillas en el tablero nacionalista

			El 3 de marzo de 1996 se celebraron elecciones generales en España, González pierde y Aznar medio gana sin mayoría absoluta. En la noche electoral, Felipe González habla de dulce derrota y afirma que le faltó una semana más para ganar las elecciones. 

			Desde el día siguiente a la jornada electoral se inicia una campaña, en especial desde las páginas de El País, para que Gallardón sustituya a Aznar y así favorecer una investidura popular con la abstención del PSOE, que de otra manera se prevé muy difícil dado que Aznar había impulsado, de la mano de Alejo Vidal-Quadras, un cambio de estrategia de su partido en Cataluña que había llevado a modificar las tradicionales alianzas entre PP y CiU por una lucha abierta contra el nacionalismo. 

			La política de Vidal-Quadras y Aznar llevó al PP a su mejor resultado en el Parlament de Catalunya, con 17 escaños, y a exasperar a Pujol. El momento culminante fue el 30 de noviembre de 1995, cuando los diputados del PP en el Parlamento catalán apoyan al socialista Joan Reventós como presidente del Parlament de Catalunya sumando sus votos a los del PSC, ERC e ICV, derrotando al candidato convergente, Joan Rigol, que años más tarde presidirá el Pacte Nacional pel Dret a Decidir y también el Patronato de la Sagrada Familia.

			En la segunda década del siglo XXI, en Cataluña se ve posible que socialistas y populares pacten para frenar los desmanes independentistas. Pero, en aquellos años, la política catalana aún se regía por parámetros de izquierda y derecha, no identitarios, y, por lo tanto, el PP era siempre la muleta de CiU. En realidad, este cambio de paradigma impulsado por la dirección del PP no siempre era compartido por las bases. En las municipales de mayo de 1995, tras experimentar el PP un crecimiento espectacular en Cataluña a costa de captar voto socialista, muchos concejales populares desoyeron las instrucciones de su partido de no favorecer ningún gobierno municipal nacionalista. En algunos casos les movía la incomprensión del porqué del cambio de estrategia; en otros, los siempre persuasivos poderes convergentes, visibles e invisibles, presionaron a los concejales electos del PP más allá de lo razonable y con técnicas mafiosas: sabemos dónde trabaja tu mujer y puede perder el empleo si no nos das la alcaldía, tu empresa es proveedora de tal empresa, que es de un cargo de CiU en tu pueblo, y te cancelará el contrato si no nos apoyas, etc. Argumentos de este estilo, todos ellos de gran altura política, generaron más de una tarde de tensión en las sedes populares.

			Pocos meses más tarde, tras un acuerdo que fue percibido por muchos catalanes como una rendición más que un pacto, Aznar sería investido con el apoyo de los diputados de CiU y PNV en el Congreso. La negociación fue conducida por un grupo de dirigentes del PP entre los que no había ningún catalán: Rodrigo Rato, Mariano Rajoy, Fernando Becker y Juan Costa.

			El contenido del acuerdo fue una enmienda a la totalidad de la política que había llevado al PP al éxito en Cataluña: acuerdo con los nacionalistas, cesión del 30 por ciento del IRPF a las comunidades autónomas, nuevo acuerdo de financiación autonómica para incrementar los recursos de las autonomías, incluyendo mayor capacidad normativa, cesión de las políticas activas de empleo, nombramiento por parte de la Generalitat de los gestores del Puerto de Barcelona y Tarragona, etc. Hasta aquí todo podía colar, pero había dos puntos clave en el acuerdo público y otro inconfesable públicamente. La supresión de los gobernadores civiles, la cesión de las competencias de tráfico a los Mossos y la demolición del PP catalán. 

			En la práctica, el acuerdo suponía una retirada de la Guardia Civil de las calles de Cataluña, el cierre de la inmensa mayoría de las casas cuartel y la supresión de la figura del gobernador. La figura que lo substituía, el subdelegado, era un funcionario que no estaba investido del poder de los gobernadores. Todo ello tenía como objetivo reducir a la mínima expresión la presencia de cualquier símbolo de españolidad en Cataluña, así como una domesticación del PP de Cataluña que volvería al redil de la docilidad frente al nacionalismo. En una reunión de la dirección catalana del PP, que asistió sin papel alguno a la negociación, con el flamante presidente del gobierno, José María Aznar pidió a sus correligionarios catalanes proteger el acuerdo. Vidal-Quadras fue defenestrado poco más tarde. 

			La firma del acuerdo, rubricado en una cena en el hotel Majestic, entre las cúpulas de CiU y el PP es, quizá, el mejor ejemplo de cómo el poder desde una perspectiva nacional jamás ha tenido en cuenta a los catalanes que se sienten españoles. Negociación, firma y ejecución se llevaron a cabo sin contar con ellos, o tal vez debería decir «nosotros». 

			Josep Piqué, que formó parte de los equipos de Joan Hortalà, exlíder de ERC, en la administración de la Generalitat, fue nombrado ministro. En el nuevo organigrama de poder, la estructura del PP catalán quedó huérfana de nombramiento alguno. Para Pujol era muy importante que fuera patente que los populares catalanes, o lo que es lo mismo, los ciudadanos catalanes no nacionalistas, no pintaban nada. 

			Francisco Cuevas fue el último gobernador civil de Barcelona, y Julia García-Valdecasas, nombrada delegada del gobierno, se convirtió en una rara avis, dado que era la única persona que compartía la visión del PP previa a la investidura de Aznar de combatir el nacionalismo como principal mal de la sociedad y la política catalana. En 2000, tras la mayoría absoluta, Aznar reconoció, con justicia, a García-Valdecasas nombrándola ministra. Un premio de consolación que llegaba tarde. En la actualidad, el edificio del antiguo gobierno civil —en la avenida Marqués de Argentera, cerca del parque de la Ciutadella, una notable obra de época de Carlos III—, está cerrado y sin fecha prevista de reapertura. Todo un símbolo del abandono de Cataluña por parte de la administración del Estado. 

			Años más tarde se debatió una ley sobre policía autonómica en Cataluña en la que la mayoría nacionalista limitó el número de agentes de la Guardia Civil y el Cuerpo Nacional de Policía que podían migrar a los Mossos. No se reconocía, pero el objetivo de ese tope era evitar «la contaminación del cuerpo». El intento de convertir a los Mossos en una policía política a favor de la separación unilateral en otoño de 2017 pone de manifiesto, una vez más, que desde el primer momento el nacionalismo no tiene otro objetivo que alcanzar la separación del resto de España.

			Con la mayoría absoluta que alcanza el PP en 2000, CiU, a la que Aznar había ofrecido formar parte del gobierno e incluso un acuerdo electoral que pasaba por la desaparición del PP de Cataluña, al estilo de UPN en Navarra, se sintió liberada y empezó una campaña de descrédito del PP de Cataluña que, por encima de todo, fue un bumerán para ellos dado que en las siguientes elecciones, las que se celebraron tras el atentado del 11 de marzo de 2004, ERC pasó de uno a ocho escaños. Empezaba el declive de CiU, promovido por ellos mismos, que terminaría durante el procés como resultado de la corrupción y, sobre todo, de la promoción de la radicalidad independentista desde los medios de comunicación públicos controlados por ellos mismos. 

			La manifestación de rechazo al atentado de Atocha fue un precedente de la que, tristemente, se celebraría trece años más tarde en el mismo escenario, el paseo de Gràcia, con motivo de otro atentado, el de La Rambla. El 12 de marzo de 2004, el vicepresidente del gobierno, Rodrigo Rato, terminó refugiado en el parking que recorre todo el subsuelo del paseo de Gràcia huyendo del intento de linchamiento por parte de los asistentes a la manifestación. Ocho años antes, unos metros por encima, entre esencias de poder y el lujo de uno de los mejores hoteles de España, había firmado un pacto que otorgaba poder a aquellos que hoy le linchaban. De ahí se pasó a la manifestación contra la sentencia sobre el estatuto dictada por el Tribunal Constitucional, en la que el presidente de la Generalitat, el socialista José Montilla, viviría una situación parecida y debería refugiarse en otro hotel de lujo, en este caso el Palace, en la Gran Vía, y después le tocó al rey y a Rajoy en agosto de 2017. 
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El nacionalismo tiene como paradójico resultado el nacimiento de Cs

			Las elecciones del 16 de noviembre de 2003 otorgan una victoria insuficiente a Artur Mas, el delfín de Jordi Pujol. Pasqual Maragall, exalcalde cosmopolita y brillante transformador de Barcelona, se convierte en el primer presidente de la Generalitat presuntamente no nacionalista, pero con el apoyo de la ERC de Carod Rovira e ICV. Los tres partidos firman el llamado Pacte del Tinell, que incluye un acuerdo para que el PP no gobierne en ninguna institución catalana y su principal propuesta es una reforma del Estatuto de Autonomía. 

			El Maragall que llegará a la presidencia es absolutamente distinto del que ganó en 1999 a Pujol en votos pero perdió en escaños. En esta elección, Maragall se alzó con una victoria insuficiente, por sólo 6.000 votos, pero cuatro escaños por debajo, agrupando mucho voto de catalanes no nacionalistas. Ante su victoria insuficiente, cuatro años más tarde llega a la conclusión, errónea, de que el PSC sólo alcanzará la hegemonía en Cataluña si hace un giro hacia el nacionalismo desde la socialdemocracia para sustituir a Convergencia pero en versión progre. 

			Durante la campaña electoral de 2003, el entonces líder del PSOE, Rodríguez Zapatero, que ni sueña con llegar a La Moncloa, en un multitudinario mitin en el Palau Sant Jordi promete que un futuro gobierno suyo aprobaría cualquier reforma del estatuto que surja del Parlament de Catalunya. «Fer un Sant Jordi», o sea, llenar hasta la bandera el recinto olímpico, se había convertido en una proeza de los socialistas cada campaña electoral. Cuando sus fuerzas empezaron a flaquear, cubrían con lonas que simulaban gente las zonas que no se llenaban. La promesa es gratis porque ninguna encuesta le daba posibilidad alguna de alcanzar el poder en las elecciones que se celebrarán cinco meses más tarde, aunque el atentado de Atocha lo cambió todo en esa terrible mañana de la que todos recordábamos adónde estábamos. 

			El gobierno surgido del Tinell fue inestable. Carod alcanzó la fama a gran velocidad, primero fue la colocación de su hermano, a lo Alfonso Guerra, cosa que desmiente que los catalanes tengamos diferencia alguna con el resto de los españoles, y después fue su ignominioso viaje a Perpiñán, en el coche oficial del presidente de la Generalitat, para reunirse en un polígono industrial con un comando etarra, adonde llegó escondido en el maletero, al que solicitó que tuviera la delicadeza de atentar en cualquier lugar que no fuera Cataluña para no perjudicar su estrategia de radicalidad independentista. A regañadientes, Maragall tuvo que forzar su dimisión.

			Pero lo peor no era el giro ideológico-estratégico de Maragall, sino su indolencia con ERC, a la que dejaba hacer. En 2007, Cataluña fue la invitada a la Feria del Libro de Fráncfort, el certamen más importante del mundo de su sector. La Generalitat, eso sí, haciendo gala de gran coherencia, invitó a participar en la Feria sólo a autores catalanes que escribieran en lengua catalana. El mensaje es claro: lo que no es en catalán, no es cultura catalana. Ruiz Zafón, Mendoza, Marsé, Goytisolo, etc., borrados de un plumazo. 

			Durante la Feria, Pujol dio una conferencia en el Ayuntamiento de Fráncfort en la que en un ejercicio de cinismo máximo afirmó que «ningún autor que escribe en castellano ha mostrado su oposición a no ser invitado». El colmo argumental de Pujol para excluir al español como parte inequívoca de la cultura catalana se sintetiza en esta frase: «Rainer Maria Rilke y Franz Kafka vivían en Praga y escribían en alemán y pertenecen a la literatura alemana y no a la checa». Por lo tanto, siguiendo la lógica pujolista, todo catalán que haya escrito en español como, por ejemplo, Josep Pla o Verdaguer, no son catalanes, son españoles. 

			Mientras todo esto sucedía, en el Parlament se crea una comisión para redactar un nuevo Estatuto de Autonomía. La nueva propuesta plantea problemas de encaje constitucional, como el salto de nacionalidad a nación recogido en el preámbulo, el establecimiento de mínimos de inversión obligatoria sobre el porcentaje del PIB catalán sobre el nacional o limitaciones a la acción de la justicia por parte de otros ciudadanos o empresas del resto de España con relación a las que tienen su domicilio en Cataluña. 

			Muchos medios de comunicación y analistas afirmaron que Maragall promovió la redacción de un nuevo estatuto porque no contaba con que Rodríguez Zapatero fuera a ganar las elecciones generales y, por lo tanto, era un brindis al sol que le permitía intentar captar votantes nacionalistas, pero que no pretendía aprobar estatuto alguno. Esta teoría es falsa. 

			Durante mucho tiempo, el PSC fue dejándose abrazar por el nacionalismo, poco a poco muchos de sus referentes fueron abandonando el partido: Ernest Maragall, Marina Geli, Montse Tura, etc., y, en sentido contrario, también los votantes..., hacia Cs. Lo que sucedió fue, simplemente, que la alianza socialista, ERC, ICV había aceptado los postulados nacionalistas y, en consecuencia, el estatuto fue asumido como algo propio. La diferencia entre socialistas y republicanos era que mientras los primeros veían el estatuto como una propuesta casi confederal pero definitiva, los republicanos lo veían sólo como un paso más hacia la separación. 

			Aunque a primera vista no lo pareciera, con relación a Cataluña el PP y el PSOE tenían algo en común. En la última década del siglo XX, Aznar había buscado un acuerdo con los nacionalistas para cerrar definitivamente la España de las autonomías, llegando incluso a ofrecer la desaparición de su propio partido, y el PSOE lo intentaba en la primera década del XXI. Ambos partían de la premisa errónea de que el nacionalismo estaba dispuesto a transaccionar algo. 

			El 7 de junio de 2005, un grupo de intelectuales y profesionales, entre los que destacan Félix de Azúa, Albert Boadella, Francesc de Carreras, Arcadi Espada, Teresa Giménez Barbat, Ana Nuño, Félix Ovejero, Félix Pérez Romera, Xavier Pericay, Ponç Puigdevall, José Vicente Rodríguez Mora, Ferran Toutain, Carlos Trías, Ivan Tubau y Horacio Vázquez Rial, lanzan un manifiesto y crean una plataforma. En marzo de 2006, inician un proceso de creación de partido y en julio de ese mismo año nace Ciutadans, que elige a Albert Rivera como presidente. Su propuesta en Cataluña es revolucionaria y antisistema: rechazo al nacionalismo identitario, apoyo al bilingüismo. El nuevo partido —que desde las páginas de El País fue saludado como artefacto llamado al fracaso por Joan B. Culla, uno de los intelectuales orgánicos del régimen nacionalista— concurriría a las elecciones del 1 de noviembre de 2006, y once años más tarde, destrozando las dotes de visionario y analista de Culla, ganó las elecciones al Parlament. 

			El acto del Tívoli, en el que Espada llama a la desobediencia al nacionalismo como método de observancia de la ley y recuerda que la imposición del nacionalismo se basa en la intimidación, abre la puerta a la campaña en contra del Estatut, en aquel momento en redacción. El párrafo clave del manifiesto está hoy más vigente que en aquel momento: «Como las fuerzas políticas representadas hoy en el Parlamento de Cataluña se muestran insensibles ante este estado de cosas, los abajo firmantes no se sienten representados por los actuales partidos y manifiestan la necesidad de que un nuevo partido político corrija el déficit de representatividad del Parlamento catalán. Este partido, identificado con la tradición ilustrada, la libertad de los ciudadanos, los valores laicos y los derechos sociales, debería tener como propósito inmediato la denuncia de la ficción política instalada en Cataluña. Oponerse a los intentos cada vez menos disimulados de romper cualquier vínculo entre catalanes y españoles. Y oponerse también a la destrucción del razonable pacto de la transición que hace poco más de veinticinco años volvió a situar a España entre los países libres. La mejor garantía del respeto de las libertades, la justicia y la equidad entre los ciudadanos, tal como se conciben en un Estado de derecho, reside en el pleno desarrollo del actual régimen estatutario de las autonomías, enmarcado en la Constitución de 1978».

			El apoyo socialista al Estatut y la tímida postura en contra del PP catalán, que hizo campaña con un cartel electoral con el eslogan «Digues no», donde la palabra digues era inmensa y el no casi invisible, dio alas a Ciutadans y les permitió entrar, afortunadamente, por primera vez en el Parlament de la mano del propio Rivera y dos históricos luchadores contra el nacionalismo y a favor del bilingüismo, Antonio Robles y José Domingo. 

			El 2006 es un año clave en el imaginario procesista y en el independentismo contemporáneo. Una vez que se ha consolidado la idea de que nacionalismo y Cataluña son una misma cosa, el paso a defender que el Parlament tiene derecho a aprobar el texto estatutario que le parezca, indistintamente de cuáles sean las competencias que la Constitución confiere a las comunidades autónomas, es un pequeño salto casi imperceptible para el gran público. 

			Una vez más, el argumentario basado en la presunta soberanía del Parlamento catalán que defienden el Tripartito (PSC-ERC-ICV) y CiU para avalar un texto estatutario manifiestamente inconstitucional es el mismo tipo de ideario que se usará once años más tarde para defender el derecho a celebrar un referéndum de autodeterminación o aprobar las leyes de desconexión. 

			La sociedad catalana está más infiltrada por el nacionalismo y es menos resistente a su avance, pero ese dominio y radicalidad abren rendijas a espacios de disidencia que desde el ámbito oficial e institucional se estigmatizan y demonizan, se desprecian aparentemente, pero, en realidad, sí preocupan, y con su demonización se ayuda a que sean conocidos.

			El ambiente en 2006 se tensa, Tripartito y convergentes luchan por ver quién es percibido como más nacionalista, ambos sectores creen que en la autenticidad está el éxito electoral. 

			La complejidad de la discusión entre partidos nacionalistas en búsqueda de legitimidad requiere de un tutorial para entender el detalle. CiU acusa a ERC de criptoespañolista por sostener al PSC en el Govern, y éstos responden convocando una marcha en febrero de 2006, avalada por 600 entidades y en la que participan más de 125.000 personas según la Guardia Urbana, que reclama el llamado dret a decidir y reivindican que el Estatut que se someta a referéndum sea el que apruebe el Parlament. La marcha incomoda a CiU, que opta por no apoyarla oficialmente aunque sus bases se vuelcan en ella.

			La complicidad del mundo institucional es tal que el FC Barcelona, que ese día juega partido de Liga, modifica su horario para facilitar la asistencia a la marcha. El papel del Barça, como brazo mediático del mundo separatista, será clave a lo largo de todos estos años. 

			Esta manifestación consagra el momento de cambio del uso del término dret a l’autodeterminació a dret a decidir. El tema podría parecer una cuestión meramente semántica, pero no es así. Usar el término «derecho a la autodeterminación», tal como hacía el nacionalismo, generaba polémica ya que suponía equiparar a Cataluña con un territorio por descolonizar debido a que la autodeterminación es un derecho que las Naciones Unidas sólo reconocen a las colonias que deseen emanciparse de su metrópoli; y por muy nacionalista catalán que uno se sienta, es difícil defender que Cataluña es una colonia. Así que hacía falta buscar la forma de ampliar el consenso a favor de sus tesis y, de esta forma, se acuñó el nuevo término dret a decidir. ¿Quién va estar en contra de que la gente decida? Es una de las mil maneras que hay de buscar la fórmula para ampliar la base, casi nunca hablar directamente de separación o sus costes, sino de cuestiones simplificadas que usadas de forma populista difícilmente puede uno estar en contra: dret a decidir, volem votar, etc. 

			En un ambiente enrarecido entre nacionalistas y entre las instituciones catalanas y el resto de España se llega a la campaña del referéndum del Estatut convocado para el 18 de junio de 2006. El tutorial para comprender el mundo político nacionalista requiere de un nuevo fascículo dado que CiU, en la oposición, pide el voto a favor, y ERC, en el gobierno, pide el voto en contra. 

			Mas ha llegado al llamado pacto del tabaco con Zapatero, en el que éste ha venido a prometerle que en unas futuras elecciones respetará la lista más votada. En cambio, ERC busca desmarcarse de su socio en el Govern, y eso lleva a que hagan campaña con los papeles invertidos. 

			El PP hace una campaña light con la excusa de que no quiere ser confundido con ERC, que también pide el no. En este marco de circunstancias, los actos por el No desde una perspectiva constitucional son pocos y quedan en manos de organizaciones como Convivencia Cívica Catalana o Fundación Concordia. En esos actos se forjó gran parte de la base electoral que unos meses más tarde abrirá las puertas del Parlament a Ciutadans. 

			La campaña del referéndum fue insulsa y pasó bastante desapercibida. Fue una demostración de que en Cataluña el nacionalismo es algo establecido, magmático, denso, pero imparable. La participación se quedó dos puntos por debajo del 50 por ciento, de éstos, un 73 por ciento votó favorablemente; en resumen, menos del 40 por ciento del censo. La presunta reivindicación nacionalista no era para tanto.

			Este dato no frenó, en absoluto, la campaña basada en la falsedad de que se estaba violando la voluntad del pueblo catalán cuando el Tribunal Constitucional anuló diversos artículos del Estatuto a partir de un recurso presentado por el PP a finales de julio. 

			El ambiente seguirá caldeándose hasta las elecciones. El Partido Socialista se quita de encima de mala manera a Maragall, que acaba convocando a regañadientes elecciones, lo hace además en un día festivo entre semana, Todos los Santos, haciendo así gala de su fama de tomar decisiones excéntricas e imprevisibles. José Montilla le sustituirá como candidato y presidente. Maragall se tomaría su venganza, y en diciembre de 2007 asistió a una manifestación a favor del dret a decidir que incomodó al Partido Socialista. 

			Montilla fue víctima de Marta Ferrusola, que en uno de los muchos tics supremacistas del nacionalismo, que ella ejemplifica mejor que casi nadie, dijo: «Me molesta que el presidente de la Generalitat sea un andaluz que tiene el nombre en castellano». En un plis plas Ferrusola verbalizó lo que todos ya sabíamos: los catalanes somos de dos categorías, los puros y, por lo tanto, nacionalistas, y el resto, los López, los García, los Martínez, los Fernández, todos una molestia y un inconveniente. El pensamiento, nada elaborado de Ferrusola, era compartido por el que más tarde sería presidente de la Generalitat, Quim Torra, que escribió casi por las mismas fechas que los catalanes que hablan en castellano son como bestias con forma humana y que hay catalanes no nacionalistas con un bache en su ADN.
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La Voz de Barcelona, el primer medio de comunicación antinacionalista

			En marzo de 2008 nace La Voz de Barcelona, el primer diario digital combativo con el separatismo. Si ya hemos vivido el nacimiento de un partido como respuesta al nacionalismo, ahora asistimos a la creación de un medio. 

			Fundado por los hermanos Alejandro y Daniel Tercero, consiguió situarse como uno de los diarios de referencia entre los constitucionalistas, llegando a ser el sexto más leído en Cataluña en marzo de 2012. Los hermanos Tercero son hijos de Antonio Tercero, que presidió la Asociación Cultural Miguel de Cervantes, una organización creada en 1983 en Barcelona por un grupo de profesores e intelectuales preocupados por la política lingüística de la Generalitat. Sus promotores, tachados de radicales durante lustros, fueron en realidad unos visionarios adelantados a su tiempo. 

			La Voz afirmaba rechazar cualquier subvención pública pero, en realidad, si la hubiera solicitado, jamás se la hubieran concedido. En junio de 2010, la Generalitat lanzó una campaña destinada a que todos los jóvenes que cumplían dieciocho años tuvieran gratis una suscripción para elegir entre 80 medios de comunicación, tanto en formato papel como digitales. Entre ellos no constaban ni ABC, ni La Razón ni El Mundo. La excusa oficial fue que no tenían edición en catalán, argumento que en sí mismo transpira hispanofobia, dado que aunque sea fácil olvidarlo, en Cataluña el castellano también es lengua oficial. La realidad es que estos medios no se ofrecían a los jóvenes porque además de ser en lengua española también eran críticos con el nacionalismo. 

			En 2010, La Voz de Barcelona confluyó con El Debat, un periódico digital también no nacionalista que editaba Paco Moreno, uno de los fundadores, a posteriori, de Societat Civil Catalana, la organización cívica antiseparatista de referencia. De la fusión de El Debat y La Voz de Barcelona nació Crónica Global, medio de gran relevancia por su posicionamiento claro y la valentía de sus periodistas en un ambiente social como el que se vive en Cataluña de autocensura para evitar represalias. 

			Crónica Global ha sido víctima de señalamiento y de boicot oficial por falta de ayudas de la Generalitat, que sí han recibido onerosamente sus competidores, y de ataques a su sede. El periódico tiene la mala fortuna de ser vecino de la sede de la CUP. Los ataques que ha recibido jamás han sido denunciados por parte del poder político establecido en Cataluña. 

			El papel de un medio como La Voz de Barcelona fue fundamental para que vieran la luz muchas noticias que no recogía ningún medio como, por ejemplo, sanciones impuestas a comercios por la Agència Catalana del Consum por rotular en castellano, sentencias judiciales contra la Generalitat porque las escuelas no cumplen ni las dos horas semanales de enseñanza en lengua española, las subvenciones a medios de comunicación afines y un largo etcétera de actos de ejercicio de poder con fines privativos o políticos siempre pagados con dinero público. 

			 

			 

			La labor de los hermanos Tercero no era sólo de denuncia. El gran valor que tuvo La Voz de Barcelona como pionero fue que muchos medios digitales de ámbito nacional, como Elconfidencial.com o Libertaddigital.com, empezaron a usar a La Voz de Barcelona como medio de consulta e información sobre actualidad en Cataluña, así su labor se convirtió en fundamental para que lo que sucedía en Cataluña tuviera repercusión a nivel nacional.

			La inexistencia de medios de comunicación absolutamente libres en Cataluña ha sido un elemento fundamental en la penetración social del nacionalismo. No se trata sólo de la línea editorial del medio o de la manifiesta manipulación de la realidad de España presentada como nación no democrática. Los medios catalanes subvencionados, y muy en especial los públicos, hablan deliberadamente de España como una realidad ajena. España sólo en español, Cataluña sólo en catalán. Hay detalles que parecen irrelevantes, pero no lo son; por ejemplo, en Cataluña no se puede escuchar una retransmisión de un partido de la selección española de fútbol retransmitido en catalán. Hubo una excepción durante el Mundial de Sudáfrica, cuando Sergi Mas, a través de la ondas de la desaparecida COMRadio, la red de emisoras de la Diputación de Barcelona, realizó esa retransmisión y además con notable éxito. 

			En 2017, la Generalitat regaló a los medios de comunicación 30,7 millones de euros, en 2010 habían sido poco más de 10. Esta cantidad de dinero sirve para la aplicación de la autocensura o directamente para el fomento del panfletismo servil. A estas cantidades hay que sumar los millones que los ayuntamientos miembros de la Associació de Municipis per la Independència entregan a los medios de comunicación locales y los medios de titularidad municipal. 

			Frente a esta estrategia, burda pero terriblemente eficaz, el gobierno de España nunca tuvo una política de medios en Cataluña. Es más, en muchos casos se actuó de forma estúpida y contra sus intereses; por ejemplo, tras la aplicación del artículo 155 de la Constitución, el gobierno Rajoy autorizó a la Secretaria de Comunicación de la Generalitat, en manos de un alto cargo de ERC, a otorgar ayudas por valor de casi dos millones de euros. 

			En 2017, el Govern Puigdemont-Junqueras subvencionó a 86 medios digitales a los que entregó 1,5 millones de euros, 198 periódicos y revistas en papel a los que benefició con casi 4 millones, 19 emisoras de televisión y 18 cadenas de radio a las que regaló 1,4 millones de euros. En total, 7 millones de euros, sin contar publicidad, destinados de forma indisimulada a que no hubiera más línea editorial que el apoyo al nacionalismo. 
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La toma del territorio

			En los días previos al referéndum del 9 de noviembre de 2014, la Assemblea Nacional Catalana (ANC) publicó un documento que afirmaba que «el control efectivo de Cataluña facilitaría el reconocimiento internacional». El texto era muy preciso en el detalle de las acciones tales como control de puertos, aeropuertos. La ANC prevé que si se sigue este método, en 2018 se habría consolidado el Estado catalán. En paralelo a que este siniestro plan de trabajo de la ANC viera la luz, no por voluntad de la organización independentista, sino por una filtración de la que se hizo eco Europa Press, la diputada de la CUP Eulàlia Reguant hizo un llamamiento a la toma de control de infraestructuras dado que, según ella, «la declaración de independencia sería papel mojado sin un control efectivo del territorio». 

			El control de infraestructuras estratégicas es el método más habitual de dar golpes de Estado en los siglos XIX y XX. A finales de los noventa del siglo XX, Genadi Genadiev dio un golpe de Estado contra Gorbachov al estilo del de Tejero, tomando el Congreso y reteniendo a las autoridades. Hoy, con las redes sociales y la movilización, ese tipo de golpes no serían viables, y la ANC, la CUP y los que planificaron el intento de independencia unilateral lo saben, y trabajaron durante tiempo para tomar el control del territorio catalán. 

			La creación de la percepción de que los símbolos y la iconografía nacionalista, o lo que es lo mismo, de la Generalitat de Catalunya, domina el territorio fue desde siempre una obsesión de Pujol. Cuando se pactó el despliegue de los Mossos, o lo que es lo mismo, la retirada de la Guardia Civil y el Cuerpo Nacional de Policía, lo primero que hizo el nacionalismo fue enviar Mossos al Estadio del FC Barcelona, donde tenían mayor visibilidad. 

			La retirada de banderas españolas de los ayuntamientos dejó de ser noticia hace décadas, al principio la excusa, burda y abiertamente falsa, era que la bandera nacional había sido enviada a la tintorería, una vez que desaparecieron las casas cuartel de los pueblos, los tricornios de las carreteras y las banderas de los balcones de las casas consistoriales, le llegó el turno al nomenclátor de las calles, las plazas de España, las rondas Alfonso XII, las avenidas Juan Carlos I, incluso las calles a Hernán Cortés, por ser considerado conquistador sanguinario, fueron sustituidas por Francesc Macià, Països Catalans, Lluís Companys, hasta, finalmente, retirar las fotos del rey de los salones de plenos y a la lengua española de cualquier ámbito público. 

			El control de los nacionalistas de la inmensa mayoría, casi la totalidad, de los pequeños municipios catalanes permite crear una sensación de territorio ajeno a España. La creación de la Asociación de Municipios por la Independencia en 2011 fue una secuela del referéndum del 13 de septiembre de 2009 celebrado en Arenys de Munt para votar sobre la independencia de Cataluña. 

			Los efectos de este control del territorio son de toda índole, pero hay uno que afecta especialmente a la calidad democrática de Cataluña: la dificultad de los partidos constitucionalistas para encontrar candidatos en la mayor parte del territorio catalán. Ser candidato del PSC, PP o Cs en Osona, Bergadá, Bajo Ampurdán, Pla de l’Estany y otra infinidad de lugares de Cataluña se convierte en la muerte civil, en un problema en el trabajo, en casa. Lo mejor es mirar hacia otro lado, evitar problemas. 

			Tras el referéndum de Arenys de Munt se celebraron otros cientos en infinidad de municipios, se llegó a convocar uno en Barcelona, siempre sin censo, sin garantías democráticas, sin pluralidad y sin otro objetivo que crear la sensación de control del territorio y de unanimidad sobre la voluntad de celebrar un referéndum de autodeterminación. 

			Arenys de Munt es un municipio de El Maresme, a 45 kilómetros de Barcelona, con un censo de 6.055 vecinos. El fin de semana de la Diada de 2009, el Ayuntamiento, presidido por el independentista Carles Mora, convocó un referéndum inédito que llamó la atención de toda Cataluña y España entera. A pesar de la presión social por votar, la participación sólo alcanzó el 41 por ciento, según datos no contrastados por nadie, y pese a permitir el voto desde los dieciséis años. Lo de permitir el voto a los menores es algo que luego también hicieron en Escocia y que se repitió tanto el 9 noviembre como el 1 de octubre. 

			La consulta de Arenys fue una razón más de tensión dentro del gobierno catalán, dado que el presidente, el socialista José Montilla, dijo que mientras él fuera presidente, en Cataluña se cumpliría la ley y que «el mejor antídoto contra los extremos es la lealtad mutua entre los gobiernos». Pero ni tan siquiera sus socios de gobierno de ERC se lo tomaban muy en serio, dado que eran los principales impulsores de los referéndums locales. 

			La pregunta del referéndum es otra muestra de manipulación basada en dar por sentado cosas que son simplemente mentira. La papeleta decía así: 

			 

			¿Está de acuerdo en que Cataluña sea un Estado independiente integrado en la Unión Europea?

			 

			El truco nacionalista siempre es el mismo, decir cosas que «cuelan» porque nadie las pone en duda. En este caso se daba por sentado que Cataluña como Estado formaría parte de la Unión Europea, cuando los tratados de la Unión establecen con toda claridad que un futuro Estado de nueva creación debería realizar todo el proceso de integración partiendo de cero. Aunque el procedimiento de adhesión es indiscutible y, además, las autoridades y portavoces comunitarios así lo han expresado, tanto en comparecencias públicas como en respuesta a preguntas de europarlamentarios independentistas, desde las filas nacionalistas siempre se ha dicho, de forma inventada, que dado que Cataluña sale de un país que forma parte de la Unión debe entenderse que no ha salido de la Unión Europea y, por lo tanto, puede seguir siendo miembro de ésta de forma automática. 

			Tras Arenys de Munt, una especie de tour de falsos referéndums recorre Cataluña, y en el País Vasco, los proetarras de Batasuna no quieren ser menos y hacen algo parecido. El nacionalismo catalán pasa de copiar a ser copiado. Más adelante, el PNV renegará del independentismo catalán y Otegui pasará a ser la vergonzante referencia recibida con honores en el Parlament de Catalunya. 

			El 11 de abril de 2011 se celebró la consulta en Barcelona, que se había ido aplazando para crear un ambiente propicio a la participación. Se pusieron 347 puntos de votación, muchos de ellos en plena calle, gestionados por 7.000 voluntarios, todos ellos independentistas y tras una campaña de propaganda gratis en TV3 y Catalunya Ràdio. Votaron todos los miembros del Govern de Catalunya residentes en Barcelona y, según sus datos, otros 257.000 barceloneses. El recuento no hizo falta hacerlo, todos a favor, Dimitrov viajaba de Sofía a Barcelona y revivía entre nosotros. 

			Ese mismo domingo, Isabel García Pagan en La Vanguardia contó que la abadía de Montserrat había rogado por que cada pueblo y nación pueda decidir libremente su futuro. Los ruegos de los monjes no llegaron muy lejos, días más tarde, el Parlament rechazó una propuesta a favor de la independencia con abstención de CiU. Hacer una cosa y la contraria con pocos días de diferencia, votar por la independencia en la calle y en contra en el Parlament, aún estaba permitido. Lo que se quería era una cosa, pero no se podía decir abiertamente hasta que no se considerara que la sociedad estaba preparada para asumirlo. 
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    La mentira del Estatut


    Una idea fundamental para conseguir el objetivo de controlar la sociedad hasta el más mínimo rescoldo es el concepto no tan sólo de unidad, sino en especial de uniformidad. Ésta es una de las razones por las que el bilingüismo catalán-castellano molesta y es tan importante presentar al español como una lengua de conquista ajena a Cataluña. 


    El discrepante es un inadaptado y el que no es entusiasta resulta sospechoso. No sólo se exige la adhesión, debe ser inquebrantable. Basándose en esta premisa, el nacionalismo prepara el ambiente social para el momento en que el Tribunal Constitucional dictamine lo que sabe hasta un alumno de primer año de derecho, o sea, que hay artículos del Estatut aprobado por el Parlament de Catalunya que son inconstitucionales y, en consecuencia, el texto, que debería someterse a referéndum, será distinto que el aprobado en el Parlament en 2005.


    La crónica de agencias del pleno del Parlament que aprobó el Estatut nos recuerda que se aprobó sólo con la oposición de los 15 diputados del PP y que el trámite no era definitivo, dado que el Congreso debía darle su beneplácito, tal como establece la Constitución. En ese trámite había un primer problema dado que el nacionalismo no estaba dispuesto a reconocer la potestad del Congreso de los Diputados. El ambiente de ese pleno es como un preámbulo de los tumultuosos plenos vividos en septiembre y octubre de 2017, ya que al igual que en esos plenos más recientes, hubo suspensiones para seguir negociando sobre la marcha entre gobierno y oposición y, a la vez, entre los tres partidos del gobierno entre ellos mismos. 


    A la mañana siguiente, el presidente de la Generalitat, Maragall, dijo que iban a realizar un esfuerzo para explicar el Estatut en toda España, como si la explicación de la vulneración de una ley edulcorara tal vulneración. En realidad, jamás se hizo tal esfuerzo, como ha sucedido siempre, el nacionalismo imponía su punto de vista y si España no lo aceptaba, era la constatación de que era un país con dudosas credenciales democráticas, y si lo aceptaba, mejor aún, dado que así no tendría inconveniente alguno en aceptar su desmembramiento sin más. 


    Si bien todo lo sucedido política y socialmente hablando en Cataluña durante décadas era en realidad un constante simulacro de lo que tenía que suceder en una fecha no determinada, y que se acabaría concretando en septiembre y octubre de 2017, sí hay algunas cosas e ideas que evolucionaron. Por ejemplo, por esos días, Artur Mas aún no era independentista declarado y defendía que el Estatut aprobado por el Parlament tenía cabida dentro de la Constitución.


    En otros aspectos, nada ha cambiado, dado que ya por entonces el propio Mas reclamaba que «se respetara la decisión del Parlamento catalán». Ya por entonces, que las decisiones del Parlament se adaptaran a su marco competencial a Mas le parecía algo nimio e irrelevante. 


    En muchos aspectos, ese Estatuto y su redacción se convirtió en una gran excusa justificante de las leyes de desconexión que aprobó el Parlament en septiembre de 2017. Por ejemplo, el Estatut incluye la creación de una Agencia Tributaria Catalana que recaudará todos los impuestos, sean estatales o no, y que suscribiría acuerdos con la Agencia Tributaria del Estado.


    La sentencia que dictará el Tribunal Constitucional no sólo no se conoce de antemano, sino que además el nacionalismo desea que sea lo más estricta posible y que anule cuantos más artículos mejor, dado que de esta forma el victimismo puede mostrarse en su máxima expresión. 


    Para el nacionalismo, lo importante en los meses previos a la sentencia del Tribunal Constitucional es presionar, condicionar a los miembros del alto tribunal y crear un caldo de cultivo que lance a todo el mundo a la calle cuando se haga pública la resolución. 


    Nada mejor que impulsar un editorial conjunto de todos los medios de comunicación para mediatizar la opinión pública y crear una sensación de agravio y atropello. En España, desde los años setenta no se había impulsado ningún editorial conjunto de los medios, y había sido por temas que suscitaban mucho mayor consenso social, como la condena a los atentados de Atocha o a la revista El Papus, así como otro publicado tras la legalización del Partido Comunista de España llamando a continuar los avances de la transición política. El editorial fue publicado el 29 de noviembre de 2009 por La Vanguardia, El Periódico de Catalunya, Avui, El Punt, Segre, Diari de Tarragona, La Mañana, Diari de Girona, Regió 7, El Nou 9, Diari de Sabadell y Diari de Terrassa. 


    A los medios de comunicación se sumaron centenares de colegios profesionales, sindicatos, organizaciones empresariales, asociaciones culturales, etc. Un verdadero éxito desde la perspectiva nacionalista para transmitir una imagen de unanimidad. Una de las pocas organizaciones que no se sumó fue el Colegio de Abogados, por entonces con Pedro Yúfera como decano, que tuvo que hacer frente a todo tipo de presiones procedentes del gobierno catalán, pero también de algunos de sus compañeros colegiados. La unanimidad fue tal que no salir en la inacabable lista de apoyos incondicionales se convirtió en incómodo, así que lo mejor era salir para evitarse el señalamiento.


    Los discrepantes fueron pocos y oportunamente linchados desde los medios que habían publicado el editorial; en definitiva, casi todos. La Asociación Profesional de la Magistratura, mayoritaria entre los jueces, consideró el editorial una «presión intolerable». El País, El Mundo, La Razón y ABC no suscribieron el editorial, aunque en realidad, tampoco se les invitó a que lo hicieran. Directamente se les consideró parias excluidos del sistema. 


    El editorial, titulado «La dignidad de Cataluña», coincide en su publicación con el inicio de los debates del Tribunal Constitucional sobre la constitucionalidad del Estatuto. Los redactores del texto conjunto hacían hincapié en deslegitimar al tribunal alegando que la mitad de sus miembros tenían el mandato vencido, además de emitir su opinión favorable a aceptar todo lo que el texto estatutario contenía. 


    Finalmente, el 28 de junio de 2010, el Tribunal Constitucional hace pública la sentencia sobre la constitucionalidad del Estatut. De forma absolutamente previsible, más allá de las cuestiones jurídicas, es un compendio de sentido común dado que afirma cosas como que en materia de lengua las administraciones no pueden tener preferencia por ninguna de las dos lenguas oficiales en Cataluña y que ambas son vehiculares en la educación. Rechaza la bilateralidad consagrada en la propuesta de Estatuto y solemniza lo obvio: el Estado siempre ostentará una superioridad respecto a las autonomías. Entre otras enmiendas, el Tribunal Constitucional rechaza la vinculación del PIB a la inversión en infraestructuras en Cataluña, y afirma que nación sólo puede usarse en sentido cultural y lingüístico dado que la Constitución dice que España está formada por regiones y nacionalidades, pero no consagra la plurinacionalidad del Estado. 


    El 10 de julio de 2010 se llevó a cabo una gran manifestación contra la sentencia, su éxito estaba asegurado, en realidad, el nacionalismo lo había hecho todo para que así sea y que se convirtiera en un paso más hacia la independencia. Lo más sorprendente fue que formalmente la convocó el presidente de la Generalitat, José Montilla, aunque responde a la estrategia del nacionalismo, que está a punto de abandonar la paciencia y pasar a la independencia. 


    En pocas horas, 1.400 entidades se adhieren, la maquinaria está ya bastante bien engrasada y el nacionalismo empieza a creer que quizá ha llegado su momento, además, la crisis económica iniciada en 2008 está creando un malestar social creciente que favorece la reacción social. 
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¿Es Iniesta un inadaptado?

			En verano de 2010, España llega al Mundial de Sudáfrica habiendo ganado la Eurocopa dos años antes. La prensa catalana presenta a la selección de Del Bosque como un anexo del victorioso Barça de Guardiola, que viene de ganar la Liga y la Liga de Campeones.

			En el primer partido, España cumple con su tradición histórica de fatalidad en los mundiales de fútbol y pierde contra Suiza 0-1, parte de la prensa y opinión pública catalana sonríen socarronamente. 

			Cuando España llega a cuartos, los fatídicos cuartos, en Barcelona y otras ciudades de los alrededores la gente se empieza a concentrar para ver los partidos. La victoria en semifinales contra Alemania es un chute de autoestima que en Cataluña tuvo una audiencia televisiva, según datos de Kantar Media, de 2 millones de personas. Con este ambiente se llega a la final, en la que 75.000 personas, según la Guardia Urbana, se reúnen en la avenida María Cristina, a los pies de Montjuïc, para seguir una final de infarto. Jamás se había visto nada parecido en Barcelona. Una avenida de esas dimensiones llena de gente con banderas de España. La imagen, inusual, es muy mal metabolizada por el independentismo. 

			Partido a partido las alarmas nacionalistas se van encendiendo. ¿Y si España llega a la final? Hay polémica sobre si el Ayuntamiento debe poner una pantalla para seguir el partido. La Vanguardia realiza una encuesta sobre el particular, en el que un 20 por ciento opina que no debe concederse ese permiso. 

			Cómo no, a las puertas de la final arreció el debate sobre la españolidad de jugadores como Piqué, Xavi, Busquets, Capdevila o Puyol, si deben usar la senyera, etc. Durante toda la Copa del Mundo, los jugadores catalanes de la selección fueron sometidos por parte de los medios de comunicación catalanes a un estricto marcaje en el que cualquier gesto de excesiva euforia patriótica podía convertirse en un linchamiento para ellos y todo guiño de catalanidad era celebrado como acto de rebeldía. 

			El minuto 116 de la prórroga es el instante fatídico del independentismo, Iniesta marca, y encima es jugador del FC Barcelona. Se desata la euforia, miles de petardos en el cielo de Barcelona, y un 78 por ciento de audiencia entre los telespectadores catalanes, por encima de la audiencia media a nivel nacional y casi 5 puntos más, que, por ejemplo, en el País Vasco. 

			El lunes, Lola García tituló en La Vanguardia: «Cataluña sale del armario». Todos recordamos el instante del gol, el detalle de Iniesta levantándose la camiseta y dedicando el gol a su amigo Dani Jarque, jugador perico fallecido de un infarto súbito, y el beso de Iker Casillas a Sara Carbonero, y fue también la noche en la que algunos descubrimos que tenemos más vecinos que se sienten españoles de lo que jamás nos pudimos imaginar, y otros descubrieron que su esfuerzo por borrar todo sentimiento o símbolo de España en Cataluña había fracasado. 

			Después de lo sucedido en las calles de Barcelona durante la Copa del Mundo de 2010, el independentismo tomó nota y jamás volvió a conceder permiso para instalar pantallas para seguir partidos de la selección en Barcelona. Dado que, al parecer, no toda la sociedad se había doblegado a sus postulados, lo mejor sería poner dificultadas y esconderlos.

			¿Por qué España no juega en Cataluña si somos la segunda comunidad autónoma más poblada de España y la segunda que más jugadores en la historia ha aportado a la selección? 

			El mismo esfuerzo que hace el nacionalismo por llevarnos a Ítaca lo hace por alejarnos de Sefarad. No es casualidad que la selección española lleve más de diez años sin jugar en Cataluña, es fruto de una decisión basada en las imágenes de la final olímpica de fútbol en 1992, con un estadio del FC Barcelona repleto de gente con banderas de España. 

			De 2007 a 2017 la selección española de fútbol ha jugado en nueve ocasiones en Andalucía, ocho en la Comunidad de Madrid, cinco en la Comunidad Valenciana, cuatro en Asturias, tres en Castilla-La Mancha, tres en Castilla y León, dos en La Rioja, dos en Galicia, dos en Murcia, dos en Baleares, una en Extremadura, una en Cantabria y una en Canarias. En Cataluña, ninguna. El club que ofreciera su estadio sería linchado. 

			También ahí la desaparición de la selección de los estadios catalanes ha dado pie a la creación de otro grupo organizado, Barcelona con la Selección, impulsado por jóvenes estudiantes universitarios que intentan traer un partido de España a Cataluña. En sus actividades han sufrido presión e incluso agresiones.

		

	
		
			9

Primero derribar el toro de Osborne en El Bruc, luego prohibir los festejos

			La tauromaquia es una parte fundamental en la cultura catalana, pero dado que se identifica con la cultura española, durante años el independentismo se refugió en el falso animalismo y trabajó para acabar con los toros en Cataluña. La decisión de prohibir los toros alegando el sufrimiento del animal es una manifestación cínica, dado que el mismo Parlament que ha prohibido la llamada fiesta nacional declaró patrimonio cultural los correbous y legisló su protección. El portavoz de CiU en aquella ocasión, Josep Rull, se justificó alegando que en el caso de los correbous el toro no muere. 

			Somos muchos los catalanes, mayoría, los que jamás hemos acudido a una corrida de toros ni nunca nos lo habíamos planteado. Ahora, tras la prohibición, asistiríamos encantados. El exconseller Santi Vila reconoce que él va a los toros a Ceret, un precioso pueblo al otro lado de la frontera, a los pies del Canigó. Es una lástima que no hiciera pedagogía entre sus conmilitones para evitar que para ir a los toros deba cruzar los Pirineos.

			No hay ninguna duda que al igual que el toro de Osborne tan presente en las carreteras de toda España ha acabado siendo un emblema nacional, la prohibición de los toros en Cataluña tiene que ver con esa íntima relación entre tauromaquia y cultura e historia de España. Durante años, el último toro de Osborne presente en Cataluña, en la carretera nacional II a la altura de El Bruc, a los pies de la montaña de Montserrat, fue víctima de ataques vandálicos de toda índole, hasta que se desistió de mantenerlo en pie. Fuera el toro de Osborne de las carreteras catalanas, fuera las corridas, todo lo que pueda a asociarse a España sobra. 

			El 28 de julio de 2010, el Parlament prohibió las corridas de toros en Cataluña en una especie de venganza por lo que había sucedido pocos días antes durante el Mundial de Fútbol en las calles de Barcelona. Formalmente, la votación era el acto final de una iniciativa legislativa popular promovida por una plataforma llamada Prou que recogió 180.000 firmas. La votación en el Parlament salió adelante con 68 votos a favor, 55 en contra y nueve abstenciones. Además del voto unánime de ERC e ICV, se sumaron 32 de los 48 diputados de CiU e incluso tres del PSC. Cataluña era la segunda comunidad española, tras Canarias, que prohibía los toros, pero las motivaciones insulares nada tenían que ver con la españolidad del archipiélago. Artur Mas votó a favor de la prohibición, al igual que el hoy prófugo y exconseller de ERC, por aquel entonces diputado del PSC, Toni Comín. José Montilla votó en contra alegando que «creo en la libertad». En su intervención, el líder de Cs, Albert Rivera, dijo que estaba claro que la razón de los nacionalistas de votar contra los toros era el «antiespañolismo». 

			La prohibición entró en vigor en 2012, desde aquel momento la Federación de Entidades Taurinas de Cataluña, liderada entonces por Luis María Gibert (DEP), emprendió una lucha social para que volvieran las fiestas taurinas a Cataluña. Gibert impulsó una iniciativa legislativa popular (ILP) para proteger la fiesta popular en toda España. Logró el respaldo de medio millón de firmas, que fueron entregadas en el Congreso de los Diputados. El objetivo de esta iniciativa era poder declarar el toreo como patrimonio cultural inmaterial tras más de un siglo de historia en tierras catalanas, y se consiguió el 12 de noviembre, con un blindaje del Congreso a la tauromaquia en toda España. 

			El toreo forma parte de la historia de Barcelona dado que es la única ciudad de España que ha llegado a tener tres plazas. La última corrida, durante las fiestas de La Mercè, el 25 de septiembre de 2011, fue un acontecimiento nostálgico, con sabor a derrota y retirada protagonizado por José Tomás y el torero catalán Serafín Marín. 

			En octubre de 2016, el Tribunal Constitucional anuló el acuerdo del Parlament que prohibía los toros en Cataluña, aunque la alcaldesa de Barcelona, Ada Colau, aliada casi siempre del separatismo, afirmó que no iba a permitir que la Monumental reabriera. Hay que tener en cuenta que los propietarios de la plaza de toros, la familia Balañá, no son libres de reabrir cuando quieran dado que tienen otra infinidad de negocios en Barcelona relacionados con el mundo del espectáculo y que, por lo tanto, dependen de la concesión de permisos municipales, y contrariar al Ayuntamiento tendría para ellos fatales consecuencias económicas. 
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Del pacto fiscal a la independencia. El primer 12 de octubre constitucionalista

			El 29 de noviembre de 2010, Artur Mas, con 62 diputados, ganó las elecciones; el Tripartito bajó de 70 a 48 escaños, el PP sube y Cs, contra pronóstico, retiene sus tres diputados tras un mandato lleno de crisis internas, y pone de manifiesto que el sentimiento antinacionalista de la sociedad catalana arraiga. Pero, sobre todo, son las elecciones en las que el partido de Joan Laporta, expresidente del Barça, irrumpe en el Parlament con cuatro escaños. 

			Laporta se presentó con un partido denominado Solidaritat Catalana per la Independència. Su suegro, Juan Echevarría, se había presentado en 1980 a las elecciones al Parlament al frente de un partido, marca blanca de Fraga Iribarne, con el mismo nombre sin el adjetivo «por la independencia». 

			El exmandatario culé se aprovecha de que en 2010, CiU aún cree que desde la moderación se alcanza el poder y del precio que paga ERC por su alianza con los socialistas. El independentismo crece y es cada vez más visible. 

			A finales de diciembre, Mas será investido con la abstención del PSC. En su intervención en el Pleno de investidura, el presidente del Grupo Socialista, Quim Nadal, marcó la línea roja a CiU: «La transición nacional en el marco del derecho a decidir no ha lugar», dijo. Mas no le hizo ni caso, y años más tarde, Nadal está muy pero que muy cercano a las tesis separatistas.

			Según el INE, el PIB de España entre 2011 y 2013 retrocedió un 8,6 por ciento, la crisis arrecia, y Madrid es la cuna del movimiento 15-M, que dará pie a Podemos, y es la muestra del malestar de la sociedad española. El 16 de junio de 2011, el 15-M se traslada a Barcelona, pero con especificidades nacionalistas; o sea, añadiendo a gente de la CUP, siempre tolerante y pacífica. Ese día, los manifestantes rodean el Parlament, agraden a diputados, les pintan la ropa con espray, les persiguen insultándoles por el parque de la Ciutadella, donde está ubicado el Parlament, e impiden que el presidente de la Generalitat, Artur Mas, acceda al hemiciclo. Finalmente, Mas y otros consejeros de su gobierno acceden al Parlament en helicóptero. En aquel momento, el president aún no tiene dudas sobre qué es violencia dado que no cuenta con el apoyo de los CDR, que tanta fuerza cogerán de 2017 en adelante, y afirma que «es el atropello más grave a un Parlamento desde el 23-F». El mismísimo Govern y el Parlament denunciaron a los agresores, y once de ellos fueron condenados a prisión e indultados. La Vanguardia publicó un editorial en portada en el que consideraba que lo sucedido a las puertas del Parlament era un ataque a la democracia, y nadie cuestionó la independencia judicial por la sentencia a los violentos manifestantes que impidieron el normal funcionamiento de un Parlamento. 

			Mas toma nota del malestar social y necesita que los recortes en servicios públicos no se le atribuyan a su gobierno, así que intensifica el uso de la idea de que los problemas de Cataluña son culpa del déficit fiscal. Si él puede argumentar que los catalanes pagamos mucho más de lo que recibimos, el culpable de los problemas de los catalanes será el gobierno central, y no el suyo. El 26 de julio, el Parlament aprueba la petición del pacto fiscal al Estado, que no es otra cosa que copiar el modelo vasco; o sea, Cataluña recauda todos los impuestos, sean estatales o autonómicos, y luego le liquida al Estado una cantidad irrisoria en concepto de servicios prestados en defensa, política exterior y poca cosa más, es como una subcontrata. En la propuesta no sólo hay una profunda insolidaridad con el resto de España, sino también la idea subyacente de confederación como un paso más de desconexión de España. La propuesta sale adelante con el voto de CiU, ERC, ICV y la abstención socialista. El pleno es una nueva reafirmación de soberanía que Mas resume en un «ahora o nunca». Su conseller de Economía, Mas-Colell, advierte durante la sesión que aunque las finanzas de la Generalitat están mal y necesitan apoyo del Estado, «jamás aceptará ayuda financiera si eso implica intervención política». Años más tarde, Cristóbal Montoro modificaría la ley para tener más control sobre las finanzas autonómicas si estaban sostenidas por el Estado, y aunque en una entrevista en El Mundo se jactó de que no se había utilizado ni un céntimo del Estado en la organización del referéndum del 1 de octubre de 2017, eso se demostró falso. 

			El otoño de 2012 fue intenso, y la gran manifestación del 11 de septiembre se presentó como una petición de apoyo a Europa, es un momento en el que el independentismo aún vive en el aspecto social una adolescencia mágica que le hace creer que podrá llegar a la independencia sin coste alguno. Desde ese momento, la respuesta de Bruselas será siempre la misma: si un territorio sale de la Unión, tendrá que ponerse a la cola para su ingreso. Pero no hay peor sordo que el que no quiere oír. La de 2012 fue de las manifestaciones más exitosas por dos razones. La primera, porque el procés aún no sufría el desgaste que experimentará más tarde, tanto por la creciente evidencia de lo imposible del objetivo como por las profundas divisiones entre los diversos líderes y grupos separatistas; y la segunda, es muy exitosa sobre todo porque presenta la independencia como la solución a la profunda crisis económica que está arrasando España. Enric Juliana lo resumió a la perfección en La Vanguardia: «Cataluña no quiere ser el chivo expiatorio de la atroz crisis española». En la argumentación de Juliana hay una cierta trampa dado que presenta la crisis como algo ajeno a Cataluña, cuando en realidad sus políticas públicas, su gasto desaforado e ineficiente, la corrupción y la mala gestión del sector financiero-bancario catalán han tenido mucho que ver con esa crisis. 

			Tras la exitosa Diada, el Parlament dio un paso más, y el 27 de septiembre aprueba celebrar un referéndum de autodeterminación en un período máximo de cuatro años con o sin autorización del Estado. La votación sale adelante con 84 votos y la abstención, como casi siempre, del PSC. 

			En la sociedad, la velocidad y la claridad para la toma de decisiones del antiguo nacionalismo, socialmente transversal de CiU, mutado a independentismo, son vistas por unos como una fantasmada, «a l’hora de la veritat res», y por otros con creciente preocupación. Los primeros son los que no tienen conciencia de la existencia del Programa 2000 y de los objetivos finales del separatismo, los segundos están más próximos a la realidad. Ya se sabe que un pesimista es un optimista bien informado. 

			 

			 

			Como tímida respuesta a la gran manifestación independentista del 11 de septiembre, la asociación D’Espanya i Catalans rompió el silencio de los constitucionalistas y convocó una concentración en la plaza de Cataluña para el 12 de octubre, fecha que hasta entonces en Cataluña había sido casi clandestina. Fue una manifestación artesanal, con pocos recursos, de boca a oreja y encima en un día lluvioso. Los concentrados consiguieron ocupar gran parte de la plaza, y por primera vez había visibilidad de una parte de la sociedad contraria al cariz que iban tomando los acontecimientos. 

			D’Espanya i Catalans se autodefine como una plataforma en la que conviven miembros de todos los partidos, incluidos exmilitantes socialistas, bajo la premisa de ponderar más las cosas que unen a los catalanes y bajar el tono con las que les separan. El lema para esa gran primera manifestación fue: «Cataluña somos todos», el mismo que había usado Ciudadanos en 2009. La plataforma se constituyó poco después de la Diada del 11-S. La financiación de la asociación en favor de la unidad de España provenía de los propios simpatizantes, un dinero que se utilizó para la publicidad en medios impresos. En total, el gasto ascendió a unos 60.000 euros, una cantidad muy modesta en comparación con los recursos del independentismo. El acto contó con el apoyo del PP, Cs y UPyD, que por aquel entonces tenía cinco diputados en el Congreso y era una fuerza importante. El PSC no se adhirió a la convocatoria. Fue una primera convocatoria importante porque contribuyó a que muchas personas perdieran el miedo a salir de casa y manifestarse, y puso de manifiesto la necesidad de articular un movimiento cívico potente capaz de movilizar a los catalanes no independentistas y que tuviera capacidad de lanzar mensajes a la sociedad y apoyar a los partidos políticos. 

			De esa manifestación también salió la constatación de que si bien se estaba generando una situación política encaminada claramente a la separación unilateral, que creaba inquietud a parte de la sociedad catalana, también era cierto que para poder hacer frente al secesionismo sería necesario ampliar las bases de los sacrificados convocantes y organizadores de esa primera manifestación e incorporar no sólo a gente procedente del espectro político del centro y la derecha, sino también de la izquierda. Cataluña es la comunidad autónoma de España donde la sociedad está más escorada a la izquierda y, por lo tanto, sin el apoyo del PSC e incluso de grupos más a la izquierda sería una batalla perdida. En realidad, nada es más reaccionario que el nacionalismo, por insolidario, por etnicista, por negacionista de la diversidad, con lo cual el lugar natural de la izquierda es el constitucionalismo. Algunos dirigentes e ilustres militantes del PSC de aquel momento, como Josep Borrell, Joan Ferran, David Pérez o Quim Coll, comprendieron y compartieron eso desde el principio, y su dedicación a hacer frente al independentismo es de gran valor. Otros dirigentes socialistas no lo vieron de la misma forma. Esa división pasó una gran una factura electoral al PSC. 
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De la retórica a los hechos. Nace Dolça Catalunya

			El 26 de noviembre de 2012 se celebraron elecciones al Parlament. Artur Mas había decidido adelantar las elecciones porque desde el Centre d’Estudis d’Opinió, el CIS catalán, dirigido por Jordi Argelaguet, le prometieron que obtendría los seis escaños que le faltaban para alcanzar la mayoría absoluta. La demoscopia nacionalista falló y CiU, lejos de alcanzar la mayoría absoluta, se despeña y pierde 12 escaños, a la vez que ERC alcanza los 21 y la CUP, que a la postre, en las siguientes elecciones será su guillotina, entra en el Parlament. La estrategia se demostró errónea y sus consecuencias para CiU y Cataluña serán fatales. 

			Es la primera campaña en la que CiU es abiertamente soberanista. Dado que la elección se celebra en un contexto de crisis económica y recortes de servicios públicos, para evitar que el electorado le pase factura, a Mas le conviene, en apariencia, que el debate electoral se centre en temas identitarios y no en temas sociales. 

			En esa campaña nace Fem Pinya, una asociación que fue una de las semillas de Societat Civil Catalana y embrión de Empresaris de Catalunya. Fem Pinya fue impulsada por el empresario Mariano Ganduxer, y de su junta formaron parte, entre otros, Joaquín Molins López-Rodó y Josep Maria Galilea. Desde aquel momento, Ganduxer, muy preocupado por la deriva independentista de CiU, se convirtió en impulsor de sinergias, en generador de consensos y en buscador incansable de la unidad entre la infinidad de pequeñas asociaciones antinacionalistas, la mayoría de ellas mal organizadas y peor financiadas. 

			En el momento del fallecimiento de Ganduxer, Dolça Catalunya escribió: «Mientras muchas personas de su posición viven de rentas, él arriesgó, invirtió, dio trabajo, luchó, modernizó y transformó su vieja empresa familiar, iniciada con la “Mataró potatoes” y el cremallera de Núria. Nunca fue fácil de convencer. Mientras muchos con empresas e intereses diversos prefieren ponerse de perfil frente a la situación de Cataluña, Mariano, no sin disgustar a su entorno, se mojó y tuvo más de un disgusto». 

			Fem Pinya lanzó una campaña titulada «¿De verdad quieres esto?», en la que se veía en una imagen una frontera parecida al Check Point Charlie berlinés, con caseta fronteriza y alambrada, donde a un lado había un guardia civil y al otro un mosso d’esquadra con una estelada a su espalda. 

			La noche electoral, la secretaria general del PP, María Dolores de Cospedal, anunció, de forma obviamente optimista, la liquidación del plan soberanista. El 21 de diciembre, Mas será investido con el apoyo de ERC. La base del acuerdo es la convocatoria de una consulta, según ellos legal, que se celebraría en 2014 en paralelo al referéndum de Escocia. Junto a ese acuerdo, en el pacto se incluye la redacción de las bases de las futuras leyes de desconexión, que terminarán votándose de forma ilegal en el Parlament en septiembre de 2017, y la creación de un banco público. 

			Como resultado del acuerdo de investidura, Oriol Junqueras pasa a tener una atípica doble condición de socio del Govern y a la vez de líder de la oposición. También fruto del acuerdo, el 24 de enero de 2013 el Parlament aprueba solemnemente una declaración de soberanía. El soberanismo se convertirá en una trituradora de partidos políticos, pero el primero que sufre las consecuencias es el PSC, dado que, en ese pleno, cinco de sus diputados, entre los que destacan la exconsejera Marina Geli y el hoy embajador de España en Andorra, por aquel entonces presidente del partido, Àngel Ros rompen la disciplina de voto y no participan de la misma poniendo de manifiesto públicamente la división del PSC. 

			El 9 de mayo, el Tribunal Constitucional suspende la declaración de soberanía del Parlament. El alto tribunal acuerda la suspensión por ocho votos a cuatro. Los cuatro magistrados que votan en contra lo hacen no por creer que la declaración se ajuste a derecho, sino porque consideran que no tiene efectos jurídicos. Asimismo, el tribunal aclara al Parlament que su resolución afecta a cualquier acción que se derive de la declaración. 

			El Parlament y el Govern responden que seguirán con el desarrollo de la declaración de soberanía y contraatacan creando una comisión sobre el derecho a decidir. La comisión nace con el voto a favor de 106 de los 135 diputados; dicho de otro modo, sólo Cs y PP se oponen, el PSC vota con los nacionalistas. 

			Ante la advertencia de ilegalidad del Constitucional, la actuación del Parlament y del Govern crea «jurisprudencia» en la forma de proceder de los neoindependentistas. No reconocer al Tribunal Constitucional, proseguir con sus actos políticos y jurídicos superando su marco competencial y hacer oídos sordos a las consecuencias penales, políticas y sociales que se derivan de sus decisiones y actos será una constante. Cuando en 2017 lleguen los momentos álgidos del procés, los dirigentes independentistas convertirán la recepción de las resoluciones del Tribunal Constitucional y su manifiesta desobediencia a ellas en un acto de comunicación política. 

			CiU y sus socios de ERC toman empuje y cumplen el acuerdo de investidura, el 27 de junio presentan el Pacte Nacional pel Dret a Decidir, que, siguiendo la estrategia del Programa 2000, es una impresionante muestra de unanimidad social dado que reúne a agentes económicos y sociales, partidos e instituciones. Es mucho más breve hacer la lista de ausencia que de adhesiones, sólo faltan Foment del Treball, el Cercle d’Economia, el PSC, PP y Cs. 

			La estrategia es interesante, pero tampoco nueva: para contar con el máximo de complicidades, nunca, bajo ningún concepto, hay que hablar del objetivo final, que no es otro que la independencia, siempre de cosas eufemísticas, con términos simples, que aúnen a cuantas más capas de la sociedad mejor. Si bien la independencia divide y genera debate, en cambio el término dret a decidir es irrechazable. ¿Quién está en contra del derecho a decidir? ¿Cómo se puede ser demócrata y no permitir a la gente opinar? Es la manera de embaucar y poner a la «buena gente» del lado del independentismo. Tras la lucha por obtener «el dret a decidir», una forma marquetiniana de hablar de derecho a la autodeterminación, será más fácil que los colectivos sociales que han impulsado esa reivindicación lo hagan con la independencia como paso natural. 

			Otro elemento clave de la estrategia nacionalista a lo largo del tiempo es la del lobo con piel de cordero. Durante lustros, sus portavoces en el Congreso de los Diputados eran las caras más moderadas y prudentes del nacionalismo, Roca, Molins, Xavier Trias —antes de su copernicano giro separatista— y el máximo exponente de la moderación nacionalista: Josep Anton Duran i Lleida. En el Pacte Nacional pel Dret a Decidir seguirán la misma línea y pondrán al frente al democristiano y máximo exponente del patronato de la Sagrada Familia, Joan Rigol. 

			Además de la ya tradicional performance que organiza la Assemblea Nacional Catalana (ANC), en la Diada de 2013 se asiste a un paso más en la ocupación total de todos los espacios cívicos y sociales. Diversos obispados piden que las parroquias procedan a un repique de campanas, los feligreses no independentistas de Tortosa, Solsona o Sant Feliu quedan desamparados y el arzobispado de Barcelona deja hacer. 

			El impulso tomado por el independentismo no tiene réplica política dado que en esos días el gobierno de Rajoy está centrado en salvar a España de la crisis, así que la respuesta queda en gran medida en manos de la parte de la sociedad menos permeable al nacionalismo. El 12 de octubre de 2013 nace el blog Dolça Catalunya, su presentación, toda una declaración de intenciones: «Nuestros nombres no importan. Somos un grupo de catalanes normales. De los que se ve por la calle o en el bar. De fuera de Cataluña, y de toda la vida. Es decir, somos lo que fueron nuestros abuelos y bisabuelos: catalanes, españoles y europeos. Como siempre. Estas cosas no cambian». Su presentación culmina de esta manera: «Así que ya estamos aquí. Para decir que nos gusta Cataluña, a secas. Y que no nos gusta la Cataluña nacionalista. Porque el nacionalismo es la degeneración de todo lo que queremos».

			Dolça Catalunya, sin profesionales, sin subvenciones, sólo con seny, superará en audiencia a todos los medios digitales subvencionados de corte independentista. Su media es de 1,7 millones de entradas al mes, pero en octubre de 2017 alcanzó los 7,5 millones de visitas.

			Dolça, que siempre abre sus posts, con La santa espina, se ha convertido en un verdadero Le Canard Enchaîné, mucho más que un blog, un espacio de libertad, crítico, de humor pero no de linchamiento. Con Dolça hemos descubierto que hay una casta procesista que vive del siempre inacabado cuento de la independencia, que hay historiadores que defienden que Colón salió de Pals y que Teresa de Ávila era catalana, que hay exjueces que fueron senadores de ERC que explican allí donde quieran escucharles que ya tenían un censo obtenido de forma ilegal y grandes cantidades de dinero en el extranjero para declarar la independencia. Y también un sinfín de historias y vídeos que parecen gags destinados a desacreditar al separatismo, pero que no son más que realidad escondida, porque causan vergüenza ajena por el resto de los medios más o menos sometidos al poder de la Generalitat.

			Sobre todo, Dolça Catalunya es la demostración de la doble moral impuesta en Cataluña. Al igual que en Irán —que este año celebra, por decir algo, el 40 aniversario de la Revolución islámica—, donde hay una policía moral que persigue a las mujeres que por la calle no lleven cubierta la cabeza o a las parejas que se besan en un parque, mientras esa misma policía en su casa celebra fiestas en las que se bebe Johnnie Walker y se viste ropa de marcas occidentales, en Cataluña todo el mundo está asimilado en el espacio público al sistema nacionalista, pero en casa la gente devora Dolça Catalunya buscando mantener viva la moral, ganar argumentos para soltar en el trabajo al día siguiente o simplemente no sentirse sola.
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9-N de 2014: El independentismo comprueba que llegará tan lejos como quiera. Nace Societat Civil Catalana

			El año 2013 terminará con la concreción por parte del independentismo de la fecha y pregunta para el referéndum de autodeterminación. Artur Mas anunció una pregunta enrevesada con doble respuesta: 

			 

			¿Quiere que Cataluña sea un Estado?

			 

			Sí/No

			 

			Y en caso afirmativo: ¿Quiere que sea independiente?

			 

			Sí/No

			 

			La respuesta de los dos grandes partidos nacionales de aquel momento, aún no existía Podemos ni Cs tenía implantación nacional, es parecida a la actual. Rajoy garantiza que la consulta no se hará y que no negociará la celebración del referéndum. Por su parte, el secretario general del PSOE, Alfredo Pérez Rubalcaba, también dio por hecho que no habría votación.

			El gobierno sólo hace política retórica pero no toma medida efectiva alguna. El mismo día de aquella convocatoria, el Fondo de Liquidez Autonómica, creado para ayudar a las comunidades autónomas a solventar sus problemas de tesorería y falta de liquidez derivados del incremento de gasto social y la caída de ingresos debido a la crisis que estaba atravesando España, adjudicó 873 millones a Cataluña, que en el global ha sido, con diferencia, la comunidad más favorecida por dicho fondo.

			La sociedad catalana responde al anuncio de fecha y pregunta para el referéndum entre la algarabía de la mayoría y la equidistancia de los menos. El presidente de Fomento del Trabajo, Joaquín Gay de Montellá, que por la naturaleza de la institución que preside —que precisa de seguridad jurídica para que sus asociados puedan crecer y crear empleo—, lejos de afear la conducta a Mas por la inestabilidad que crea su decisión de convocar un referéndum no pactado, en especial en medio de una crisis económica brutal, pide a ambas partes diálogo y negociación. Sólo el dar rango de parte a la Generalitat, equiparable al gobierno de España, es una victoria para el independentismo, y más si dicho reconocimiento como interlocutor válido se lo otorga la patronal más antigua de Europa.

			Inmediatamente a continuación del anuncio de fecha y pregunta para el referéndum, CDC anuncia que hará campaña por el sí, y Unió matiza que ellos sólo apoyan la celebración del referéndum si es legal. Las diferencias entre ambos no dejarían de crecer hasta su ruptura un año y medio después. Unió sufriría un proceso de división que daría paso a una facción independentista, Demòcrates, que iría cambiando de socio elección tras elección, y otra no independentista, Units Per Avançar, que se asoció al PSC. 

			Sea para atender la demanda de Unió de legalidad del referéndum, sea para cubrir el expediente, dado que todos los partidos son conscientes de que en el Congreso no hay una mayoría que dé apoyo a la ruptura de la soberanía nacional, el 9 de abril de 2014 los diputados Marta Rovira (ERC), Jordi Turull (CDC) y Joan Herrera (ICV) participan en una sesión plenaria del Congreso en nombre del Parlament para solicitar que se autorice la celebración de un referéndum de autodeterminación. 

			De esa sesión en el Congreso ha pasado a la historia el muy deficiente uso del español del que hace gala la diputada republicana Marta Rovira, y que pone de manifiesto que la inmersión lingüística es un mal asunto, en especial para todos los catalanes que tienen al catalán por lengua materna y viven en zonas de gran dominio social de la lengua catalana. En catañol desde la tribuna del Congreso, Rovira presentará muchos de los argumentos basados en falsos agravios históricos y en una crónica de represión por parte del Estado a Cataluña que serán un mantra independentista los tres años siguientes. 

			Las intervenciones de los políticos facultados por el Parlament son poco brillantes y menos épicas. Turull habla de un «camino sin retorno». Joan Herrera realiza una intervención mejor, con un uso más correcto del español. Por primera vez, en muchas casas de Cataluña descubren que, quizá, los catalanes no independentistas de izquierdas y de derechas tienen más en común de lo que parece. 

			Desde la tribuna de oradores, Rajoy no deja ninguna rendija que dé pie a una cesión frente al independentismo. El líder popular invita a los diputados del Parlament a que obtengan una mayoría parlamentaria para promover una reforma de la Constitución en la que quepa el referéndum que han venido a solicitar. Tras el debate, la propuesta de referéndum se somete a votación: 299 a 47. 

			Unas semanas más tarde, nace en Barcelona Societat Civil Catalana. Fue el 23 de abril de 2014, en un acto en el Teatre Victòria de Barcelona que bajo el lema «Junts i Millor» reunió a una multitud. 

			En sus inicios, la entidad apenas llegaba a los 80 socios, personas del ámbito político y empresarial. El manifiesto ponía el foco en una España para todos y afirmaba aspirar a que Cataluña se sitúe a la cabeza de una España moderna y europea. El manifiesto reivindica la historia de Cataluña, de sus tradiciones, la riqueza de su lengua y su cultura, todo ello para orquestar un modelo de convivencia plural, sin exclusión. «Los catalanes —afirma el manifiesto— hemos progresado junto al resto de los españoles gracias a la unión de esfuerzos, el diálogo, la democracia y el respeto a la pluralidad.» 

			En adelante, el protagonismo de Societat Civil Catalana en las manifestaciones por la unidad de España será crucial para aglutinar a un gran número de personas que hasta entonces no se sentían amparadas. El líder de Societat Civil Catalana, Josep Ramon Bosch, ha sido una persona fundamental en el despertar de la Cataluña no nacionalista. Hiperactivo, «catalán de socarrel», perseguido, denunciado, vilipendiado por el independentismo que lo ha señalado como objetivo para batir. Él no sólo impulsó la organización y la dotó de cuerpo doctrinal, sino que ha impulsado y favorecido el nacimiento de muchísimas otras asociaciones sectoriales en el ámbito académico y profesional que tienen por objetivo crear un contrarrelato y denunciar la impúdica ocupación social llevada a cabo por el nacionalismo. Sin duda alguna, Bosch es el principal artífice de que a día de hoy Cataluña no sea una República bolivariana, no sólo por su activismo social en Cataluña, sino también por su pedagogía en Madrid y otros lugares de España explicando la realidad de lo que estaba pasando en Cataluña y la verdadera naturaleza del independentismo. 

			SCC nace en un momento difícil por la proximidad del referéndum escocés, que se celebrará el 18 de septiembre de ese mismo año. Aunque la historia, las leyes y la realidad de Cataluña y Escocia no tienen comparación alguna, el acuerdo entre Cameron y Salmon es un balón de oxígeno para el independentismo catalán y un argumento difícilmente rebatible. En Edimburgo no comparten el entusiasmo independentista catalán, pero eso importa poco. Los meses previos al referéndum son utilizados por la Generalitat para presentar al Reino Unido como un campeón de la democracia en comparación a la España casi franquista. Poco importa que Escocia tenga unas competencias infinitamente menores en comparación con Cataluña, de nada vale recordar las veces que Londres ha suspendido la autonomía de Irlanda del Norte o todos los territorios que en forma de colonia el Reino Unido mantiene en los cinco continentes. 

			La campaña escocesa parecía condenada al éxito del SNP, el partido nacionalista escocés, hasta que la tarde antes de la votación llegó Gordon Brown y dio un discurso emotivo en directo por la BBC desde Glasgow. 

			Brown, durante muchos años vecino de Blair en el 11 de Downing Street, como canciller del Exchequer o ministro de Hacienda, es un escocés sin magnetismo personal pero que se implicó a fondo en la campaña por el no. La campaña tiene grandes diferencias con Cataluña. No hay dos idiomas, nadie cuestiona el inglés, ambos reivindican la bandera escocesa, mientras que en Cataluña el independentismo ha abandonado la señera por la estelada. Pero hay también grandes similitudes, al igual que en Cataluña, el partido conservador, o el PP, gobernante, tiene poco peso político y, por lo tanto, Brown, laborista, exprimer ministro derrotado por Cameron, al que en consecuencia debe tener pocas ganas de ayudar, es la última esperanza de los partidarios del no. The Daily Telegraph considera que el 17 de septiembre, en el Reino Unido no hay jornada de reflexión, Brown dio el discurso de su vida y contribuyó a salvar la Unión. 

			El resultado del referéndum fue un alivio para los no independentistas y frustrante para los separatistas, que en todo caso no desfallecieron lo más mínimo dado que diez días más tarde firmaron, con toda solemnidad, el decreto de convocatoria del referéndum del 9-N. 

			El decreto y su puesta en escena es un intento de engaño masivo, ya que al hacerlo en un marco institucional y solemne como es el palau de la Generalitat, se viste de legalidad. El independentismo sopla y sorbe a la vez dado que afirma querer una reforma constitucional que permita celebrar un referéndum pero, a la vez, pone fecha a la consulta ilegal. Poco importa que el Consejo de Estado dictamine que la convocatoria es un referéndum encubierto, y que en ello coincida incluso Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, que en el pasado reciente ha avalado en cambio muchas de las tesis descentralizadoras mantenidas por el nacionalismo. 

			El papel de los empresarios

			Datos del Centre d’Estudis d’Opinió recogidos por El País indican que sólo el 32 por ciento de los catalanes con ingresos inferiores a 900 euros al mes quieren la independencia y, en cambio, entre los que ganan más de 4.000 eurazos mensuales el deseo de independencia es del 54 por ciento. La lectura detallada de la encuesta nos muestra que entre parados, jubilados y personas de renta baja o media-baja el no es mayoritario, y que el independentismo triunfa entre los funcionarios, personas con estudios universitarios y personas de renta alta. 

			Es la revolución al revés, los pobres están con el sistema y los que lo tienen todo que perder lo quieren romper todo. Es una actitud parecida a la de Peter Ustinov en el papel de Nerón mientras la ciudad eterna arde en Quo Vadis?

			La posición de las clases dirigentes catalanas a favor de la independencia desmiente muchos tópicos sociales. El primero es la confrontación entre funcionarios y empresarios. En este caso van de la mano. Los funcionarios son una casta cada vez más numerosa, muy bien remunerada a costa del sacrificio del resto de los trabajadores del sector privado y con una disposición de tiempo libre, que es el bien más escaso de nuestro tiempo, absolutamente envidiable. Los empresarios, en la actualidad, no siempre disponen de los medios económicos de los funcionarios ni, mucho menos, de su tiempo, pero comparten estatus en la parte alta del escalafón social. 

			Otro mantra que cae es el de que el dinero es cobarde, si fuera así, no apoyarían a la independencia una gran masa de pequeños empresarios agrupados esencialmente en Pimec y Cecot pero también en otras muchas organizaciones. En todo caso, el capital ha pasado de ser miedoso a inconsciente. 

			CiU siempre basó su fuerza electoral en los pequeños empresarios, comerciantes, autónomos y profesionales liberales que, por cierto, han sido la base del desarrollo en Cataluña, así que no parece descabellado que hayan sido estas mismas bases sociales las que hayan acompañado a CiU hacia el precipicio independentista. Durante años, las ciudades metropolitanas de Barcelona fueron un agujero negro para el nacionalismo, y en gran medida lo siguen siendo.

			Si bien las grandes empresas no han mostrado el entusiasmo de las pymes en el procés, son responsables de dejar hacer. Cuando quisieron alzar la voz, ya era demasiado tarde. A las puertas de la celebración del referéndum del 9-N, las organizaciones empresariales seguían moviéndose entre el apoyo o la petición de diálogo repartiendo culpas a partes iguales. La falta de una voz clara del mundo empresarial catalán que advirtiera de los efectos económicos del proceso separatista dio pie, cinco días antes del referéndum, al nacimiento de Empresaris de Catalunya. 

			El primer presidente de esta organización fue Mariano Ganduxer, y a su fallecimiento fue sustituido por Josep Bou, que por su omnipresencia en todos los medios de comunicación a los que era invitado se convirtió en la personificación constatable de que no todos los catalanes son independentistas. La organización ocupó un espacio que hasta ese momento había estado en manos de organizaciones empresariales con sede en Madrid, como el Círculo de Empresarios, y supuso junto a Societat Civil Catalana el gran altavoz del constitucionalismo tanto en Cataluña como en el resto del país. Junto a Bou, un reducido pero eficaz equipo organizó actos tanto por toda Cataluña como en Europa, donde el vicepresidente Carlos Rivadulla se entrevistó en pocas semanas con decenas de corresponsales extranjeros. 

			Ni las grandes patronales ni las cámaras de comercio quisieron jamás avalar a Empresaris de Catalunya, que se convirtió en una organización incómoda para el poder acomodaticio con el independentismo. La organización se llenó de pequeños empresarios, ejecutivos y profesionales, pero ninguna gran empresa manifestó en público su adhesión a Empresaris de Catalunya. El miedo al boicot era y es demasiado grande. 

			Los primeros tiempos de Empresaris de Catalunya fueron de confrontación con el Cercle Català de Negocis (CCN), la organización empresarial de la ANC. En poco tiempo quedó de manifiesto que Empresaris tenía mayor capacidad argumental a su favor, dado que por mucho que los economistas de cabecera del independentismo se esforzaran en intentar justificarlo, no había manera de sostener con datos que la independencia sería beneficiosa en términos de crecimiento del PIB o de empleo. 

			El 11 de noviembre de 2014, 48 horas después de la celebración del referéndum, Credit Suisse publicó un informe que predecía una caída del 20 por ciento del PIB en caso de independencia y una caída de la renta per cápita por debajo de la media nacional; la salida del euro y de la Unión Europea; un incremento del déficit, de la deuda y la salida del BEI, o el pago de aranceles y otro conjunto de desgracias. Dado que las grandes organizaciones empresariales no exponían de forma clara qué podía suceder en caso de secesión unilateral, Empresaris ocupó un espacio fundamental. 

			El 9 de noviembre puede considerarse un éxito del independentismo sólo por el hecho en sí de que el referéndum, por ilegal que fuera, se llegase a celebrar. En la memoria colectiva se ha fijado la idea de que Rajoy consideró que lo mejor era no hacer nada para evitar soliviantar los ánimos, pero si ése fue verdaderamente su ánimo, el resultado fue un envalentonamiento del separatismo, que empezó a creer que nada le pararía, y un debilitamiento de su propio partido en Cataluña así como una humillación a los catalanes que no participaron de la consulta ilegal. 

			La consulta, realizada sin censo ni ningún tipo de garantías, ni con vocación alguna de neutralidad, como siempre, tuvo apariencia de jornada electoral convencional, con lectura de resultados, valoraciones de los partidos y observadores internacionales, entre los que había los sospechosos habituales: el Sinn Féin, heredero del IRA irlandés, los nacionalistas de Gales, representantes de la proetarra Bildu, etc. 

			Rajoy se apresuró a afirmar que la consulta no tenía efecto alguno, y aunque efectivamente no permitía declarar la independencia, sí tuvo consecuencias políticas y legales. Desde esa misma noche, el independentismo se empezó a retroalimentar autoexigiéndose plazos concretos y una hoja de ruta clara hacia la independencia.

			Como consecuencia, Mas, la vicepresidenta Joana Ortega y la consejera de educación Irene Rigau fueron condenados por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. La participación, según datos no contrastados por nadie, de 2,2 millones de personas se convirtió en otro hit de la comunicación independentista, y aportó moral con la que llegar hasta el 1 de octubre de tres años después. 
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El món ens mira

			A mediados de noviembre del 2014, el Parlamento Europeo anunció que galardonaba con el Premio Ciudadano Europeo 2014 a Societat Civil Catalana (SCC) por «promover valores tan importantes como la concordia, la convivencia, el respeto, la tolerancia, la libertad de expresión y el diálogo». La candidatura al premio fue presentada por el eurodiputado popular Santiago Fisas y defendida por el exministro socialista Ramón Jáuregui y Maite Pagazaurtundúa, entre otros muchos. El jurado estaba presidido por la vicepresidenta del Parlamento Europeo, Sylvie Guillaume (S&D); los vicepresidentes Ildiko Gall-Pelcz (PPE), Olli Rehn (ALDE) y Dimitrios Papadimoulis (GUE); así como por el expresidente del Parlamento Enrique Barón Crespo (S&D). El premio, que fue entregado al presidente de la asociación el 25 de febrero de 2015 en un acto solemne en el Parlamento Europeo, levantó ampollas entre los independentistas dado que para ellos ganar la batalla internacional, y en especial en las instituciones europeas, era fundamental. Durante los días previos al referéndum del 9-N, diversas encuestas públicas ponían de manifiesto que si bien el independentismo había crecido mucho entre la sociedad catalana, retrocedía entre 10 y 12 puntos cuando se preguntaba si se seguía defendiendo la independencia en caso de que Cataluña quedara fuera de la Unión Europea. 

			El Premio Ciudadano Europeo se entrega todos los años desde 2008 a las «actividades o acciones de ciudadanos, grupos, asociaciones u organizaciones que han mostrado un compromiso excepcional fomentando la mejor comprensión mutua y la mayor integración entre ciudadanos de los Estados miembros o promoviendo la cooperación transfronteriza o transnacional dentro de la Unión Europea», incluyendo «actividades o acciones de ciudadanos comprometidos con la cooperación cultural transfronteriza o transnacional a largo plazo que contribuyan a fortalecer el espíritu europeo», y también se recompensan las «actividades cotidianas que expresan de forma concreta los valores consagrados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea».

			Desde aquel momento, la ofensiva de nacionalistas y separatistas contra Societat Civil Catalana alcanzó cotas inimaginables dado que la estrategia inicial del independentismo con relación a esta organización y otras de corte antiseparatista había sido la ignorancia y la ocultación para mantener viva la idea de que Cataluña entera quería un referéndum o, lo que para ellos es prácticamente lo mismo, la separación. 

			La derrota del independentismo, una de las pocas que en el ámbito social e internacional ha padecido, fue especialmente dolorosa para ellos dado que una de las candidaturas que competía por el galardón con Societat Civil Catalana era la Assemblea Nacional Catalana (ANC). 

			Cuando se hizo público el fallo del jurado, los eurodiputados de partidos separatistas enviaron una primera carta a la vicepresidenta del Parlamento Europeo, Sylvie Guillaume, en la que criticaban la decisión de la institución de conceder este importante galardón a Societat Civil, bajo la acusación de tener «vínculos con la extrema derecha española» y de promover «ideas xenófobas y extremistas».

			El Parlamento Europeo hizo caso omiso a las insidias lanzadas, y Societat Civil recogió el premio Ciudadano Europeo en Bruselas. Sin embargo, la campaña separatista no terminó allí. Días antes de la entrega del premio, los eurodiputados Ramon Tremosa (Convergència Democràtica), Ernest Maragall y Josep Maria Terricabras (ERC), Francesc Garbús (Unió Democràtica) y Ernest Urtasun (ICV) enviaron una segunda carta de queja a la Cancillería del Premio Ciudadano Europeo. La respuesta de la vicepresidenta del Parlamento Europeo fue igual de contundente que la primera. Guillaume aseguró que el galardonado había pasado dos jurados, uno español y otro comunitario, y que todas las acusaciones incluidas en esas cartas habían sido «rebatidas».

			Pero nada detenía las presiones nacionalistas, puesto que entendían que la «internacionalización del procés» vería frenada su propaganda al premiar el Parlamento a SCC e ignorar a la candidata separatista, la ANC. El fracaso de las dos primeras cartas motivó que el 17 de marzo, casi un mes después de recogido el premio, el Parlamento catalán aprobara una iniciativa de ICV en la que elevaba una queja al Parlamento Europeo por la concesión del citado premio.
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El 27-S de 2015, primer match ball del independentismo. Nace Grup de Periodistes Pi i Margall

			El 12 de junio de 2015, el Tribunal Constitucional declara ilegal la convocatoria del 9-N. A lo largo del procés, las resoluciones de diversos tribunales, no sólo del Tribunal Constitucional, sobre lo que estaba haciendo el gobierno catalán son constantes, reiterativas y no permiten alegar desconocimiento de la responsabilidad de los dirigentes políticos impulsores de la separación unilateral. 

			Hasta que no llegaron las encarcelaciones preventivas, fruto del riesgo de fuga y de la predisposición manifestada a la reiteración del presunto delito, los políticos independentistas hacían gala de menospreciar a la justicia, y el desafío a la ley se convirtió en un argumento político y electoral. Al conocer la decisión del Tribunal Constitucional sobre la jornada del 9-N, Junqueras manifestó: «Ningún tribunal podrá dictaminar que la voluntad de un pueblo es inconstitucional». La frase del líder republicano tiene muchas razones para la inquietud: sólo se considera pueblo a aquella parte de la población que comparte sus objetivos políticos, la decisión de una parte de la población no cuantificada prevalece por encima de lo que considere un tribunal en aplicación de la legislación vigente, no hay contrapoder alguno que pueda frenar la arbitrariedad. 

			En octubre de 2014, en uno de sus programas, Jordi Évole, maestro en popularizar y hacer comprensible la política, invitó a Junqueras a convivir unos días con una familia en Andalucía para poder observar quién influía más en quién y a qué disensos y consensos llegaban. El programa, sobre todo mediante la comunicación no verbal, puso de manifiesto la incomodidad de Junqueras, pero sirvió para hacer patente que quizá Junqueras tenga más en común con un pretérito Alfonso Guerra de lo que ambos puedan imaginar cuando el entonces todopoderoso vicepresidente de gobierno de González dijo aquello de que «Montesquieu había muerto». Alfonso Guerra dijo esta infeliz frase en 1985, y desde entonces ha evolucionado, positivamente, con relación a su visión de la separación de poderes. Junqueras, en cambio, sigue inamovible en sus postulados, así que hoy no tienen nada en común. Guerra, que fue un verdadero acicate para el socialismo catalán en el cinturón de Barcelona, sería hoy un azote para el independentismo y, sin duda, hubiera sido un freno a la caída del PSC en el entorno de la Ciudad Condal y un obstáculo para el crecimiento de Cs.

			Cinco días después de la resolución del Tribunal Constitucional se produjo la ruptura de Convergència i Unió. La coalición había sido una alianza sólida desde las elecciones de 1984 y había permitido a CiU ser lo que Pujol llamaba «pal de paller» o lo que es lo mismo, la centralidad de la política catalana. CiU ejemplificaba a la perfección que en la política catalana el eje nacional pesa mucho más que el eje ideológico, dado que dentro de CiU había desde liberales, como Trías Fargas, hasta socialdemócratas, como Campuzano, así como catalanistas moderados, como Fernández Teixidó, procedente del CDS, hasta independentistas, como Quico Homs. CDC había sido siempre la pieza clave de la coalición, pero Unió tenía algunos aspectos interesantes: el fundamental, su adscripción a la Internacional Democristiana y al Partido Popular Europeo, lo que había permitido a CiU tener las puertas abiertas de muchas cancillerías en Europa. 

			El avance del procés generaba tensiones en todos los partidos y la coalición no estuvo exenta de estas crisis, como tampoco escaparon de los problemas los dos partidos que conformaban la coalición hasta entonces más estable del panorama político español. 

			CDC había tomado la decisión de liderar el procés hacia la independencia, no quería quedar atrás de ERC ni ceder espacio a la CUP, creían que la sociedad catalana estaba preparada para el gran salto y que la nueva centralidad era el soberanismo. Contaban con el poder, medios de comunicación públicos y privados, decenas de organizaciones preparadas para el asentimiento acrítico y nada les podía detener. Dado que dentro del partido nadie mostraba oposición a la nueva línea política, las dudas de Unió se convirtieron en un lastre en su estrategia. Josep Rull afirmó sin ambages que «la independencia sería un punto programático innegociable para CDC en las elecciones». Los pocos discrepantes acabaron saliendo de CDC, y junto a otros cuadros de UDC crearon Lliures, un partido de corte liberal catalanista. 

			Unió, por su parte, se debatía en un mar de dudas. El partido no tenía una postura uniforme, parte de su militancia era abiertamente soberanista, como Antoni Castellà; otros, en cambio, no, como Josep Sánchez Llibre. Además, desde 1980 UDC no había concurrido en solitario a unas elecciones y su dependencia orgánica de CDC era muy grande. Por esos días, la equidistancia no cotizaba al alza y la indefinición era la muerte política. 

			El 14 de junio se celebró una votación entre los militantes democristianos en la que por un ajustadísimo margen de 125 votos se acordó avalar la política de Duran i Lleida de defensa de un referéndum pactado con una propuesta pseudoconfederal, y los consellers de Unió abandonaron el gobierno catalán. 

			Un mes más tarde, Castellà, acompañado de Núria de Gispert, expresidenta del Parlament, y de Joan Rigol crearán Demòcrates, la escisión independentista de UDC, que en el futuro vagará por la galaxia independentista pactando con unos y con otros para mantener a sus líderes dentro del sistema público retributivo.

			Liberados de UDC, los líderes de CDC, preocupados por que ERC consumase el sorpasso electoral tantas veces anunciado por las encuestas y nunca consumado a la hora de la verdad, empezaron una ofensiva, con la aquiescencia de las organizaciones cívicas separatistas ANC y Òmnium, para que los dos partidos concurran juntos a las elecciones del 27 de septiembre. ERC se resistía, pero temía quedar a los ojos del electorado independentista como responsable de no haber facilitado la unidad y, a regañadientes, cedió. El 14 de julio nació Junts pel Sí. 

			El lema de la nueva plataforma, «El vot de la teva vida», no ofrece equívocos, es un ahora o nunca. Las elecciones se presentaron como un plebiscito. Si obtenían la mayoría absoluta, a la que aspiraban, sería la constatación de que el pueblo catalán quiere la independencia. Para el independentismo, el 27 de septiembre es el 9-N que no pudieron celebrar por ilegal. Y será también, a la postre, el fin político de Artur Mas. 

			El 11 de septiembre de 2015 se organizó otra megamanifestación independentista, en este caso ocupa la Meridiana de Barcelona. Fernando Ónega, el mejor analista de la sociedad y la política de nuestro país, escribió en La Vanguardia que «la intención de voto de Junts pel Sí no se corresponde con su dominio del discurso». Efectivamente, cualquier desinformado de cualquier lugar del mundo que vea las imágenes de esa manifestación monstruo llegará a la convicción de que la práctica unanimidad de la sociedad catalana es independentista. Esas imágenes en televisión son sobrecogedoras y sirven, también, para que cualquier ciudadano catalán no independentista que en algún momento haya tenido la tentación de alzar su voz contra el procés desista de hacerlo. 

			Las elecciones del 27 de septiembre de 2015 fueron una especie de cara o cruz. Si Junts pel Sí obtiene, como parece, mayoría absoluta, el Estado estará en una posición difícil, y son millones los catalanes que se ven entre la espada y la pared y viven esa jornada electoral con gran inquietud y con conciencia de que su voto es realmente trascendente. 

			Dadas las malas relaciones entre convergentes y republicanos y los recelos, más de índole personal que ideológicos, entre ellos, la confección de la lista electoral de Junts pel Sí no había sido cosa fácil. Al final, la fórmula que encontraron era extravagante, ni Mas ni Junqueras encabezaban la lista, sino que lo hacía un excomunista, Raül Romeva, además nacido en Madrid, que era el cabeza de lista pero no el candidato a presidente de la Generalitat, privilegio que seguía ostentado Artur Mas aunque ocupaba el cuarto lugar de la lista, por delante de Junqueras y por detrás de las líderes de la ANC y Òmnium, Carme Forcadell y Muriel Casals. 

			Esta sensación de todo o nada llevó a una participación récord, un 77 por ciento, 10 puntos más que en las elecciones de 2012 y casi 20 que en las de 2010. Junts pel Sí no obtuvo mayoría, para gobernar necesitará a la imprevisible e incómoda CUP. Puigdemont no lo sabía, pero su vida estaba a punto de cambiar y, con la suya, la de millones de catalanes entrará involuntariamente en una ruleta rusa. Cs rompió el tablero y alcanzó 27 escaños, los partidos tradicionalmente representativos del bipartidismo en el ámbito nacional han sido relegados. 

			Junts pel Sí ha convocado a una gran noche electoral que imaginan como una declaración de facto de la independencia, en la explanada que hay delante del Born, actualmente asimilable a un Valle de los Caídos independentista, incluida una bandera gigantesca en la entrada con un mástil de 17,14 metros de altitud. Los datos que van llegando les congelan la sonrisa, las declaraciones de victoria son forzosas y el desánimo cunde entre los asistentes a la celebración. En su fuero interno, Junqueras se reafirma en que al forzarle a la coalición le robaron la cartera. En un momento de flaqueza y debilidad, el candidato de la CUP, Antonio Baños, admite que no se ha ganado el plebiscito. Luego se arrepentirá dado que esa declaración, quizá lo único políticamente honesto que ha dicho en su vida, le perseguirá vaya donde vaya. 

			En los millones de hogares no independentistas de Cataluña, el resultado fue recibido con un suspiro de alivio. Los rostros desanimados de los líderes independentistas convencen a todo el mundo de que al independentismo no le ha ido bien. 

			El resultado de Cs —que presentó por primera vez a Inés Arrimadas, que al principio suscitó dudas, pero se reveló como una candidata magnífica— fue una señal de que la sociedad catalana tenía mayores resortes de resistencia de los que el independentismo había calculado. 

			A la CUP el bajón le duró poco, y empezó la negociación con Junts pel Sí para formar gobierno. Para ir abriendo boca, exigen que el Parlament declare formalmente la ruptura con el Estado español, a lo que los líderes de Junts pel Sí acceden sin mayor inconveniente y para lo que convocan un solemne pleno del Parlament para el 10 de noviembre. 

			El abuso de la solemnidad de los días históricos ha sido uno de los pocos errores del independentismo en la gestión del relato y la comunicación, dado que ha pasado del momentum de gran interés al papanatismo y la intrascendencia. 

			El texto aprobado por el Parlament es de ruptura con el Estado, y desde Junts pel Sí entienden, equivocadamente, que a cambio la CUP dará su apoyo a Mas como president. Este acuerdo es el inicio formal de la fase final del procés, dado que el acuerdo se basa en el inicio formal de los trámites para la creación de un Estado catalán en forma de República. El acuerdo renueva la decisión ya tomada con anterioridad de redactar las leyes de desconexión que verán la luz veintidós meses más tarde. 

			Junto al abuso de la impostura en la solemnidad, la poca épica de la escenografía de las decisiones que se toman a partir de este momento acompañarán esta fase decisiva del procés. Los psicoanalistas podrían escribir un tratado sobre las verdaderas razones de esta falta de épica, de la que La Vanguardia habla en su edición del 11 de noviembre de 2015. ¿Recelos entre líderes? ¿Dudas sobre los efectos personales de tomar decisiones fuera de la ley? ¿De todo un poco?

			La declaración del Parlament fue anulada por el Tribunal Constitucional tres semanas más tarde, el 2 de diciembre de 2015. Es una resolución sin matices. El procés entra en un guionaje cada vez más complejo. Rizando el rizo, la CUP convoca una asamblea el 27 de diciembre en la que tiene que determinar si apoya la investidura de Mas o no. Desafiando todas las leyes de la estadística y la probabilidad, la asamblea se salda con un empate a 1.515 votos. A la falta de épica empieza a sumarse un cierto bochorno. 

			Cuando todo empieza a ser anormal, argumentar lo obvio no siempre es fácil. En 2010 se había fundado el Grup de Periodistes Ramon Barnils, que afirma trabajar por la difusión y defensa de un periodismo riguroso y un espacio comunicativo propio que una la cultura y la lengua catalanas. En realidad, es una asociación que agrupa a todos los periodistas especialmente comprometidos con el camino hacia la independencia.

			El Grup de Periodistes Pi i Margall nace en enero de 2016. No hubo un momento fundacional preciso, simplemente fue surgiendo poco a poco impulsado por periodistas y tertulianos que vieron la necesidad de organizarse para afrontar el fenómeno de la colonización por el nacionalismo de las redacciones en todos sus niveles.

			La motivación de este grupo de informadores fue la necesidad de denunciar situaciones injustas dentro de la profesión periodística en Cataluña, como la obligatoriedad de identificarse con los postulados nacionalistas para encontrar trabajo o el abuso de la influencia política en los medios de comunicación. La asociación fue acogida por la Federación de Asociaciones de Periodistas y ha presentado infinidad de denuncias al Consell Audiovisual de Catalunya (CAC) por la manipulación informativa de TV3 y Catalunya Ràdio, todas ellas han caído en saco roto dado que el CAC está también controlado por el independentismo.

			Sergio Fidalgo, director de El Catalán, fue elegido presidente, y formaron parte de la primera hornada de socios el periodista deportivo Tomás Guasch, Toni Bolaño, que había sido director de comunicación de José Montilla, Antonio Gómez-Reino, por aquel entonces vinculado a la Universitat Internacional de Catalunya, los hermanos Tercero, el politólogo y periodista Nacho Martín Blanco, etc.

			El trabajo de Pi i Margall no quedó en denuncias en el CAC. El exdiputado del PP en el Parlamento catalán y miembro de Societat Civil Catalana, Sergio Santamaría, presentó un documento a la comisión de peticiones del Parlamento Europeo en el que exponía que la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en su artículo 11.1, establece que «los Estados miembros deben respetar la libertad de opinión y la libertad de recibir o comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades públicas», y en un extenso trabajo acreditó que los medios de comunicación públicos que dependen de la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales (CCMA) no son ni plurales ni neutrales. Santamaría basó su escrito en muchas de las denuncias de la asociación de periodistas Pi i Margall. El objetivo del documento presentado en el Parlamento Europeo era solicitar a las autoridades de la Unión que intervengan para frenar el uso sectario de un grupo de comunicación público.

			El político y abogado empezaba su enumeración de las vulneraciones a la pluralidad informativa recordando que la Junta Electoral Central había sancionado a TV3 y a Catalunya Ràdio por su falta de neutralidad en las elecciones autonómicas del 21 de diciembre de 2017. A continuación hacía un exhaustivo relato de las irregularidades cometidas para controlar los medios de comunicación públicos en Cataluña para que estén al servicio del independentismo. 

			Sergio Santamaría denunciaba, en primer lugar, el criterio ideológico en la elección de los directivos de la radio y la televisión públicas, lo que en sí mismo supone una discriminación a los profesionales que no son públicamente fieles al poder político. 

			 

			El 12 de marzo de 2017, el director de la televisión pública, TV3, dimite sorpresivamente cuando apenas lleva un año ejerciendo el cargo y 48 horas después de una sesión de control en la que el portavoz del grupo parlamentario que sustenta al gobierno de la Generalitat le recrimina la cobertura informativa del juicio del caso Palau (el caso de corrupción más importante acontecido en la Cataluña democrática y que afecta directamente al gobierno de la Generalitat) y la utilización de una noticia de un periódico nacional como fuente para ilustrar la noticia, en una muestra notoria de pérdida de confianza del gobierno en la dirección de la cadena, falta de libertad absoluta para dirigir y emitir contenidos, así como una clara dirección política y partidista de la cadena pública catalana por parte del gobierno de Cataluña. 

			Como consecuencia de esta dimisión, en marzo de 2017 se nombra al actual director de la televisión pública de Cataluña, provocando que los mismos trabajadores de esta televisión critiquen su designación por «inesperada y sin argumentos claros y profesionales», para añadir que dicha designación «mina la credibilidad del medio y, en consecuencia, de sus profesionales». En el mismo comunicado sentenciaban que la designación de Vicent Sanchis como director «no era una buena señal para la independencia profesional, la pluralidad y la apertura de la CCMA a toda la sociedad». 

			 

			En su escrito a la Eurocámara, Santamaría recuerda que:

			 

			El propio Parlamento catalán pidió la dimisión del nuevo director de TV3 por convertir a la televisión pública de Cataluña en un instrumento de propaganda del gobierno de Cataluña. En los últimos días hemos podido comprobar hasta qué punto se encuentra politizada la CCMA y responde a la voluntad política de los partidos del gobierno al difundirse que uno de los principales puntos para poder constituir gobierno en Cataluña pasa por el reparto partidista (entre Junts per Catalunya, ERC y el PDeCAT) de las direcciones de TV3 y Catalunya Ràdio. 

			Los trabajadores de TV3 han pedido reformar la ley de la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales para tener «un consejo de gobierno profesional despolitizado». En la misma línea, el Sindicato de Periodistas de Cataluña ha denunciado «el uso partidista de la Corporación».

			 

			A continuación, Sergio Santamaría relató a los eurodiputados una lista de insultos y ofensas a los catalanes no independentistas. Si este tipo de actos son siempre denunciables, si se llevan a cabo de forma impune en una cadena pública es doblemente denunciable. 

			 

			El 10 de abril de 2016 se produce en TV3 la quema en directo de un ejemplar de la Constitución española en el plató del programa «Els Matins» por parte de una de sus colaboradoras al hilo del dictado de una sentencia del Tribunal Constitucional. 

			Cabe destacar que, meses antes, otros colaboradores de la cadena habían realizado declaraciones, sin reproche alguno por parte de la cadena o de la dirección de sus respectivos programas, que resultan ofensivas, insultantes y denigrantes para la mayoría de la población catalana que no comparte el objetivo de la secesión independentista. A modo de ejemplo, el del programa «El Foraster», donde su presentador se refirió a los españoles como «una panda de mangantes sarnosos y cabrones de mierda».

			Otro claro ejemplo de esta toma de partido es la entrevista que se realizó a Carlos Sastre en el programa «Más 324», del canal 3/24, el 16 de diciembre de 2015, en que se produjo una manipulación del lenguaje, una tergiversación de unos hechos históricos (el asesinato del industrial don José María Bultó por parte de Carlos Sastre como miembro de la organización terrorista Terra Lliure) y el cuestionamiento del principio de veracidad que debe ser siempre un principio rector de un medio de comunicación y, en especial, de un medio público. En esta entrevista se presentó al asesino de Bultó como «una gran reserva del independentismo» y se informó a los espectadores diciendo que Sastre «ingresó en prisión a raíz de la muerte de Bultó», sin decir que ingresó en prisión después de asesinar a Bultó al explotar una bomba que Sastre le había adosado en el pecho. 

			 

			Entre los insultos que TV3 y Catalunya Ràdio dedican a los catalanes no independentistas, sin lugar a dudas uno de los que destaca por su hedor supremacista y clasista es la encuesta que coincidiendo con un 12 de octubre hizo Catalunya Ràdio en su página web, en la que preguntaba a su audiencia si se podía considerar «unos quillos» a los asistentes a la manifestación del 12 de octubre en la plaza Catalunya. 

			Uno de los problemas de exponer todo esto ante las autoridades europeas es que cuesta que le den crédito por inaudito. Santamaría prosigue en su escrito al comité de peticiones del Parlamento Europeo resaltando la vocación monotemática de la cadena pública:

			 

			TV3 ha emitido varios reportajes sobre la necesidad de que Cataluña sea independiente de España, entre otros, el «Adiós, España», el «Hola, Europa» o el «1-O», sin que haya emitido un solo reportaje que defienda la necesidad de que Cataluña permanezca en España. En este sentido, cabe destacar que el Grup de Periodistes Pi i Margall denunció ante el Consejo Audiovisual de Cataluña el reportaje emitido por TV3 sobre el referéndum del 1 de octubre ya que, en su opinión, este reportaje «no refleja la diversidad, no garantiza el pluralismo ni la imparcialidad». De hecho, la evidencia de estos hechos ha llevado al Consejo Audiovisual de Cataluña a «Instar a TV3 a que, en cumplimiento de las misiones de servicio público, y atendiendo al debate político existente en la sociedad catalana, resulta indispensable que los documentales de autor o de tesis que emita, en su conjunto, respondan a más de un punto de vista y ofrezcan los diferentes posicionamientos de la sociedad catalana».

			 

			Y luego entra en el análisis de la pluralidad de opiniones en la cadena pública, demostrando que hay una manifiesta y premeditada no sólo manipulación, sino denigración de las opiniones que no sean favorables a la secesión:

			 

			Otro ejemplo de la falta de pluralismo en TV3 se produce en las tertulias. Según un informe del Consejo Audiovisual de Cataluña hecho entre el 11 y el 30 de septiembre de 2017, la dirección de la CCMA priorizó a los tertulianos que defendían las tesis de los partidos en el gobierno a pesar de que un 50 por ciento de los catalanes no están de acuerdo con ellas. Así, por ejemplo, en TV3, un 38 por ciento de los tertulianos defendieron que el referéndum del 1 de octubre (declarado ilegal por el Tribunal Constitucional) fue un acto ilegal y/o ilegítimo frente al 61,4 por ciento de los tertulianos que defendieron que fue legal y/o legítimo. En el caso del canal de noticias (3/24), sólo un 28,6 por ciento de los tertulianos invitados por el canal consideraron que el referéndum fue un acto ilegal y/o ilegítimo frente al 71,5 por ciento que se manifestó a favor de éste por considerarlo un acto legal y/o legítimo. 

			 

			De especial interés es el apartado que se dedica a la manipulación de los niños por parte de TV3 y Catalunya Ràdio: 

			 

			También se utiliza —afirma el informe— la información dirigida a niños para manipularlos a favor de quienes defienden la independencia de Cataluña. El informativo «Info-K» (dirigido a niños y jóvenes) emitido por la CCMA el día 2 de octubre de 2017 explicó lo ocurrido en Cataluña hasta llegar al día 1 de octubre, pero desde el punto de vista de quienes defienden la independencia de Cataluña. Este informativo comenzó explicando que en 2006 se quiso cambiar el Estatuto de Autonomía de Cataluña, y que «costó mucho ponerse de acuerdo para encontrar un texto que gustara, más o menos, a todo el mundo pero, finalmente, se consiguió [No explicó que no todos los partidos votaron a favor de ese Estatuto]. Hasta que el grupo de jueces más importante de España decidió detenerlo. Cambiaron el texto y recortaron los poderes. Esta decisión enojó a muchos catalanes [...]». El informativo no explica que este «grupo de jueces» es quien tiene la potestad de señalar si un estatuto contiene artículos que son o no constitucionales y quien anuló los artículos que no encajaban dentro de la Constitución.

			Ni la presentadora ni la voz en off trasladan en ningún momento a los espectadores que el Tribunal Constitucional ha prohibido expresamente la celebración de este referéndum e insisten en que «hay dos maneras de verlo muy diferentes» y atribuye permanentemente al gobierno español la opinión de que este referéndum es ilegal, en una clara muestra de manipulación informativa. 

			Más adelante, el informativo señala que «Otra cosa que hizo el gobierno español fue detener a algunas personas que estaban relacionadas con el referéndum y entrar en algunos edificios importantes del gobierno de la Generalitat, para tenerlos controlados». Esta información no es veraz, ya que no fue el «gobierno español», sino una juez quien ordenó la detención de una serie de personas por la presunta comisión de un delito que está siendo investigado. El informativo traslada, en todo momento, la responsabilidad de las actuaciones policiales al gobierno de España, cosa que no es cierta.

			Vuelve a no ser veraz la información cuando asegura que «Tanto la policía catalana como la española tenían la orden del gobierno de entrar en los centros y coger el material del referéndum y quedárselo, pero la orden la siguieron de formas muy diferentes: los Mossos fueron a algunos lugares, pero no se enfrentaron con la gente. Algunos dicen que no hicieron bien su trabajo, pero mucha gente les está muy agradecida. En cambio, la policía española usó la fuerza para entrar en los centros de votación». El informativo vuelve a señalar al gobierno de España por dar la orden de entrar en los centros de votación, cuando la realidad es que fue una jueza del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña quien lo ordenó. La información no es neutral cuando dice que «algunos» afirman que los Mossos no hicieron bien su trabajo, pero «mucha gente» les está agradecida.

			La información traslada abiertamente la idea de que la «policía española agredió a las personas que intentaban impedir que entraran, en algunos casos con mucha violencia». En ningún momento el informativo califica de ilegal este referéndum.

			El informativo acaba «repasando el significado de una palabra que creemos que es muy importante [...]: la palabra democracia. [...] Quiere decir algo así como... el poder en manos de la gente. Una dictadura, por ejemplo, no es democrática, porque todo el poder está en manos de una sola persona, que hace lo que quiere, el dictador. Lo que tenemos en Cataluña es una democracia parlamentaria. [...] Así pues, en democracia, los ciudadanos tenemos el poder de elegir, de tomar decisiones [...]». Esta reflexión final traslada a la persona espectadora la idea de que el gobierno español (que durante todo el informativo es el responsable de que en Cataluña no se pueda votar y quien ha ordenado a los policías que actúen violentamente contra quienes querían votar) no es democrático.

			 

			El documento presentado en Bruselas supone un resumen preciso de cómo, en lo que a medios de comunicación se refiere, el Programa 2000 ha sido aplicado hasta sus últimas consecuencias. El apartado sobre la falta de vocación por ni tan siquiera demostrar neutralidad aparente alguna es de lo más elocuente:

			 

			De hecho, en las propias instalaciones de la televisión pública catalana se encuentran colgadas pancartas y carteles prorreferéndum, así como el símbolo amarillo que los separatistas utilizan para pedir la impunidad de los líderes políticos encausados por delitos de rebelión, prevaricación y malversación de caudales públicos. Dichos carteles se encuentran tanto en el exterior como en el interior de las instalaciones.

			 

			El documento analiza el trato que las organizaciones sociales antiseparatistas han recibido de los medios de comunicación públicos dependientes de la Generalitat en comparación a las organizaciones separatistas. Los datos no por sabidos dejan de ser escandalosos: «En el año 2016, TV3 realizó 0 entrevistas a miembros de Sociedad Civil Catalana (SCC), frente a las 13 entrevistas que realizó a miembros de la ANC y Òmnium. En este mismo período, se produjeron 3 intervenciones en los informativos de miembros de SCC frente a las 104 de miembros de la ANC y Òmnium. En Catalunya Ràdio, 

			y en ese mismo período, SCC fue entrevistada una vez y tuvo una intervención frente a las 38 entrevistas y 71 intervenciones de diferentes miembros de la ANC y Òmnium». Con estos datos sobre la mesa, no hay más que concluir que el sentimiento de españolidad en Cataluña es tan fuerte como en cualquier lugar de España, o quién sabe si quizá más, dado que el voto independentista no alcanza el 50 por ciento a pesar del contumaz esfuerzo de manipulación informativa realizado por el nacionalismo gobernante. 
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¿Impulso final o fuerza motriz? El Tribunal Constitucional como consuelo de la mayoría silenciosa

			El 10 de enero de 2016, la CUP se sale con la suya en su objetivo de enviar a Mas «a la papelera de la historia» y, contra pronóstico, Puigdemont es nombrado presidente. Su discurso de investidura no deja lugar a dudas, ve su cargo como temporal y afirma que no se presentará a la reelección dado que cree que en dieciocho meses se proclamará la república catalana. 

			La dependencia del apoyo parlamentario de la CUP no es el argumento que justifique el nuevo giro radical. En este caso, los independentistas ya no sienten la necesidad de esconderse detrás de nada ni de nadie, afirman hasta la saciedad que «tienen un mandato democrático». La CUP es el socio ideal en todo lo que tiene que ver con la independencia, otra cosa es que la agenda social de los cupaires es tan radical que como socios aritméticamente necesarios en el Parlament se convierten en una causa más de inestabilidad sobre la inestabilidad, que de por sí ya es tener como eje de gobierno la desmembración del Estado desde un organismo del Estado, como es la Generalitat. 

			Si se analiza con frialdad, la preocupación de Junts pel Sí por tener el apoyo parlamentario de la CUP no es comprensible dado que el independentismo siempre afirma que su mayoría parlamentaria es un pasaporte que da derecho a todo, incluida la independencia, indistintamente que las leyes no permitan adoptar los acuerdos que toman o no haya las mayorías que dichas decisiones requieren. 

			Dado que para el nacionalismo la Segunda República y la Guerra Civil son un justificativo constante del presunto agravio histórico, y hay una manipulación permanente de la historia para presentar esa guerra fratricida, al igual que la guerra de Sucesión en el siglo XVIII, como un conflicto entre Cataluña y el resto de España, podemos establecer que la actitud de la CUP en este período es muy parecida a la de la CNT en los años treinta del siglo pasado. 

			Por aquellos días, los anarquistas debatían si primero era la revolución o ganar la guerra, ahora, además de impulsar grupos paraviolentos como los CDR —que tienen por objetivo tomar el control de las calles para la consecución de su objetivo político: la proclamación de la independencia—, los cupaires se enfrentan entre sí entre los que creen que lo primero es la independencia y los que opinan que la consecución de esa independencia no justifica el acuerdo con una fuerza burguesa como es el mundo posconvergente.

			Este debate interno, muy propio de las fuerzas radicales de ultraizquierda y de tiempos pretéritos, llevó a la CUP a paralizar la actividad parlamentaria. Frustrado porque creía que la CUP se vería desbordada por su agenda ultrarradical y no tendría más remedio que darle apoyo en el proyecto de presupuestos, Puigdemont presentó en junio de 2016 una cuestión de confianza al Parlament. 

			Con ese movimiento, Puigdemont pretendía presionar a la CUP para que a su vez fuese presionada por sus bases, los medios de comunicación públicos y las organizaciones independentistas.

			El flamante presidente pensaba que la organización antitodo no soportaría la presión ni el clamor del mundo separatista, que la acusaba de ser responsable de que el procés hacia la separación encallara. Además, Puigdemont ganaba tiempo, dado que convocó para septiembre el pleno para debatir el voto a la cuestión de confianza. 

			Durante este tiempo, el 26 de julio entran en el Parlament las leyes de ruptura, uno de los acuerdos a los que el president había llegado con la CUP. Lamentablemente para el independentismo, el Tribunal Constitucional ya ha aprendido a responder con celeridad a los desvaríos del Consell Executiu y del Parlament, y tardó sólo 48 horas en informar a la Mesa del Parlament de que no puede llevar a cabo ninguna votación sobre el proceso constituyente. Pero, como es habitual, Mesa y Govern desoyeron la advertencia del alto tribunal y procedieron a la votación que el gobierno central recurrirá también al Tribunal Constitucional. 

			El 15 de febrero de 2017, el Constitucional anuló el plan aprobado por el Parlament para convocar a un referéndum y se abrió la vía penal contra cuatro miembros de la Mesa. El Tribunal Constitucional, que siempre que le es posible deja una vía abierta en sus resoluciones, rehuyó inhabilitar a la presidenta del Parlament, Carme Forcadell. En invierno de 2017, la actitud de los dirigentes independentistas frente a las resoluciones del Tribunal Constitucional —siempre chulesca y desafiante, fotografiándose con las resoluciones, despreciándolas, manifestando que la presunta voluntad del pueblo catalán, que sólo ellos encarnan casi por derecho natural, está por encima de la ley— es una posición política; pero luego, cuando sean enjuiciados y estén en prisión preventiva para evitar que sigan el camino de la fuga de Puigdemont y otros miembros del Govern, tendrá además de valor político importancia jurídica. 

			Otra de las muletillas del argumentario independentista durante el procés es que Rajoy no hizo política y lo fio todo a la judicialización. Efectivamente, a Rajoy puede achacársele la falta de estrategia política en Cataluña, no haber dado un apoyo decidido a los grupos sociales que se oponen al independentismo y que poco a poco van surgiendo en la sociedad catalana, pero es injusto hacerle responsable de la judicialización de la política catalana. Los responsables de esa judicialización son los independentistas. Todos los acuerdos a los que llega el gobierno de la Generalitat y que son sometidos a votación en el Parlament son una violación flagrante del Estatuto de Autonomía y de la Constitución, y si el gobierno de la nación no hubiera procedido a recurrir esos acuerdos o votaciones hubiera incurrido en dejación de funciones y en una grave irresponsabilidad. Además, Rajoy ha asumido que el intento de pacto entre su gobierno y el catalán en el referéndum del 9-N de 2014 fue un error del que salió mal parado, dado que fue engañado por Artur Mas, y recibió también fuertes críticas por tolerar una clara afrenta al Estado de derecho como fue ese pseudorreferéndum. 

			La manifestación del 11 de septiembre no es una más. Hay un giro, no menor, los organizadores ya no intentan atraer al público no independentista. Es un acto exclusivo para los independentistas al que, eso sí, Ada Colau insiste en acudir. A estas alturas, el independentismo ya no es eufemístico, ni dret a decidir, ni volem votar, independencia en vena. Además los organizadores asumen que su fuerza fundamental no está en Barcelona capital, sino en el territorio, así que descentralizan la concentración. Ya no buscan los grandes golpes de efecto de las megaconcentraciones, después de hacer una cadena humana de norte a sur de Cataluña o cruzar toda Barcelona, nada tendrá el mismo impacto. En el paseo Sant Joan de Barcelona se reúne menos gente, simplemente porque el espacio es menor, pero eso ya no importa, el independentismo ha dejado de buscar la mayoría social o convencer a nadie, ya sólo se dirige a sí mismo. 

			Pero la presencia de Colau no es para el independentismo algo para despreciar. Para ellos, el espacio político de la izquierda es necesario dado que es su única complicidad en el resto de España. Colau y el independentismo se miran de reojo, pero se necesitan mutuamente. La falsa equidistancia de Colau hará que su partido sufra las mismas crisis que en el pasado han experimentado el PSC o CiU, tanto en el ámbito autonómico como nacional, pero la alcaldesa siempre se mostrará más cómoda cerca del independentismo sin llegar a diluirse en él. 

			Por su parte, el independentismo rehúye atacar a Colau dado que su proximidad les permite mantener en pie otro de sus argumentos falaces: que el 80 por ciento de la sociedad catalana quiere resolver el «conflicto» votando. Precisamente, para dar satisfacción a Colau y no perder su acompañamiento, el 23 de diciembre de 2016 se constituyó el Pacto Nacional por el Referéndum, que es una reedición del otrora Pacte Nacional pel Dret a Decidir. Como el independentismo hace siempre con este tipo de organismo, puso al frente a un recién llegado a su orilla, en este caso a un exalcalde socialista, Joan Ignasi Elena. Son los coletazos de su doble discurso, por un lado, dar satisfacción a Colau defendiendo la idea de que quieren un referéndum de autodeterminación, pero, a la vez, afirmando, incluso en la misma comparecencia de prensa, que el camino a la independencia es irrenunciable. 
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La sentencia del 9-N catapulta al 1 de octubre elCatalán.es como ejemplo heroico y dramático

			El 14 de marzo de 2017, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña condena a Mas, Ortega y Rigau por la organización del referéndum del 9-N. Mediante la ANC, el independentismo llama a la gente a que esté lista para defender las instituciones y Puigdemont declara solemnemente que «el pueblo indultará a Mas». No deja de ser otra de las muchas paradojas que la sentencia la haya dictado un tribunal que en el Estatut de 2006 que aprobó el Parlament se proponía que fuera la última instancia judicial en Cataluña. 

			Todas la sesiones del juicio se convirtieron en una romería del Parlament al cercano palacio de justicia, y en un modo de presión inaceptable a la administración de justicia que con el paso de los meses irá cada vez a más. La más grande de las contradicciones del argumentario independentista es que brama por la presunta politización de la justicia en España y a la vez exige al gobierno español que imponga criterios políticos a los tribunales. 

			La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña será utilizada por el independentismo como palanca para presentar la convocatoria del nuevo referéndum como algo irremisible, algo parecido a una fatalidad inevitable para conseguir su objetivo. Al otro lado, todo parece fiarse a la peregrina idea de que en el último momento no se atreverán. Es un caso de manual de cómo el deseo se impone a la realidad porque el independentismo vive un momento en el que ya explica con toda claridad sus objetivos y los pasos que realizará para conseguirlos. 

			En mayo de 2017 nace elCatalán.es, fundado por Sergio Fidalgo, no es un proyecto del Grup de Periodistes Pi i Margall, pero sí, en cierto modo, el resultado de las inquietudes expresadas por los miembros de la asociación de periodistas no independentistas. El día de su presentación en la plaza Sant Jaume, Fidalgo explicó: «El detonante fue servir de altavoz a las informaciones que surgen en el entorno constitucionalista catalán». La idea de montar un medio independiente se debe a que «muchas de las iniciativas que surgían de este entorno eran ignoradas por los grandes medios de comunicación catalanes, que en muchos casos tienen una dependencia directa o indirecta de la Generalitat».

			El proyecto fue lanzado con un presupuesto muy modesto, 12.000 euros, la mayoría aportados por lectores que compran un libro editado para recaudar fondos, La Cataluña que queremos, en el que Tomás Guasch, Félix Ovejero, Teresa Freixes y muchos otros ofrecen su visión de cómo sería una Cataluña libre de nacionalismo.

			Fidalgo convirtió la puesta de largo del periódico en una declaración antinacionalista, considera al nacionalismo como una «ideología injusta que excluye a millones de personas simplemente por no compartir sus puntos de vista». Describe: «Me molesta el “España nos roba” cuando veo en las comunidades autónomas que realmente son menos ricas graves carencias en infraestructuras o servicios sociales, mientras el nacionalismo gobernante en Cataluña derrocha centenares de millones de euros en chiringuitos patrióticos».

			Ha explicado: «Me molesta que en los medios de comunicación públicos, como TV3 o Catalunya Ràdio, se haya ido creando en los últimos años un falso estereotipo de una España atrasada y semidictatorial frente a una teórica Cataluña avanzada y progresista que, por supuesto, es representada por la porción independentista de la sociedad catalana». 

			En una presentación en la que participaron diputados de diversos partidos y miembros de SCC, así como de otras organizaciones, manifestó: «Me asusta la escenografía nacionalista catalana, con sus paseos nocturnos con antorchas, sus manifestaciones multitudinarias todos uniformados con la misma camiseta, la unanimidad en la defensa de sus postulados básicos, como la inmersión lingüística o el pancatalanismo de los denominados “países catalanes”».

			elCatalán.es resume a la perfección el momento que vive el mundo no independentista catalán en la primavera de 2017, una parte de la sociedad está reaccionando, pero lo hace de forma casi clandestina, tímida, sin apoyo institucional ni político. En muchos aún persiste la sensación de que si no les molestamos, si les dejamos hacer, si realizamos concesiones, quizá en el último momento se lo pensarán dos veces y no declararán la independencia. Fidalgo y su proyecto muestran la valentía y la alarma de muchos, pero también la falta de estrategia global para hacer frente al separatismo. 
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El fatídico verano de 2017 y los Mossos

			A las puertas del verano, Puigdemont anunció la fecha de la consulta definitiva, el 1 de octubre, y la pregunta: 

			 

			Voleu que Catalunya sigui un estat independent en forma de republica?

			 

			En aquel momento, el president afirmó que se ofrece a ir al Congreso a defender la consulta. En un intento de calmar a los cada vez más numerosos independentistas que en voz baja, y siempre en privado, expresan sus dudas sobre el paso final de la declaración de la independencia y el advenimiento del nuevo Estado. Los líderes independentistas se conjuran para no tener disidencias y repiten hasta la saciedad que se pasará «de la ley a ley». Según ellos, todo está previsto y nada queda al azar. 

			El intento de evitar esas fugas no se consiguió al ciento por ciento dado que en julio, Jordi Jané, Jordi Baiget, Neus Munté y Meritxell Ruiz abandonarán el Govern. Serán sustituidos por Quim Forn y Clara Ponsatí, que a la postre tendrán un papel clave en los meses siguientes. La salida de Jané es la más relevante políticamente hablando ya que es el responsable de los Mossos, y sus discrepancias con Puigdemont sobre el uso político de los Mossos en la convocatoria del referéndum son públicas y manifiestas. Tres días más tarde de la toma de posesión de Quim Forn como nuevo conseller dimite el director de los Mossos, Albert Batlle, por motivos políticos. El portavoz del sindicato mayoritario de la policía autonómica, David Miquel, declara a La Vanguardia que «Batlle es una víctima más y que está preocupado por el tipo de órdenes que puedan recibir». En su misiva de despedida, Batlle hace un llamamiento a que los Mossos sigan un «escrupuloso respeto y sujeción a la ley». 

			Una crisis de gabinete de esta enjundia deja tiritando a cualquier gobierno, pero en cambio en la Generalitat fue recibida con alivio, la salida del Govern de los considerados tibios por Puigdemont les facilita la toma de decisiones sin obstáculos ni oposición interna. 

			La tarde del 17 de agosto es el momento más fatídico vivido por Barcelona en lo que va de siglo XXI. Los hechos conocidos por todos no dejan de alterar el ánimo por mucho tiempo que pase. La furgoneta que entró en la Rambla en la calle Pelayo y atropelló a centenares de personas dejando 15 fallecidos nos recordó cuán equivocada es la idea de que este tipo de sucesos sólo pasan lejos de casa. A diferencia de otros atentados previos, como el del 11-M en Madrid-Atocha, tenemos tanta información de otros casos que cuando llegaron las primeras noticias, a primera hora de la tarde, todos sabíamos lo que había sucedido aunque quisiéramos llamarnos a engaño. 

			Lo que sucedió en las horas siguientes fue la suma de pequeñas heroicidades y dramas individuales, comerciantes que acogen a la gente, policías y miembros de servicios de emergencia que ayudan a niños a buscar a sus padres, psicólogos que se enfrentan a tener que explicar a un padre que su hijo ha fallecido. Todas estas muestras de grandeza que dan sentido al ser humano chocaron con la actuación del gobierno de la Generalitat, predispuesto desde el primer momento a capitalizar el dolor, a achacar el atentado a la incompetencia de los servicios de seguridad del Estado y a atribuir a los Mossos todo el mérito. 

			Lo sucedido esa tarde y esa noche contribuyó a facilitar la actuación de los dirigentes de la Generalitat, el control que el terrorista se saltó, la muerte de un joven a manos del terrorista para robarle el coche con el que poder huir y el tiroteo en el paseo de Cambrils, donde se abatió a parte del comando, fue utilizado para presentar a una policía catalana capaz de actuar sin apoyo de otros cuerpos, como la Policía Nacional o la Guardia Civil, y para transmitir a todo el mundo, en aquel momento pendiente de Barcelona, la sensación de que la Generalitat puede actuar, y efectivamente lo hizo, casi como un Estado independiente ajeno a España. 

			Esa noche nace una estrella, el mayor de los Mossos, Josep Lluís Trapero, que en su comparecencia conjunta eclipsa al conseller Quim Forn. Trapero, que saltó a los medios un año antes por participar, guitarra en mano, en un guateque en casa de Pilar Rahola, junto a Puigdemont, el expresidente del Barça Laporta, y otras celebrities, aparece firme ante los medios y como referencia en un momento de incertidumbre cuando la operación de búsqueda de los terroristas sigue abierta y aún no se ha producido el tiroteo en el paseo marítimo de Cambrils. 

			El 22 de agosto, el terrorista huido fue localizado entre viñedos en Subirats. Las informaciones que llegaron a posteriori sobre la explosión el día antes del atentado en el chalet de Alcanar y otros datos clave, como la procedencia del líder de la célula, un imán de Ripoll, en el corazón de la Cataluña nacionalista, y los perfiles de los terroristas, todos ellos en apariencia integrados en la sociedad catalana, no sirvieron para modificar un ápice el relato ni para realizar autocrítica alguna. 

			A medida que pasaban los días, el duelo y homenaje a las víctimas parecía perder importancia y la capitalización de la manifestación de repulsa al atentando se transformaba poco a poco, una vez más, en una convocatoria antiespañola y antimonárquica. El grito «No tinc por» era usado con doble sentido por parte del independentismo, y el debate sobre la conveniencia de la presencia del rey o no en la manifestación arreciaba. 

			Una vez más, el separatismo controlaba la comunicación, si el rey asistía, iba a llevarse una sonora pitada, y si no asistía, alegando motivos de seguridad, sería acusado de insensibilidad. Afortunadamente acudió. El clima fue tenso durante todo el recorrido, el servicio de seguridad de la manifestación desde el Ayuntamiento, que era el organizador oficial, fue delegado en la ANC, así que en la cabecera de la manifestación se concentraron infinidad de estelades que rodearon al rey y al resto de las autoridades, creando una imagen de aislamiento y rechazo a la monarquía debidamente realzada desde TV3. Un grupo de personas de la asociación Espanya i Catalans y de Empresaris de Catalunya levantaron una pancarta con la leyenda «Gracias, majestad. Cataluña con Felipe VI» tuvieron que abandonar la manifestación ante la imposibilidad de los Mossos de proteger a los portadores de la pancarta de la jauría que les aporreó, escupió y golpeó, así como del intento de derribar la pancarta durante el recorrido por el paseo de Gràcia. Las víctimas no habían ocupado en ningún momento el pensamiento de los organizadores. Lo importante era seguir creando el clima adecuado para el referéndum del 1 de octubre.
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Ansiedad. Joan Coscubiela o la dignidad de la política

			El 6 y el 7 de septiembre de 2017 son los dos primeros de una serie de días angustiantes que los gobernantes independentistas nos obligaron a vivir durante septiembre y octubre de 2017. 

			La crónica de Arturo Puneta para Eldiario.es nos recuerda que en esos días el Parlament de Catalunya debatió y aprobó las leyes del referéndum y de transitoriedad jurídica: «Dos normas que, con claridad, no caben en la Constitución. Pero las cámaras autonómicas aprueban con frecuencia leyes inconstitucionales que el Alto Tribunal anula después. El problema era que el independentismo necesitaba tener la ley en vigor para convocar el referéndum del 1-O con apariencia de legalidad, aunque luego todo ello quedara suspendido. Algo que la oposición quería evitar a toda costa». 

			El problema de fondo no era, pues, la aprobación, una vez más, de una ley fuera del marco constitucional, sino la sensación de que el independentismo había dejado de ir de farol, que no atendían a razonamiento jurídico, político e incluso democrático alguno, y que con la falsedad de que en ningún momento habría vacío legal alguno, dado que se transitaría de una legalidad a otra, todo sería un remanso de paz y felicidad en la proclamación de la independencia tras el referéndum del día 1 que era visto como un mero trámite excusa.

			Todo lo que se debatía era para poner en marcha una nueva legalidad, un nuevo Estado, un nuevo poder judicial y el referéndum era un pequeño inconveniente que superar para dar a todo ello una falsa apariencia de democracia y apoyo popular. 

			El héroe de esos días fue el diputado de los comunes Joan Coscubiela, sindicalista, histórico de ICV, que se enfrentó al separatismo y a parte de su propio grupo, defendiendo la libertad y la dignidad de las instituciones a las que el independentismo había convertido en un juguete en sus manos. Coscubiela rememora esos días y su intervención en el pleno: «Puedo entender que quisieran aprobar la ley del referéndum. No lo comparto, pero lo puedo entender. Lo que resulta inconcebible es que estuvieran dispuestos a hacer saltar el sistema parlamentario por los aires para conseguirlo. Recuerdo aquel día con la satisfacción de haber podido poner voz a lo que pensaba mucha gente, que estaba viendo en directo el proceso de degradación del Parlament». Coscubiela consiguió levantar de sus escaños a los diputados de Cs, PSC y PP para aplaudirle y a mucha gente de los sofás de sus casas con la frase «no quiero que mi hija Daniela viva en un país donde la mayoría pueda tapar los derechos de los que no piensan como ella». Frente a la emotividad conmovedora de Coscubiela en uno de los momentos dramáticos de los muchos que se vivieron esos días, Lola García, de La Vanguardia, escribe al día siguiente que la aprobación de las leyes de desconexión no ha tenido ningún tipo de épica. 

			Esos días, las televisiones y las radios, así como los medios digitales, rompieron todos los audímetros. Antonio García Ferreras y su Al rojo vivo se trasladaron a realizar su programa desde Cataluña emitiendo un montón de horas al día. Su trabajo fue fundamental para que los catalanes tuvieran un segundo punto de referencia más allá de TV3. Coscubiela y García Ferreras: en ese momento se ponía de manifiesto más que nunca que si la izquierda no se ponía del lado del separatismo éste lo tenía imposible para alcanzar sus objetivos. 

			Puente, de Eldiario.es, nos recuerda en su crónica que cuando faltaba menos de un mes para el referéndum y, por lo tanto, para la independencia, aún no había una arquitectura legal para declararla. Los obstáculos legales eran insalvables dado que «desde octubre de 2015 el Constitucional había venido reclamando a la Mesa que impidiese llevar al pleno cualquier iniciativa independentista». No seguir la resolución del Tribunal Constitucional suponía incurrir en un delito de desobediencia por parte de la Mesa del Parlament, delito del que fue advertida la presidenta del Parlament, tanto por el Consell de Garanties Estatutàries como por los letrados del Parlament. Meses más tarde, Antoni Bayona, letrado mayor del Parlament, dimitió de su cargo por las presiones políticas recibidas en el ejercicio de su función. 

			La mayoría parlamentaria independentista, que una y otra vez se había llenado la boca de que el Parlamento catalán era soberano, lo cual es una forma de negar la soberanía al conjunto del pueblo español, no tuvo inconveniente alguno en degradar al Parlament y ponerlo a su servicio denigrándolo. El independentismo es consciente de que ha mentido a la gente y de que el salto de «la ley a la ley» no puede llevarlo a cabo. Con el fin de aprobar las leyes de desconexión a gran velocidad y evitar la suspensión del Tribunal Constitucional, aprobaron una reforma del reglamento del Parlament por vía exprés, sin debate parlamentario alguno, ni posibilidad de que la oposición presente enmiendas. La reforma del reglamento, antidemocrática, pretende otro hito totalitario: que las leyes se aprueben vía exprés, sin ponencia ni posibilidad de debate alguno. Incluso en la felizmente extinta Alemania Oriental o la Unión Soviética se creaban partidos títere y se celebraban falsos debates y se respetaban, en lo formal, los trámites y plazos. Aquí todo estaba saltando por los aires, y lejos de escandalizar a toda la sociedad, una parte no desdeñable de ésta creía que ni tan siquiera era preciso debate parlamentario alguno, con una proclamación desde cualquier balcón era suficiente. En un acto de dignidad, las fuerzas constitucionalistas decidieron abandonar el pleno antes de la votación, la imagen de los escaños vacíos supone una deslegitimación de lo que sucederá a continuación. La votación, celebrada ya con medio hemiciclo vacío, consumando de hecho la convocatoria de un referéndum para la separación unilateral, servirá para que muchos de los poderes del Estado y el statu quo tomen verdadera conciencia de que el nacionalismo ha fingido durante décadas y que ahora el Alien viaja dentro de la nave que es España dispuesto a devorar todo lo que encuentre a su paso. 

			En declaraciones a Eldiario.es, la secretaria de la Mesa del Parlamento, la republicana Anna Simó, intenta justificar lo injustificable, que es que desatendiendo los mínimos principios de fair play, parlamentarismo, respeto a las minorías y dejarse asesorar por los letrados del Parlament, la mayoría independentista de la Mesa, con Carme Forcadell al frente, arrasó con todo y siguió adelante con la aprobación de las leyes, afirmando que «en un Parlamento se debe poder hablar de todo». Los letrados del Parlament habían advertido de forma muy precisa sobre la responsabilidad penal en la que estaban incurriendo los miembros de la Mesa, pero tras décadas de avanzar sin nada ni nadie enfrente, el independentismo cree que su victoria está a la vuelta de la esquina y no está dispuesto a detenerse ante nada ni nadie.

			El vicepresidente de la Mesa, en representación de Cs, José María Espejo, no tiene la misma opinión y cree que esas votaciones suponen «un antes y un después, y que todo se les fue de las manos». Los socialistas, en otras ocasiones tan equidistantes, ahora no albergan dudas de que lo que está sucediendo en el Parlament no es tolerable y presentan un recurso de amparo en el Tribunal Constitucional, que les daría la razón, por vulneración de derechos fundamentales. 

			La falta de solución a los obstáculos legales para el advenimiento de la República catalana no preocupaba por igual a todos los dirigentes independentistas. Algunos consellers tenían su agenda del 8 de septiembre en adelante limpia dado que estaban absolutamente convencidos de que Rajoy pediría al Senado la aplicación del artículo 155 de la Constitución, lo que suponía la intervención de la autonomía y, por lo tanto, creían que su escapada sería frenada por el gobierno de España. Era el escenario perfecto, al no llegar hasta las últimas consecuencias, o sea, a la proclamación de la independencia, no incurrirían en delito grave alguno y encima, al ser intervenidos, podrían continuar con su discurso de agravio. Pero su previsión falló, Rajoy no aplicó el 155, sino que presentó un nuevo recurso en el Tribunal Constitucional. Tras la admisión de las leyes, su tramitación y votación, tal como advirtió el servicio jurídico de la cámara, la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña interpuso una querella por desobediencia contra Carme Forcadell y el resto de la Mesa del Parlament. 

			La convicción del Govern de que Rajoy aplicaría el 155 a la mañana siguiente era tal que Puigdemont y Junqueras, tan en desacuerdo en todo, estuvieron conformes en que se publicara inmediatamente una edición especial del Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC) que diera cuenta de la aprobación de las leyes. Con esa falsa legalidad amparándoles, se reunieron esa misma noche y convocaron un referéndum acogiéndose a la nueva legislación. Desde un punto de vista jurídico, era un golpe de Estado de libro. El poder democráticamente elegido y amparado en el orden constitucional altera toda la legislación para obtener todo el poder sin control ni contrapoder alguno. 

			Sucedían tantas cosas, tan increíbles y a tanta velocidad, que además de ser una pesadilla hiperrealista hace falta releer las crónicas, como la de Eldiario.es, para recordar que no satisfechos con haber robado la soberanía al pueblo y a las Cortes Generales, antes de irse a la cama aún tuvieron ánimo y tiempo de abrir el trámite para aprobar al día siguiente la ley de transitoriedad. La Mesa del Parlament, que toda la legislatura había renunciado a su papel de arbitraje y se había convertido en un órgano sicario del independentismo, cómo no, puso todas las facilidades y lo dejó todo presto para que la votación se produjera al día siguiente. 

			La votación que la Mesa del Parlament dejó encaminada para el día siguiente, 7 de septiembre, era aún más grave dado que la ley de transitoriedad preveía de forma manifiesta el fin del orden constitucional y la derogación del Estatuto de Autonomía de Cataluña. La votación en el Parlament fue por una votación menor a la requerida para modificar un solo artículo del Estatut. 

			Lo que se vivió los días 6 y 7 en el Parlament pudo suceder porque según el auto de procesamiento del juez Llarena: «La presidencia del Parlament sometió a la decisión de los diputados la aprobación de la legislación de soporte que sirve de coartada legitimadora al procés». La responsabilidad de Forcadell en el atropello es de tal calibre que en el momento de su declaración, la expresidenta del Parlament es a la única a la que se le dicta prisión preventiva sin haber formado parte del Govern.
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Violencia que es violencia. Manolo Escobar aparece en un balcón de la calle Balmes

			El 20 de septiembre a las ocho de la mañana, un grupo de funcionarios de justicia y guardias civiles se personó por orden judicial en la sede de la Conselleria d’Economia en rambla Catalunya, la misma Conselleria que había visitado unos meses antes la vicepresidenta del gobierno Soraya Sáenz de Santamaría en plena operación diálogo.

			Cuando se dio a conocer la actuación policial, los líderes de ANC y Òmnium, los Jordis, llamaron a la gente a que acudiera a las puertas de la Conselleria. El objetivo, claro, ¿cuál otro si no? Coaccionar a los funcionarios que realizaban el registro en búsqueda de pruebas de los trabajos de organización del referéndum decretado como ilegal por el Tribunal Constitucional que presuntamente se estaban realizando desde la sede de la Conselleria que, además, encabezaba el vicepresident del Govern y líder de ERC, Oriol Junqueras.

			En poco rato, casi 40.000 personas colapsaron el corazón de Barcelona, dado que la sede de la Conselleria está a pocos metros de plaza Catalunya, en la parte baja de rambla Catalunya, casi en la esquina con la Gran Via.

			Los vehículos de la Guardia Civil, aparcados a las puertas de la Conselleria, quedaron destrozados por los «pacíficos» manifestantes, las armas del interior de los vehículos desaparecieron para, al parecer, volver a su lugar tras gestiones de los Jordis. ¿Qué podría haber pasado si las armas no aparecían? Cuixart, en éxtasis, se montó en el techo del coche de la Guardia Civil y, megáfono en mano, gritó que los guardias civiles saldrían del interior de la Conselleria cuando ellos quieran.

			España en jaque, al borde de la rendición, la presión aumenta, el objetivo era controlar las calles. La Guardia Civil, humillada, acantonada dentro de una dependencia de la Generalitat al albur de lo que decreten los líderes separatistas.

			Las horas pasan. Llegan los Mossos y son abucheados por los asistentes. Los trabajadores de la Conselleria d’Economia que seguían dentro del edificio «son autorizados» por la ANC y Òmnium a salir, y lo hacen mediante un pasillo controlado por voluntarios de la ANC y Òmnium.

			Al anochecer, los Jordis intentan disolver la concentración convocando otra para el día siguiente frente al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. El objetivo, seguir escrachando a las instituciones. Durante la tarde, dos policías no uniformados intentan salir de la Conselleria por la puerta principal, al ser identificados por los manifestantes tienen que refugiarse en el vecino teatro Coliseum para evitar ser linchados.

			La Guardia Civil y la comitiva judicial no pudieron abandonar de forma definitiva la Conselleria d’Economia de la Generalitat hasta las 7.15 de la mañana del día siguiente, 21 de septiembre. La secretaria judicial no pudo hacerlo por la puerta, sino por la azotea del edificio, saltando al techo del edificio vecino. La razón: si la identifican o fotografían es su muerte civil. La creación de un ambiente asfixiante previo al 1 de octubre está en marcha y durante la semana la tensión crecerá hasta límites insospechados.

			Ese mismo día 21 de septiembre nacerá la resistencia del balcón de Balmes, el primero de los actos de comunicación que descoloca con éxito al separatismo oficial y social. Jaume Vives se enfrenta a las caceroladas. El independentismo, hiperactivo creando métodos de protesta y de implicación social, había puesto en práctica el repique de cacerolas de forma casi diaria todos los días a las 21.00 horas. La excusa para esta enésima forma de activismo reivindicativo era reclamar el fin de las detenciones de los dirigentes independentistas que, presuntamente, desobedecían la instrucción del Constitucional de frenar la organización del referéndum y eran detenidos para ser interrogados sobre sus presuntas acciones delictivas. En definitiva, los caceroleros pedían que la justicia no actuara en Cataluña y pasáramos a un tiempo de anarquía.

			En esos días, si uno terminaba de trabajar tarde en el Eixample de Barcelona, mientras se dirigía a casa podía andar por la calle oyendo los cucharazos contra ollas y cazuelas. Transitando por la calle, aunque no se fuera independentista, no se podía dejar de vivir un sentimiento entre admiración, por la perseverancia de la militancia independentista para apoyar sus convicciones, y hastío por su ocupación de todos los espacios públicos, celebraciones y momentos del día: hay adornos navideños independentistas, monas de Pascua independentistas, gritos independentistas en el minuto 17,14 de los partidos de fútbol, ropa independentista, una especie de homogeneización norcoreana y de exaltación recorre la columna vertebral de la sociedad catalana.

			En este contexto aparece Jaume Vives y su valiente sentido del humor. Su receta fácil pero eficaz: frente a la trascendencia, desenfado; frente al amedrentamiento, usar las mismas armas que los independentistas. Vives vivía con su familia en un piso que daba a un patio interior en la calle Balmes. En un sitio cerrado como en un interior de isla de una manzana, la resonancia de las caceroladas es ensordecedora y deprimente para los que no están motivados a dar cucharazos a una olla.

			Vives silenció a sus vecinos separatistas instalando un altavoz en su balcón, y a la misma hora que empezaban las caceroladas, hacía sonar a Manolo Escobar y su Viva España, o bien el himno nacional. Manolo Escobar, que hizo su vida en Badalona, seguro que desde donde estuviera sonreiría, y si hubiera seguido con vida hubiera estado en persona en ese balcón, y con él todos los catalanes que por primera vez en semanas, gracias a Vives, sonrieron, se sintieron dignos y empezaron a hacer virales sus vídeos y, de forma novedosa, a dar la cara.

			Vives respondía con descaro a los insultos que procedían de otros balcones, de vecinos suyos que le conocían a él y a su familia y que se cruzaban con ellos cada día incluso en el rellano de la puerta de casa: «M’en anirè a dormir quan vulgui». Su intervención en el programa de Ana Rosa Quintana explicando que habían celebrado un referéndum en el balcón, en el que millones habían decidido independizarse de su barrio, la vieron muchísimos catalanes y en otros muchos lugares de España, millones de personas tomaron conciencia de que sus compatriotas de Cataluña merecían apoyo.

			La acción de Vives acabó por silenciar a los vecinos separatistas, que día a día desistieron entre estupefactos, por tener a alguien enfrente que les respondía, y sorprendidos, hasta ser derrotados, socialmente, por primera vez en décadas, en una esquina de Balmes con Mitre. La respuesta tomaba fuerza, y esa respuesta se puede interpretar como una esperanza, pero a la vez como un mayor riesgo de confrontación y conflicto.

			El 22 de septiembre, la Guardia Civil prosiguió con el registro, ordenado por la justicia, de diversas dependencias de la Generalitat buscando pruebas sobre la organización del referéndum ilegal previsto para el día 1 de octubre.

			Mientras la operación judicial estaba en marcha, y con Cataluña en un nivel 4 sobre 5 de alerta antiterrorista, Mònica Terribas, directora del programa «El matí» de Catalunya Ràdio, emisora pública, hizo un llamamiento a que «la audiencia delate por dónde están pasando o hacia dónde se dirigen los vehículos de la policía».

			Durante todo el tiempo que duró la operación policial, Terribas fue informando de los lugares «por los que pasan los guardias civiles», facilitando así la obstrucción de los vehículos o la presunta destrucción de pruebas. Parece evidente que el objetivo de esta forma de proceder fue provocar grandes concentraciones de gente «que impidan los movimientos de la policía o les dejen encerrados sin poder salir de los edificios».

			Terribas, que dirigió la televisión pública catalana entre 2008 y 2012 y, por lo tanto, debería tener interiorizado cuál es la función de un servicio público, soltó por antena: «Esta mañana no sabemos si podremos seguir la escaleta del programa o no. Si los taxistas que nos están escuchando o los transportistas que salen del puerto ven movimiento de coches de la Policía o la Guardia Civil, pedimos que nos avisen».

			Una vez que empezaron a llegar llamadas a la emisora, Terribas procedió a dar toda la información en directo y animó a la audiencia a que siguiera con la delación. Terribas estaba entre eufórica e ida: «¡Atención! Y gracias a nuestros oyentes. Ahora sabemos que, por ejemplo, en la A-2, en Tárrega (Lleida), dirección a Barcelona, circulan cuatro todoterrenos y una furgoneta de la Guardia Civil. En la autopista de El Maresme, en Arenys de Mar, 50 furgonetas de la Policía Nacional en movimiento. Desde el Puerto de Barcelona a la Ronda Litoral nos dicen los transportistas que “aquí está todo tranquilo”».

			La directora del matinal de la radio pública, segundo en audiencia en Cataluña, no paraba de informar los puntos de paso de las furgonetas: «En la A-2, en San Vicente dels Horts, dirección Barcelona, cinco todoterrenos y dos furgonetas en movimiento. En la autopista de El Maresme, en dirección Barcelona, furgonetas. En la Gran Vía, seis furgonetas... Gracias a los oyentes que nos están avisando, porque éste es el termómetro del movimiento de la Policía y la Guardia Civil en esta mañana».

			Al finalizar el programa, Mònica Terribas dijo por antena que la labor de identificar y posicionar a policías «había sido un ejercicio muy divertido». Entre los lugares identificados hubo un hotel en Figueres donde estaban alojados policías, días más tarde sufrieron escraches y tuvieron que abandonar el hotel.

			Meses después, la titular del juzgado de instrucción número 14 de Barcelona, Cristina Ferrando, recordó que «las funciones que tienen encomendadas los diversos cuerpos de seguridad del Estado están destinados a la persecución de todo tipo de delitos y es especialmente relevante su participación en operaciones antiterroristas y contra el crimen organizado». La magistrada consideró que la periodista «frivolizó durante la emisión del programa cuando ignoró deliberadamente los riesgos que para las tareas policiales estaba generando con su conducta».

			La juez concluye que si bien «la actitud de Terribas es contraria a la ética profesional, no tiene encaje concreto en ninguno de los tipos de delito previstos en el código penal».

			El señalamiento de la Policía Nacional y la Guardia Civil, así como los escraches que sufrieron, el trato indigno y bochornoso que recibieron por parte del gobierno y del Ministerio del Interior al alojarlos en un crucero pintado con muñecos de Looney Tunes, generaron hacia ellos una ola de simpatía y complicidad de parte de la sociedad catalana. Muchos fueron conscientes de que ante el intento de las autoridades de la Generalitat de convertir a los Mossos en una policía de índole política al servicio de la alteración de la legislación vigente, esos cuerpos de seguridad se convertían en una garantía y fuente de seguridad.

			El papel de los medios públicos como impulsores de la independencia es indiscutible, pero además su rol de criminalización y escarnio no sólo de España como nación, sino de los catalanes que no apoyan el referéndum y la próxima declaración de independencia, crea un ambiente de tensión social peligroso. Durante mucho tiempo, el objetivo de los partidos políticos y organizaciones no independentistas fue el de tener presencia en la televisión pública, ahora se abre el debate de si tiene sentido. Dani Tercero, al frente de la comunicación de Sociedad Civil Catalana, fue precursor de que la participación de tertulianos y líderes no separatistas en programas de TV3 blanqueaba a la televisión autonómica y le daba legitimidad.

			El 10 de octubre de 2017, Nacho Martín Blanco, politólogo, periodista y actualmente diputado de Cs en el Parlament, promovió un artículo, que El País publicó en portada de su edición nacional, que se titulaba «Adiós al circo del odio» y que explicaba su decisión de no volver a participar más en programas de TV3 con el fin de no convertirse en excusa de una falsa pluralidad de la televisión pública catalana.

			 

			Cataluña se asoma al abismo de la separación, soplan vientos de ruptura con el resto de España y con la Unión Europea, pero sobre todo de discordia entre nosotros, los catalanes. Estos días a muchos nos duele Cataluña. Una pregunta que casi todo el mundo se hace ahora es cómo hemos llegado hasta aquí. Las causas son diversas, pero en Cataluña hay dos factores estructurales que, de forma sistemática, han favorecido la creación de un marco mental de alejamiento, cuando no de animadversión, hacia el resto de España: la educación y los medios de comunicación públicos y subvencionados por la Generalitat.

			Como colaboradores habituales de los medios catalanes, representantes de lo que ignominiosamente se ha dado en llamar cuota unionista, hemos llegado a la conclusión de que nuestra presencia en las tertulias de TV3 y Catalunya Ràdio es contraproducente, pues sólo sirve como coartada para demostrar su supuesta pluralidad y apuntalar la tesis dominante. La tesis oficial en Cataluña es que ésta es una nación natural, telúrica, esencialmente buena, que desde hace al menos tres siglos vive una situación de opresión colonial insostenible dentro de un Estado artificial, pérfido y carpetovetónico, España, del que debemos escapar. A tal efecto, todo vale. Se habla de Franco a todas horas y en cualquier formato de programa. Desde Catalunya Ràdio se preguntó a los oyentes si estaban dispuestos a impedir físicamente que se juzgara a Artur Mas. Más recientemente, se les pidió que informaran sobre movimientos de la Guardia Civil en los días previos al referéndum ilegal del 1-O, información que luego se difundió en antena. Brigada de agitación y propaganda antiespañola, y ahora también oficina de reclutamiento y delación.

			Cuando la realidad se reduce a un único tema, la secesión, y las tertulias resultan monográficas, entonces la presencia de un solo tertuliano opuesto a la tesis de la tertulia —que defienden de consuno los otros tres o cuatro opinantes además del moderador, a veces reforzados por la opinión de algún telespectador que entra por teléfono— sólo sirve para proyectar la idea de que se trata de una posición minoritaria, incluso marginal, en la sociedad catalana. En estas condiciones el discrepante, por muy aguerrido que sea, acaba siendo un colaborador necesario, por no decir el tonto útil del proyecto separatista.

			Esa pluralidad impostada, distorsionada, es la misma que se da en las series de televisión de TV3 en las que —como en su día denunció el corresponsal en España de The Wall Street Journal— «sólo hablan castellano prostitutas y delincuentes». Si de verdad tuvieran la intención de reflejar la pluralidad lingüística de Cataluña, al menos la mitad de los personajes de las series de TV3 tendrían que hablar habitualmente en castellano y el uso alternativo de ambas lenguas en el trabajo, en la calle y en los hogares de los protagonistas debería ser lo más natural. Pero, al igual que tras las tertulias de tesis separatista subyace la pretensión de que lo normal es ser independentista, existe en esas series de TV3 una indisimulada intención de instalar en el imaginario colectivo de los catalanes la idea de que lo normal en Cataluña es hablar en catalán y que el castellano es cosa de marginales e inadaptados.

			El tertuliano que no acepte la retahíla de falsedades que sustenta la opinión prevaleciente en los medios catalanes, y que se atreva a manifestarlo tantas veces como le parezca preciso, se verá indefectiblemente sometido a un agotador acoso y derribo por parte de sus contertulios, consentido e incluso alentado por el presentador. Es triste reconocerlo, pero la convivencia en Cataluña, si se quiere tranquila, se levanta hoy sobre la resignada asunción por muchos catalanes no nacionalistas del ofensivo decálogo nacionalista, basado en el desprecio a España y a los españoles pero sobre todo a los catalanes que nos sentimos españoles.

			Sólo hay que repasar la hemeroteca para darse cuenta de que si el resto de los catalanes, los que nos sentimos en mayor o menor medida comprometidos con el proyecto común español, mostrásemos por los separatistas el mismo desprecio que ellos muestran por nosotros, la convivencia en Cataluña sería insostenible. De ahí que muchos catalanes —posiblemente la mayoría— hayan decidido mirar hacia otro lado y prefieran no discutir con la Pilar Rahola o el Joan B. Culla de turno, no sólo en las tertulias de radio y televisión, sino también en las cenas y reuniones con amigos y familiares.

			Cuando un medio público trata a parte de los ciudadanos a los que debería ofrecer su programación como malos catalanes, cuando no directamente como quintacolumnistas antidemocráticos, por no secundar la derogación del Estado de derecho que promueve el gobierno autonómico, más vale denunciarlo y apartarse.

			Con este artículo queremos anunciar nuestra despedida de los medios públicos catalanes, mientras no asuman su responsabilidad de dar voz desde el respeto y un mínimo de honestidad al conjunto de los ciudadanos de Cataluña. Preferimos renunciar a nuestros emolumentos que seguir aguantando el desgaste emocional que supone participar en ese circo del odio a España y la carga moral de pensar que nuestra presencia lo legitima.
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1 de octubre de 2017

			Durante semanas se esperó que llegara la noticia de la localización de las urnas. Se habían localizado papeletas y otros materiales, pero las urnas no aparecían. Su no localización era una victoria moral para el independentismo previa a la llegada de la fecha del 1 de octubre y una nueva humillación a la población catalana no independentista. Durante esas semanas, Rajoy insistió en que el referéndum no se celebraría, y muchos albergaban esa esperanza.

			Durante el fin de semana, desde el viernes por la tarde, cuando se cerraron los centros educativos o de salud de la Generalitat que iban a ser utilizados como colegios electorales, muchos esperaron un despliegue policial que impidiera el uso de esas instalaciones, tal como había decretado el Tribunal Constitucional. No sucedió. Lo que sí pasó fue que grupos de gente perfectamente organizada empezó a okupar esos espacios con fiestas, talleres y actividades que incluían a niños de muy corta edad. El objetivo de estas okupaciones, revestidas de actividades, no era otro que dificultar la previsible acción policial por orden judicial.

			No fue así, hubo referéndum. Era una chapuza, las promesas del separatismo gubernamental de que dicho referéndum sería legal y que a continuación el mundo procedería a reconocer la independencia eran mentira, pero el referéndum se puso en marcha. Ese día, lo más cercano a un reconocimiento internacional al intento de secesión unilateral vendría del presidente de Finlandia, Sauli Niinistö, quien escribió en su cuenta de Twitter pidiendo frenar «la espiral de violencia y empezar a negociar». En el independentismo la felicidad no era completa dado que el ministro de exteriores de la nación escandinava repetía los argumentos de su presidente pero añadía la necesidad del «respeto a la ley».

			Que hubo referéndum, por fraudulento y antidemocrático y, sobre todo, irresponsable que fuera, es tan obvio que Euronews y otros muchos medios de comunicación internacionales ofrecieron datos al final de la jornada como si de una votación normal de tratara. «Según ha anunciado el Govern, el “Sí” a la independencia se habría impuesto con el 90 por ciento de los votos de las más de 2.200.000 papeletas escrutadas. El “No” se habría llevado el 7,87 por ciento, mientras que un 2 por ciento de los sufragios habrían sido nulos y el 2 por ciento en blanco.» Rajoy intentó responder a esta evidencia en una declaración a las 20.15 horas en la que afirmó que no había habido referéndum y avaló la actuación policial.

			En las semanas previas, Puigdemont, Junqueras, Forcadell, los Jordis y el resto de los líderes se volcaron en la movilización, repitiendo siempre los mismos argumentos: esto es como la independencia de Perú o Colombia, asimilando pues Cataluña a un territorio colonial de ultramar. Otra idea que repetían machaconamente era que la realpolitik se impondría, según ellos, al igual que sucedió con las repúblicas bálticas cuando se separaron de la Unión Soviética, nadie reconocería de forma previa a la República catalana, pero una vez que se celebrara el referéndum, todos los países nos abrirían los brazos y la Unión Europea también. A la idea colonial se suma la equiparación de la España democrática a la dictadura comunista de la Unión Soviética.

			Pero el argumento clave era el de la democracia. En los discursos de los dirigentes independentistas, todos aquellos que no estaban a favor del referéndum y, de paso, de la independencia eran considerados personas sin pedigrí democrático. Esta argumentación era distinta que la del intento de referéndum del 9-N. En aquella ocasión, los independentistas habían intentado atraer, aparentemente, a la parte de la sociedad catalana que no apoyaba la separación, ahora ya no se tomaban la molestia.

			La otra gran diferencia con la convocatoria del 9-N es que en el caso precedente no había habido la aprobación ilegal de leyes en el Parlament que pudieran ser usadas por el gobierno de la Generalitat para proceder a la secesión unilateral.

			Un periodista vasco, experto en información sobre ETA y el mundo abertzale, llegó a Barcelona unos días antes del 1 de octubre y planificó algunas visitas a lugares de Cataluña de especial arraigo del independentismo para tomar el pulso a la situación y poder hacer una radiografía social para los lectores vascos. Tras visitar Ripoll, Alella y algún otro municipio, comentó entre sus compañeros que el odio y la convicción fanática en la forma de expresarse que había visto en parte de las personas independentistas con las que se había entrevistado no lo había visto ni tan siquiera en sus incursiones en el Goyerri, en pleno feudo batasuno.

			El inicio de la «falsa jornada electoral» fue, como todo el día, tenso, angustioso y llevado al límite. Antes de empezar la jornada, el gobierno catalán, echándole la culpa a la «política represiva» del gobierno de Madrid, cambió las normas del juego: dado que no en todas partes había censos ni papeletas, permitió que la gente llevara papeletas impresas de su domicilio y votara sin censo allí donde creyera oportuno. Culpar al gobierno central de su incumplimiento del compromiso tomado con sus bases para celebrar un referéndum con todos los elementos de legalidad no desanimó a dichas bases.

			El dispositivo policial cerró 92 centros de votación antes de las 17.00 horas. Entre los colegios cerrados destaco el de Sant Julià de Ramis, donde debería haber votado el presidente de la Generalitat, que optó por hacerlo en otro lugar.

			Las escenas vividas fueron una mezcla de estupor, bochorno, esperpento e impotencia. Urnas llenas de papeletas que llegaban a los colegios, Mossos que entre sonrisas advertían a los responsables de los colegios electorales que debían irse a casa, familias con niños haciendo de obstáculos humanos para evitar que la Policía Nacional y la Guardia Civil cumplieran el mandato judicial.

			¿Qué debería haber hecho la policía? ¿No cumplir con su tarea de policía judicial? Las imágenes de lo que sucedió en algunos colegios fue usado por el independentismo para criminalizar, aún más, a los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado y para victimizarse hasta el esperpento.

			La tensión era cada vez mayor y por la tarde, el FC Barcelona decidió jugar su partido de Liga sin público, la decisión no gustó a todos, parte de la directiva creía que sencillamente no había que jugar el partido, Carles Vilarubí, prohombre de la sociedad catalana y hombre de gran influencia económica y social muy identificado con los postulados independentistas, abandonó la directiva. Pablo Iglesias también aprovechó para atacar a Rajoy y habló ante los medios de represión policial promovida por el gobierno de Rajoy.

			La campaña independentista para tapar su mentira basándose en acusar a la policía y criminalizar a España como país, gobierno y concepto global, tiene éxito en todos los frentes, incluido en eclesiástico. El digital Crónica Global informó esa tarde a las 17.45 horas que «los vicarios episcopales de la archidiócesis de Tarragona han condenado la violencia policial durante la celebración del referéndum independentista de Cataluña este domingo, que han calificado de “pacífico”. Deseamos la recuperación de los heridos y exigimos el restablecimiento de todos los derechos que nos pertenecen como ciudadanos y ciudadanas», afirmaron en una declaración a la prensa los portavoces de la Iglesia.

			A medida que la jornada avanzaba, una vez más se hacía patente la división de la sociedad catalana. Una parte de ella en la calle obstaculizando la acción de la justicia y pidiendo independencia, y la otra acantonada y asustada en sus casas. El servicio de emergencias médicas informó que los centros de atención ciudadana catalanes habían atendido 844 personas. Resultaron heridos 33 policías y guardias civiles y sólo tres personas fueron detenidas. Los datos de personas heridas son la cima de las fake news del independentismo dado que ese día, según informó el diario digital Metrópoli Abierta, fuentes de los Mossos dijeron que a las 19.00 horas habían recibido 48 denuncias por violencia policial. En poco más de una hora, los datos oficiales subieron hasta 900 contusionados. Al día siguiente, sólo media docena de personas están hospitalizadas y todas serán dadas de alta ese mismo día. Ningún dirigente político independentista puede visitar a los casi «1.000 heridos por la represión policial española» dado que sencillamente no existen, pero la máquina de propaganda funciona a la perfección. Uno de los objetivos de presentar a España como Estado policial y antidemocrático es avergonzar, con esas mentiras, a la población catalana antiindependentista y que, por lo tanto, se pasen a las filas secesionistas. Como mínimo, en ese instante tuvieron éxito.

			A media tarde, Junqueras empieza a preparar la llamada «aturada de país» que será convocada con apoyo de los sindicatos mayoritarios para el día 3, cuarenta y ocho horas más tarde. Los sindicatos mayoritarios se sumaron a la propuesta de Junqueras por considerar «inaceptable la represión». Junqueras tiene otro objetivo, incrementar la presión al máximo para alcanzar la independencia a base de estirar la cuerda.

			Posiblemente ya formaba parte del plan de Junqueras empujar hasta desbordar a España y así conseguir la independencia mediante la convocatoria de una huelga general. En el pasado reciente, en diversas ocasiones, el vicepresidente del gobierno catalán había realizado llamamientos a hacer colapsar la economía catalana y otro tipo de actos extremos, tal como hizo en 2013 en una visita a Bruselas en la que reclamó paralizar la economía catalana durante una semana como método de ahogar la economía del conjunto de España.

			Por la noche de ese día 1 no había dudas de que estábamos frente a un fracaso en el intento de celebrar un referéndum homologable en el ámbito internacional, tal como había prometido el independentismo, pero ante un gran éxito mediático dado que el separatismo pudo presentar las imágenes de la actuación policial, de forma injusta, como ejemplo de la falta de credenciales democráticas de España como país.

			Puigdemont y su gobierno pusieron de manifiesto que el referéndum y la fecha del 1 de octubre es sólo una etapa más en su objetivo de la separación. Por lo tanto, sin tener en cuenta ninguna de las irregularidades cometidas por ellos mismos —empezando por la ilegalidad de la convocatoria, así como la falta de cualquier garantía: no hay censo, interventores, etc.—, anuncian su victoria y el envío de los datos del referéndum al Parlament para que, según prevén las leyes aprobadas, también de forma ilegal, se proceda a la declaración de la independencia.

			La mañana del lunes 2 de octubre —con la máquina de propaganda separatista en pleno rendimiento hablando prácticamente de un estado de sitio y de represión a gran escala a la vez que, de forma contradictoria, jactándose de los pocos colegios que han sido clausurados—, Rajoy muestra flaqueza, las imágenes policiales le han impactado y «llama a una reflexión conjunta de todas las fuerzas en el Congreso». Sánchez, que en el tema catalán da bandazos, en este caso pide negociación.
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Viva el rey

			Todos los sucesos del día 1 y el clima creado conforman el ambiente adecuado, sin duda, para intentar el asalto final por parte del independentismo. Así lo perciben los dirigentes independentistas, que siguiendo la máxima de los hermanos Marx marcan la estrategia de «más madera, es la guerra», es el momento de tomar las calles, conseguir la separación por la vía de los hechos consumados. Lo primero será demostrar el control del territorio por la vía de echar a la Policía Nacional y la Guardia Civil alojada en los hoteles de muchos municipios cercanos a Barcelona, en especial de los municipios turísticos de Calella y Pineda de Mar, en la costa de El Maresme.

			J. Arias Borque, de Libertad Digital, escribió el día 2 de octubre que «agentes de la Policía Nacional y Guardia Civil que forman parte del dispositivo para evitar el referéndum ilegal tendrán que abandonar al menos tres de los hoteles en los que se encuentran alojados en Calella después de que los responsables de los establecimientos les hayan solicitado que los abandonen debido a las continuas presiones del entorno independentista». El entorno independentista incluye, según afirman algunos de los propietarios de esos establecimientos, que llevan años acogiendo a policías en temporada turística baja, a los ayuntamientos de estos municipios. En los hoteles Catalonia y Les Palmeres había 150 agentes antidisturbios a los que se dieron unas horas para que abandonen dichos hoteles. Durante esa noche, un centenar de personas realizaron un escrache en el hotel Vila de Calella y consiguieron que la propiedad expulse de ese establecimiento a 250 agentes del Grupo de Reserva y Seguridad y del Grupo de Acción Rápida. Xavier García Albiol, líder del PP en Cataluña, desoyendo de forma valiente el consejo que recibió de altas instancias políticas y haciendo caso de lo que le dictaba su corazón y su conciencia, viajó hacia esos municipios de la costa catalana, tan tranquilos en esa época del año, sin turistas, y que han visto alterada su plácida vida, y visitó los hoteles donde los policías estaban asediados.

			Las imágenes en televisión de los policías acorralados por los grupos de los llamados Comités de Defensa de la República (CDR), que actúan amparados por las autoridades autonómicas y en un marco de inacción, cuando no de complicidad, de los Mossos, crearon una ola de solidaridad hacia los policías y dieron una muestra clara de lo cerca que el independentismo está de tomar el control total de las calles catalanas. En aquellos momentos, serán algunos alcaldes socialistas, como la de L’Hospitalet, Núria Marín;el de Mataró, David Bote; el de Lleida, Àngel Ros, los que serán el último muro de contención de la España constitucional en las calles catalanas.

			El 3 de octubre de 2017, el independentismo tomó el control de las calles y de las carreteras, de las vías férreas y de los centros de trabajo. La huelga general no era tal, era un cierre patronal promovido por el gobierno de la Generalitat, para lo que usó a un pequeño sindicato llamado CSC, que está dirigido por Carles Sastre, un independentista que fue líder de la banda armada Terra Lliure y que fue condenado por el asesinato del empresario catalán José María Bultó pegándole con cinta aislante una bomba al pecho. TV3 entrevistó a Sastre, y en ningún momento sacó a colación su siniestro pasado. Dado que la televisión autonómica no lo había contado, una sobrina de Bultó describió a El Periódico lo que había hecho Sastre: «Entró en casa del señor Bultó mientras comía con su familia y, a punta de pistola, le adosó una bomba en el pecho bajo la amenaza de hacerla explotar si no pagaba 500 millones de pesetas. Horas después, la bomba explotó destrozando en mil partes el cuerpo de Bultó».

			El día 3 fue la jornada en la que se tuvo mayor sensación de vacío de poder y abandono por parte de la población. Desde primera hora, los CDR fueron los dueños de vidas y haciendas. Los peajes de los principales accesos a Barcelona cortados, también cortaron el acceso a aeropuertos, ocuparon las vías del tren, incluidas las de la alta velocidad con Madrid y Francia, el Puerto y Mercabarna, el principal punto de abastecimiento de alimentos de Barcelona. Los centros oficiales, servicios sociales y hospitales, colegios, transporte público quedaron paralizados. A media mañana lo peor se trasladó de las carreteras a la ciudad de Barcelona. Se cortaron calles donde los CDR quisieron, no hay control de tráfico y los coches circulaban contra dirección buscando escapar de la ratonera. Grupos de gente con estelades, muchos de ellos encapuchados, patrullan las calles amedrentando a la gente. Los medios de comunicación catalanes emitieron información enlatada. Todo ello sucedió mientras otra gran parte de la población intentaba ir a trabajar y hacer su vida, pero se vieron retenidos y secuestrados por los CDR.

			Las redes sociales difundieron cantidad de vídeos en los que se ve a los CDR tomando peajes y bloqueando carreteras mientras los Mossos los miran a una distancia prudencial. En muchos de los vídeos, la sensación que se transmite es que la policía autonómica protege los piquetes en lugar de garantizar la libertad de movimientos. Más de cincuenta carreteras fueron cortadas con total impunidad, entre ellas las principales autopistas de acceso a Barcelona, la AP-7, la A-2, la C-31, etc. Estas imágenes fueron una de las razones que provocaron una ola de indignación y una creciente exigencia para que el gobierno tome algún tipo de medida. Los Mossos no practicaron ninguna detención.

			Por la tarde se celebró una masiva manifestación en la plaza Universidad. Para que tuviera éxito, los servicios mínimos fueron levantados a las 17.00 horas, momento en el que todo volvió a la normalidad para facilitar la llegada de manifestantes. Su leitmotiv ya no es sólo la independencia, sino «contra les forces d’ocupació». Había indignación sin límites por los «900 heridos». Nunca una mentira se propagó con tanto éxito ni a tanta velocidad. De hecho, fue fácil crear una realidad paralela, dado que había una sociedad predispuesta a creer lo que se le dijera, había sido preparada para creer esa verdad. Mientras eso sucedía en Gran Via, otros grupos, de bomberos, de estudiantes y de miembros de diversas organizaciones independentistas o afines, se concentraron frente al Parlament, la comisaría de Policía en vía Layetana y la sede del PP en la calle Comte d’Urgell.

			Tras la jornada vivida, en la que la anarquía fue la tónica que marcó el ambiente, el rey, previa llamada a Mariano Rajoy, entonces presidente del gobierno, emitía un discurso ante los «momentos muy graves» que vivimos en nuestra vida democrática. En un mensaje directo a «todos los españoles», Felipe VI ratificaba como testigo «los hechos que se han ido produciendo en Cataluña, con la pretensión final de la Generalitat de que sea proclamada —ilegalmente— la independencia de Cataluña».

			Desde que terminó la alocución del rey emitida por televisión, la figura del monarca se ha convertido, ahora ya sin cortapisa alguna, en el centro de la diana de los ataques independentistas. En realidad, la inquina a la monarquía —como figura representativa de un país moderno que supo afrontar su propia crisis y vivió un proceso de renovación y, por lo tanto, era peligroso para los objetivos del independentismo— venía de lejos, pero ahora se focalizaba en la figura de Felipe VI porque el independentismo buscaba así sumar a su proyecto a todos aquellos que si bien no eran separatistas, sí eran republicanos.

			Las críticas al rey se produjeron desde todas las terminales mediáticas y políticas del independentismo, sin haber escuchado la mayoría de ellas la intervención. Quizá el independentismo pensó que Felipe VI podría actuar como lo hizo su ancestro Carlos IV en su claudicación frente a Napoleón en Bayona, pero no fue así. Felipe de Borbón estuvo a la altura de su función y del momento histórico que le tocaba vivir.

			Su intervención, breve, fue directa y no dejó lugar a ninguna interpretación. La defensa de la legalidad, la Constitución y el llamamiento a la convivencia y la democracia fueron inequívocos. El texto completo merece la pena ser recordado y leído una y otra vez como el momento de mayor dignidad y reafirmación de la democracia española, a la altura del que había realizado su padre la noche del 23 de febrero de 1981.

			 

			Desde hace ya tiempo, determinadas autoridades de Cataluña, de una manera reiterada, consciente y deliberada, han venido incumpliendo la Constitución y su Estatuto de Autonomía, que es la ley que reconoce, protege y ampara sus instituciones históricas y su autogobierno.

			Con sus decisiones han vulnerado de manera sistemática las normas aprobadas legal y legítimamente, demostrando una deslealtad inadmisible hacia los poderes del Estado. Un Estado al que, precisamente, esas autoridades representan en Cataluña.

			Han quebrantado los principios democráticos de todo Estado de derecho y han socavado la armonía y la convivencia en la propia sociedad catalana, llegando —desgraciadamente— a dividirla. Hoy la sociedad catalana está fracturada y enfrentada.

			Esas autoridades han menospreciado los afectos y los sentimientos de solidaridad que han unido y unirán al conjunto de los españoles; y con su conducta irresponsable incluso pueden poner en riesgo la estabilidad económica y social de Cataluña y de toda España.

			En definitiva, todo ello ha supuesto la culminación de un inaceptable intento de apropiación de las instituciones históricas de Cataluña. Esas autoridades, de una manera clara y rotunda, se han situado totalmente al margen del derecho y de la democracia. Han pretendido quebrar la unidad de España y la soberanía nacional, que es el derecho de todos los españoles a decidir democráticamente su vida en común.

			Por todo ello y ante esta situación de extrema gravedad, que requiere el firme compromiso de todos con los intereses generales, es responsabilidad de los legítimos poderes del Estado asegurar el orden constitucional y el normal funcionamiento de las instituciones, la vigencia del Estado de derecho y el autogobierno de Cataluña, basado en la Constitución y en su Estatuto de Autonomía.

			Hoy quiero, además, transmitir varios mensajes a todos los españoles, particularmente a los catalanes. A los ciudadanos de Cataluña —a todos— quiero reiterarles que desde hace décadas vivimos en un Estado democrático que ofrece las vías constitucionales para que cualquier persona pueda defender sus ideas dentro del respeto a la ley. Porque, como todos sabemos, sin ese respeto no hay convivencia democrática posible en paz y libertad, ni en Cataluña, ni en el resto de España, ni en ningún lugar del mundo. En la España constitucional y democrática saben bien que tienen un espacio de concordia y de encuentro con todos sus conciudadanos.

			Sé muy bien que en Cataluña también hay mucha preocupación y gran inquietud con la conducta de las autoridades autonómicas. A quienes así lo sienten, les digo que no están solos, ni lo estarán; que tienen todo el apoyo y la solidaridad del resto de los españoles, y la garantía absoluta de nuestro Estado de derecho en la defensa de su libertad y de sus derechos. Y al conjunto de los españoles, que viven con desasosiego y tristeza estos acontecimientos, les transmito un mensaje de tranquilidad, de confianza y, también, de esperanza.

			Son momentos difíciles, pero los superaremos. Son momentos muy complejos, pero saldremos adelante. Porque creemos en nuestro país y nos sentimos orgullosos de lo que somos. Porque nuestros principios democráticos son fuertes, son sólidos. Y lo son porque están basados en el deseo de millones y millones de españoles de convivir en paz y en libertad. Así hemos ido construyendo la España de las últimas décadas. Y así debemos seguir ese camino, con serenidad y con determinación. En ese camino, en esa España mejor que todos deseamos, estará también Cataluña.

			Termino ya estas palabras, dirigidas a todo el pueblo español, para subrayar una vez más el firme compromiso de la corona con la Constitución y con la democracia, mi entrega al entendimiento y la concordia entre españoles, y mi compromiso como rey con la unidad y la permanencia de España.

			 

			Durante años, la familia real había realizado un esfuerzo titánico por la coexistencia con el nacionalismo catalán. Para el nacionalismo era una relación cínica, Pujol agasajaba a Juan Carlos I mientras las juventudes del partido de Pujol abucheaban al rey a escasos metros de donde el padre del nacionalismo y el jefe del Estado departían animadamente. Pero el papel de la casa real fue siempre, como le corresponde, contemporizar, mirar hacia otro lado, perseverar en el mensaje de concordia y mostrar cercanía.

			El 3 de octubre no permitía mantener esa posición, el rey no tenía más remedio que cerrar cualquier puerta a que la comisión de ilegalidades, el impulso de la revuelta y la unilateralidad tuvieran como respuesta el premio de la concesión. La España de la segunda década del siglo XXI no es un país convulso, débil o acomplejado como había sido la España del XVIII, el XIX y grandes períodos del XX, es un país moderno, libre y democrático donde toda reivindicación tiene cauce dentro de la ley y la toma del poder al asalto no tiene justificación alguna.

			Almudena Martínez-Fornes, de ABC, escribió la mejor crónica que se ha publicado sobre la importancia de la intervención del rey y cómo se gestó:

			 

			Aquella noche bastaron seis minutos para que el marcador de la historia diera la vuelta. El 3 de octubre de 2017, el rey cortó en seco una ensoñación separatista que llevaba años marcando goles fuera de juego al Estado ante unos árbitros que se limitaban a llevarse las manos a la cabeza. En las gradas, el público asistía, cada día más abatido, al partido más sucio de la historia reciente.

			Es muy probable que el rey nunca se haya sentido más solo que aquel otoño en los pasillos del poder político, pero en cuanto salía a la calle todo era muy diferente: cientos de personas acudían espontáneamente allá donde fuera para respaldarle como símbolo de una nación de la que, como él, se sentían orgullosos y a la que, como él, veían amenazada. Unos, los que tenían oportunidad, se lo decían con palabras en corrillos durante los actos oficiales; otros, con banderas y pancartas o a gritos en la calle.

			No había vacío de poder, pero se respiraba una profunda sensación de vacío de poder. El rey veía que producía más miedo a las autoridades aplicar todo el peso de la ley que a los separatistas vulnerarla. Estos últimos se habían envalentonado ante unos políticos desbordados por la espiral de deslealtades y traiciones. Ahora puede parecer inexplicable, pero en aquel momento ninguno de los tres partidos constitucionalistas —PP, PSOE y Ciudadanos— era favorable a aplicar toda la Constitución, incluido el artículo 155, y el gobierno de Mariano Rajoy no quería asumir tal responsabilidad en solitario.

			El rey, como millones de españoles, contemplaba con preocupación el avance separatista y el repliegue del Estado, e iba lanzando avisos en sus discursos en público: «La Constitución prevalecerá, que nadie lo dude», advertía. Pasaban los días, las semanas y los meses —porque el golpe empezó a gestarse a finales de julio de 2017, con las llamadas «leyes de desconexión»— y don Felipe vio que la Constitución no tenía quien la defendiera, al menos con la energía que requerían aquellos acontecimientos.

			No sólo él había jurado «guardar y hacer guardar la Constitución», pero estaba claro que don Felipe le había dado un valor y significado a su doble juramento, primero como heredero de la corona y después, el día de su proclamación, que otros parecían no compartir.

			El rey suele leer prensa extranjera y, en aquellos días, veía cómo algunos de los medios de comunicación más influyentes del mundo asumían como válidas las tesis separatistas. La batalla internacional también la ganaban los independentistas, que habían desplegado todo un lobby de agasajos a los corresponsales extranjeros para inocularles disimuladamente su información tóxica.

			Nunca se sabrá lo que el rey hablaba con el presidente del gobierno en los despachos semanales de aquellos meses críticos, pero lo que sí se sabe es lo que ocurrió en la reunión del 3 de octubre de 2017, dos días después de que se celebrara el referéndum ilegal de independencia. Ese mediodía, Rajoy acudió al palacio de La Zarzuela para despachar con el jefe del Estado, y don Felipe le estaba esperando con unos folios en la mano. El rey quería dirigirse esa misma noche a los españoles por televisión y entregó al presidente del gobierno el texto del mensaje que quería transmitir. Rajoy lo leyó allí mismo detenidamente, y asintió; no le cambió ni una coma y, curiosamente, lo único que le preguntó fue si no iba a leer alguna parte en catalán. Don Felipe ya había valorado esa opción y tenía muy claro que quería dirigirse exclusivamente en español, porque esas palabras, como dijo, iban «dirigidas a todo el pueblo español».

			Así fue cómo el gobierno refrendó aquel mensaje extraordinario de un rey que tuvo que pedir a los poderes del Estado —gobierno incluido— algo tan evidente como que aseguraran el orden constitucional, pero que no lo hacían. Bastaron seis minutos para que desapareciera la sensación de vacío de poder y aquella noche los españoles se fueron a dormir algo más tranquilos y, sobre todo, con la garantía de saber que España, su democracia y su libertad, sí tienen quien las defienda.

			 

			No hay duda que la noche del 3 de octubre es el momento clave del procés, su importancia está muy por encima del 1 de octubre y de las dos declaraciones de independencia que aún están por llegar los días 10 y 27 de octubre. Tras ese discurso nada volvería a ser lo mismo. Millones de catalanes se sintieron legitimados para salir de la oscuridad, para expresarse, para decir basta. Sin duda no fue la intención del rey, pero su discurso espoleó la convocatoria masiva de la manifestación del 8 de octubre.

			El discurso del rey fue seguido con emoción en millones de hogares de catalanes no independentistas que jamás habían oído la frase «no están solos ni lo estarán». Las palabras de Felipe VI fueron seguidas en esos hogares con emoción, positiva sorpresa por su claridad y en muchísimos casos con lágrimas en los ojos dado que la intervención del rey servía también para tomar conciencia de la situación absolutamente excepcional que estamos viviendo. Es terrible que se hubiera tenido que llegar a ese punto para que estas palabras retumbaran con toda la fuerza en los oídos de los catalanes independentistas y no independentistas.

			La intervención del monarca también fue un antes y un después para el independentismo, su estrategia siempre fue la de forzar las cosas hasta un extremo en que el Gobierno y las instituciones del Estado estuvieran entre la espada y la pared y, por lo tanto, no tuvieran más remedio que claudicar mediante una negociación forzosa en la que tuvieran un papel destacado agentes internacionales. Ahora ya sabían que eso no iba a suceder, y visto lo que sucedió las semanas posteriores no tenían un plan B.
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El alma de las empresas

			La Caixa había forjado su prestigio en Cataluña después de la guerra civil. Al igual que Kohl había decidido —de forma absolutamente antieconómica pero totalmente comprensible desde un punto de vista político para lanzar un mensaje de igualdad entre compatriotas reunificados— cambiar los marcos de la República Democrática Alemana en pie de igualdad 1 = 1 con los marcos de la República Federal Alemana, cuatro décadas antes La Caixa había respetado los pocos ahorros que les quedaban a sus impositores al finalizar la guerra y cambiaron en equivalencia las pesetas de la República por las pesetas de la España de Franco.

			El fútbol tiene frases hechas como «Fútbol es fútbol», «El fútbol es así» o «Lo importante es el equipo», en el mundo de la empresa y la economía también hay una serie de tópicos a los que se recurre con frecuencia: «El dinero es cobarde» o «Las empresas necesitan seguridad jurídica». En Cataluña, ni las empresas ni sus organizaciones representativas habían escapado a la presión nacionalista, y se habían visto obligadas a nadar y guardar la ropa. No protestar o hacerlo en voz baja cuando leyes lingüísticas obligaban a rotular en catalán o cuando las patronales apoyaban a ciegas, siempre, a Pujol y su política de «peix al cove» o, lo que es lo mismo, pactar siempre con el que mandara en Madrid a cambio, en apariencia, de dádivas para las empresas y la economía catalana.

			El pujolismo siempre desconfió de Foment del Treball, que había tenido liderazgos fuertes, indiscutiblemente catalanes, como Alfred Molinas, Carlos Ferrer Salat o Joan Rosell, pero también poco inclinados al nacionalismo, así que promovió otra organización empresarial, Pimec, con el fin de tener una voz empresarial cercana y propia. Sería falso afirmar que todas las empresas y sus ejecutivos y empresarios contemporizaban con Pujol y le dejaban hacer sólo por interés. CiU se hizo fuerte entre el empresariado y el mundo del comercio con un discurso que era un cóctel extraño de proteccionismo económico con gotas de liberalismo fiscal. El discurso pujolista frente al empresariado siempre era el mismo: la consagración del ventajismo por razón de ubicación geográfica justificado por las deudas históricas del resto de España con las empresas catalanas. Como argumentario de apoyo a este discurso, Pujol, Alavedra, Subirà y todo el equipo económico de Pujol incluían la loa a la laboriosidad catalana frente a una cierta indolencia del resto de los españoles. No hacía falta decirlo, claro, todo se sobreentendía en un ambiente de autocomplacencia que llenaba los salones de los actos empresariales que Pujol presidía por doquier. Cataluña necesitaba más y mejores infraestructuras porque ya que éramos más trabajadores, las aprovecharíamos más.

			En definitiva, el pujolismo empresarial era una puesta al día de la «Saga de los Rius», una serie de TVE emitida en los años setenta que contaba la vida de una familia burguesa barcelonesa a finales del siglo XIX y principios del XX. El empresariado oligárquico catalán siempre fue pujolista y oscilaba entre el felipismo y la derecha en función de quién gobernaba en Madrid. Aunque, como explica Manuel Milián Mestre, en los primeros años de la democracia apoyó generosamente a Manuel Fraga.

			 

			 

			Con el procés todo cambió. El empresariado se vio contaminado por el mismo virus que afectaba al conjunto de Cataluña: independencia sí frente a independencia no. Muchos empresarios, en apariencia cada vez más, suspiraban por el pacto fiscal: más independencia económica, pero sin perder el privilegio que supone acceder, sin tener que salir de sus fronteras, a un mercado que ofrece más de 40 millones de personas con un buen nivel de renta. Así que el nivel de crítica a Mas y Puigdemont fue casi nulo, no hasta llegar al abismo, sino cuando ya se había dado el salto. Cuando el empresariado institucionalizado tenía que elegir entre el respeto a la seguridad jurídica que ofrecía Moncloa o la aventura que ofertaba la Generalitat, o bien tomaba partido por éstos, o, en el mejor de los casos, exigía que se escucharan las «justas demandas de Cataluña».

			Habiendo sido de esta manera las relaciones entre poder político y poder económico, poderes que estaban cada vez más mezclados entre sí, es normal que el independentismo pensara que el empresariado tampoco ofrecería resistencia alguna al tránsito al nuevo Estado. Pero el drama que se había larvado durante todo este tiempo estaba a punto de empezar, y sus consecuencias se extenderán a lo largo de los años venideros.

			El 7 de octubre, el BOE publicó el Decreto Ley 15/2017 de medidas urgentes en materia de movilidad de operadores económicos dentro del territorio nacional. Leído así, fríamente, parece un decreto liberalizador en la línea de reforzar la unidad del mercado que el gobierno Rajoy había anunciado con Jaime García-Legaz, secretario de Estado de Comercio. Efectivamente, el decreto facilitaba la toma de decisiones de las empresas cotizadas y sociedades anónimas simplificando los trámites para reubicar su domicilio social y fiscal, pero en realidad lo que hacía era incentivar a todas las empresas con sede en Cataluña para que tengan una nueva sede y evitar quedarse fuera del territorio español y de la Unión Europea en caso de consumación de la independencia, tal como de manera insistente reiteraban que sucedería de forma inminente los líderes separatistas que estaban al frente de las instituciones catalanas.

			Una posible declaración de independencia que dejara a estas empresas fuera de un marco legal y regulador español y europeo hubiera provocado una caída de sus acciones en bolsa, un vacío legal e incluso dificultades logísticas de producción, transporte y distribución de consecuencias imprevisibles. De la mano de economistas afines como Modest Guinjoan o Xavier Quadras, el independentismo había teorizado sobre los nulos efectos de un posible boicot del mercado español a las empresas catalanas, alegando que el posible boicot se vería compensado con creces por las ventajas que ofrecería el nuevo paraíso terrenal que sería la Cataluña independiente: la Dinamarca del Mediterráneo en palabras de Artur Mas. En realidad, tal como dijeron los cargos de la Conselleria de Oriol Junqueras, al llegar al momento de la proclamación de la independencia no tenían ni idea de qué podría suceder, ni nadie había llamado a un boicot desde el resto de España a las empresas catalanas. En cambio, desde Catalunya, e impulsado por Òmnium o el Cercle Català de Negocis y con el silencio cómplice de la Generalitat, sí se había intentado promover boicots a empresas de la mismísima Cataluña que no fueran consideradas suficientemente identificadas con la causa separatista.

			El 5 de octubre se inició la salida de empresas. Las dos primeras, los dos grandes bancos: el Sabadell y La Caixa. Pocos años antes, el exconseller de Economia con Maragall, Antoni Castells, en plena crisis de las cajas de ahorros, había manifestado que «en aquesta volada Catalunya no perderà cap llençol», refiriéndose a que el sistema de cajas de ahorros catalán, con once entidades, sobreviviría. No sólo eso no fue cierto, todas las cajas o bien desaparecieron o bien fueron absorbidas por BBVA, Bankia y la propia Caixa y Sabadell, sino que ahora las dos últimas entidades que quedaban en Cataluña tomaban el camino del exilio económico impulsadas por Junqueras y Puigdemont. La Caixa hacia Valencia, donde ocupará la sede del antiguo Banco de Valencia, que había adquirido durante la crisis financiera de MAFO, y el Sabadell hacia Alicante, para asentarse en la sede de la antigua CAM, que se había quedado al módico precio de un euro y... toda la deuda inmobiliaria que tenía, un regalo envenenado.

			Incluso en un momento de tanto dramatismo, casi ningún empresario, excepto los que formaban parte de Empresaris de Catalunya, abrió la boca. Efectivamente, «fútbol es fútbol» y «el dinero es cobarde...», muy cobarde. En el momento del anuncio de la salida de Cataluña de ambas entidades financieras, ya habían corrido como la pólvora las fotografías publicadas por el Heraldo de Aragón de la oficina de La Caixa en la franja entre Huesca y Lleida con colas en la calle de catalanes que abrían cuentas, y eran vox populi los rumores de las llamadas cuentas espejo que las entidades financieras ofrecían para mover el dinero fuera de Cataluña para evitar perder clientes. En pocos días, 30.000 millones de depósitos, un 17 por ciento del total de los recursos custodiados por las oficinas bancarias catalanas, emprendían camino a infinidad de oficinas bancarias de toda España.

			Muchos de los catalanes que esos días hablaban con sus gestores, asesores fiscales y oficinas bancarias eran independentistas. Una vez más, una doble moral sacudía la sociedad catalana: independencia sí, pero a coste cero, sin riesgo, manifestación sí, independencia también, pero el dinero a buen recaudo. Lo mismo había sucedido durante décadas con la educación, inmersión sí, pero para el resto. Laia Reguant, uno de los rostros más identificables de la CUP, echó gasolina al inflamable ambiente al afirmar que impondrían un corralito: «A partir de la declaración de la independencia haremos un control de capital y flujos para garantizar al menos durante un tiempo el funcionamiento de la República». El decreto publicado por el gobierno para facilitar el cambio de sede social de las empresas tuvo efectos balsámicos, y al día siguiente de que viera la luz en el BOE la bolsa subió un 6 por ciento.

			En pocos días, todas las cotizadas con sede en Cataluña y la mayoría de las grandes empresas familiares, excepto Grifols, anunciaron mediante escuetos comunicados o hechos relevantes, sin más explicación, a la CNMV, el camino a Madrid, Valencia, Málaga, Zaragoza. Incluso la empresa más antigua de Cataluña, Codorníu, se trasladó a La Rioja. Las comparaciones con la región de Quebec (Canadá) se reproducían. Gas Natural, Colonial, Abertis, encabezada por Salvador Alemany, que hasta hacía poco tiempo había presidido un organismo económico por encargo personal de Artur Mas, Cellnex, Idilia Foods, propietario de marcas como Nocilla y Cola Cao, San Miguel, Bimbo, Axa, Planeta, Catalana Occidente, Gaesco, propiedad de la familia de Joan Hortalà, síndico de la Bolsa de Barcelona y exlíder de ERC, Dogi, Pastas Gallo... Las empresas deciden que es mejor irse sin ruido cuanto antes, porque en medio de la catarata de salidas se es menos visible. Al temor al limbo jurídico provocado por la, al parecer, inminente independencia se une el miedo al boicot interior, en el mercado catalán, de los consumidores independentistas. José Luis Bonet, presidente de la Cámara de Comercio de España y de Freixenet, es de los pocos que lo verbaliza: «Sufrimos doble boicot». Juan José Bruguera, presidente del Círculo de Economía, hablará de «bomba para la economía», pero la entidad que preside es de las que mayor equidistancia ha mostrado durante el procés.

			Estas salidas suponen una pérdida de 100.000 millones en facturación, que es la suma de las ventas de las 5.100 empresas que movieron su sede social. Es una sangría sin precedentes en la historia reciente de Europa, de la que el independentismo culpará al gobierno de España y a las cargas policiales del 1-O, entre el silencio de los empresarios, que ya han hablado con las decisiones de sus consejos de administración extraordinarios. Se estima que es la mayor salida empresarial de un territorio sin que haya habido un enfrentamiento armado. Mientras, unas 200.000 personas han cambiado de empadronamiento para garantizarse que viven en España a todos los efectos pase lo que pase.

			En esos días, los efectos de la incertidumbre y el alud de noticias sobre la situación en Barcelona tendrán una incidencia nefasta en muchos sectores, pero en especial en el turismo, que además ya estaba experimentando la caída de reservas como consecuencia del atentado de agosto en Barcelona. American Airlines recomendó a sus clientes no viajar a Barcelona, y ante la inquietud de sus clientes, algunas compañías de crucero atracaron en Valencia en lugar de en Barcelona.
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El 8 de octubre de 2017: El día de la mayoría silenciosa

			Cataluña siempre ha sido dibujada como un lugar díscolo donde vive gente desafecta a la España invertebrada de Ortega. Un gran número de los españoles creen que la mayoría de los catalanes llevan en su bolsillo forzadamente y con resignación un DNI en el que pone España. Quién sabe si más que un retrato es una caricatura. La realidad es que Cataluña, o quizá para ser más precisos deberíamos decir el separatismo, ha hecho mucho por la actualización del sentimiento patrio, tanto dentro de Cataluña como en todo el territorio nacional.

			Sin el separatismo no hubiera habido miles de concentraciones en toda España durante los primeros fines de semana de octubre ni, sobre todo, millones de españoles, entre ellos muchos catalanes, hubieran colgado la bandera española en su balcón.

			Tres años antes del 8 de octubre, un 12 de septiembre de 2015, Enric Juliana se preguntaba en La Vanguardia: «¿Existe la mayoría silenciosa?». A lo que él mismo respondía: «Considerar que la mayoría silenciosa constituye en Cataluña un bloque homogéneo, cerrado y totalmente enfrentado al soberanismo es un error, hay muchos matices». El cronista de La Vanguardia tiene razón, y además podríamos añadir que hasta el domingo 8 de octubre de 2017 no dejó de lado su heterogeneidad, por unas horas, para, por una sola vez en la historia, actuar en bloque.

			Por muchísimas razones, la del 8 no fue una manifestación normal. Jamás sus asistentes se vieron en la tesitura de acudir a una manifestación para defender que no querían convertirse en extranjeros en el sitio en que habían nacido.

			La inmensa mayoría de las personas que asistieron a esa manifestación jamás habían ido a ninguna. La manifestación no fue una concentración de españolistas recalcitrantes, ni de gente de Vox o Falange, tal como «informó» TV3 el día antes.

			Tras el 1 de octubre, la huelga general del 3 y el discurso del rey, una ola de espontaneidad desorganizada invadió las redes, más que una convocatoria de alguna organización, las organizaciones se sumaron a la movilización, y Societat Civil Catalana intentó encauzar todo eso lo mejor que pudo. La improvisación era tal que se acordó un punto de encuentro de vips en la parte baja de la plaza Urquinaona para ubicar a esas personas más representativas en la cabecera de la manifestación, y muchos de ellos acudieron espontáneamente, sin informar a la organización, y otros se perdieron deliberadamente entre los asistentes para no señalarse en exceso.

			Los días previos a la convocatoria estuvieron llenos de dudas por parte del establishment. Era lo habitual desde siempre. Que si no era el momento, que si podía haber disturbios, que si sería peor. Pero la ola iba creciendo. Los días que se sucedieron entre el 3 y el 8 la gente empezó a llamarse unos a otros por teléfono, muchas personas hacían preguntas como «si era seguro asistir con sus hijos», o interpelaban a su interlocutor sobre si creía que «iba a haber incidentes».

			La manifestación fue organizándose a medida que crecía el alcance de la convocatoria. No fue sólo un éxito de Sociedad Civil Catalana ni de ninguna otra organización. La incertidumbre sobre la convocatoria era tal que por parte del Partido Socialista no asistió Miquel Iceta. En su lugar lo hizo Salvador Illa, secretario de organización del PSC. Fue la radicalidad independentista, pero, sobre todo, lo que movilizó a la gente fue la sensación angustiante de incertidumbre, de impotencia, la percepción de que el gobierno de España no tenía nada bajo control y que en cualquier momento podía perder el orden público.

			La manifestación del 8 de octubre no fue un acto patriótico, fue una convocatoria desesperada. La previa no sólo no contó con medios como la campaña de promoción gratuita de los medios de comunicación públicos catalanes así como de todos los privados mantenidos ficticiamente mediante subvención pública, sino que tampoco contó con trenes especiales, refuerzo del sistema de autobuses ni nada por el estilo. En realidad, incluso el recorrido elegido no era el adecuado por insuficiente, aunque eso no es criticable dado que días antes se creía justo lo contrario.

			La gasolina de la «mani» fue la sensación íntima de cada uno de los asistentes de que se debía hacer algo. Muchas de las personas que se encontraron esa mañana en el centro de Barcelona tenían la convicción de que la separación era irremisible y asistían sólo para dar testimonio de su identidad.

			El día amaneció como uno de esos domingos que más que de principios de otoño parecía de final de verano. La concentración fue tal que el calor y la casi imposibilidad de avanzar llegaron a ser agobiantes. Cierta sensación de incredulidad por la grandiosidad de la manifestación acompañaba a todos los asistentes, y no tuvo que lamentarse ningún incidente. La previsión de asistencia era tan manifiestamente menor que ni tan siquiera había un helicóptero que captara imágenes para los medios de comunicación.

			El paso por delante de la comisaría de la Policía Nacional se convirtió en un homenaje a un cuerpo que lo estaba pasando mal. Unos hacinados y ridiculizados en el puerto de Barcelona, en un crucero con un casco pintado con un Piolín gigantesco, y otros sufriendo escraches en los hoteles en que se alojaban de la costa de El Maresme.

			Puigdemont, Junqueras, Pujol y el resto de los líderes que habían dedicado una vida a borrar de la faz de Cataluña lo que estaba pasando en la vía Layetana jamás nos dirán qué sensación experimentaron al ver esa marea de catalanes que, simple y llanamente, no se querían ir de España. Sin embargo, su ira debió ser mayúscula porque fueron ímprobos los esfuerzos de los medios de comunicación públicos y sus aliados en el procés para afirmar que casi todos los asistentes procedían de otros lugares de España y que eran de ultraderecha. No hay duda de que sabían que mentían, pero el peor de sus fracasos era ver cómo la obra de su vida, borrar la existencia de España y la identidad de millones de personas, había fracasado. Cataluña no era, como ellos afirmaban, «un sol poble».

			Tampoco llegaremos nunca a saber si esa multitud de catalanes partidarios de la unidad y hartos del procés tuvieron algún tipo de influencia en Puigdemont para que declarara días más tarde la independencia y la suspendiera un suspiro más tarde, pero es plausible pensar que en el ánimo de los líderes independentistas pesara el riesgo de conflicto civil en las calles catalanas que podía acarrear la declaración unilateral.

			La manifestación llegó hasta las puertas del parque de la Ciutadella, donde la principal intervención la realizó Mario Vargas Llosa. El premio Nobel pasó parte de su juventud en Barcelona, donde nació su hija. Vargas Llosa había dicho de Barcelona: «Viví cinco años maravillosos allí cuando era la capital cultural de España. Unos años en los que los españoles iban allí porque ya se sentía Europa», así que su intervención tenía una gran carga emotiva: «Todos los pueblos modernos o atrasados viven en su historia momentos en los que la razón es barrida por la pasión nacionalista».

			La entrevista que Vargas Llosa concedió a posteriori a ABC es el mejor resumen del ánimo que acompañó a la gran mayoría de los asistentes: «Lo que más me llamó la atención fue ver esa enorme cantidad de gente. Era algo gigantesco. Creo que la manifestación más grande que he visto en mi vida. Me impresionó muchísimo porque yo tenía la impresión, que creo que era muy extendida, de que realmente no había tantas personas en Barcelona en contra del independentismo, y no era cierto, fue algo realmente conmovedor, muy impresionante, y creo que sirvió para desbaratar esa idea de que hay una gran mayoría de catalanes a favor de la independencia. No esperaba que fuera una cosa tan grande, los propios organizadores se vieron desconcertados y sorprendidos por una marea humana. Todo fue un acto de afirmación tanto de vitorear a España como a Cataluña. Un acto muy estimulante, muy hermoso y con unas consecuencias políticas evidentes».

			Vargas Llosa reconoció a ABC que: «Yo me había prometido a mí mismo no volver a subir a una tribuna callejera, pero esas promesas... Estoy muy contento de haber participado en un acto tan hermoso de afirmación. No se me va a olvidar nunca que ese día encontré viejos amigos que no veía hace muchos años y que estaban allí, manifestándose. Manifestándose por Cataluña y por España al mismo tiempo, en un acto de cariño muy democrático. Me confirmó algo que he creído siempre y es que Cataluña es España, forma parte de España, y creo que va a seguir siendo así».

			Al finalizar las intervenciones, la gente se retiraba sin prisa, muchos de ellos se abrazaban aunque fueran desconocidos, la manifestación había supuesto un alivio al descubrir que además del acompañamiento del rey había miles de vecinos y, como diría Josep Pla, «amics, coneguts i saludats» que no son independentistas, pero no disipaba la incertidumbre sobre los días venideros.

			Posiblemente sería una exageración afirmar que el 8 de octubre cambió la historia de Catalunya, pero sí cambió el ambiente social y el ánimo de millones de personas que hasta ese día jamás se atrevieron a decir qué pensaban ni qué sentían. Muchos siguen en silencio, pero otros muchos a día de hoy hablan y opinan.
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Los ocho segundos de independencia

			En Eldiario.es, José Precedo y Yeray S. Iborra realizaron un magnífico relato de qué ambiente había en Barcelona el 10 de octubre, día en que estaba convocado el pleno del Parlament que tenía que proclamar la independencia, según el gobierno catalán, como paso lógico tras el resultado del referéndum. Era la segunda vez en menos de un siglo que Cataluña iba a declarar su independencia, la otra estuvo a cargo de Lluís Companys en 1934, durante la Segunda República, y dicha proclamación fue sofocada por el gobierno republicano enviando al ejército y deteniendo a todo el gobierno de la Generalitat.

			 

			La jornada había comenzado con una calma rara. Europa entera mirando a Barcelona —donde este martes había 1.000 periodistas acreditados— y la ciudad empeñada en mantener su pulso cotidiano. Los trajes de corbata entrando y saliendo de las oficinas del centro y las terrazas de Ciutat Vella plagadas de turistas y menús del día. Sólo los rotores de los helicópteros atronando desde el cielo anunciaban otro día excepcional. Y la Delegación del Gobierno (del gobierno central) vallada desde hace días por furgones de policía (de Policía Nacional), y sus agentes armados con metralletas y, enfrente, un utilitario con una pareja de Mossos.

			 

			Fue el día en el que el independentismo estuvo más cerca del éxito. Tras las imágenes del 1 de octubre, la masiva huelga del 3 y la campaña de comunicación internacional, toda Europa estaba pendiente de lo que fuera a suceder esa tarde en el Parlament de Catalunya. Finalmente, las autoridades de la Comisión Europea se tomaron el tema en serio e incluso Donald Tusk pidió por Twitter a Puigdemont que no «dinamitara los puentes de diálogo». Ese día estaba prevista una reunión del Comité de las Regiones, donde el presidente de la otra Generalitat, la valenciana, Ximo Puig, hijo de Morella, una población del Maestrazgo en el linde entre Castellón y Tarragona, intervino y se dirigió al presidente de la Generalitat del norte, Puigdemont, para recordarle que «la primera obligación del gobernante es no causar dolor a la población».

			Precedo e Iborra hacen también la crónica de cómo se vivió ese día en Madrid: «Y en el Senado español, la vicepresidenta del gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, había mantenido el último rifirrafe con el portavoz del PDeCAT, Josep Lluís Cleries: “Están a tiempo de tomar una decisión justa. Apelo a su conciencia”, dijo Santamaría. “Visca Catalunya lliure”, cerró su intervención el senador nacionalista sin responder a la vicepresidenta». Vista la actitud de Cleries, parece obvio que estaba convencidísimo de que por la tarde el presidente de la Generalitat de Catalunya iba a proclamar la independencia unilateral.

			Muy acertadamente, los periodistas de Eldiario.es escriben que lo que iba a suceder esa tarde era el resultado de un plan aprobado en el Parlament en septiembre de 2015.

			La jornada tuvo suspense y los aplazamientos y demoras que ya se habían convertido en marca de la casa independentista. No parece que ese retraso haya alterado los ánimos de los concentrados cerca del Parlament convocados por la ANC y Òmnium y que estaban convencidos de que asistirían en directo al alumbramiento de un nuevo país, al estilo de la gente que se concentró en calles y plazas de Palestina durante la votación sobre la partición de la colonia británica el 14 de mayo de 1948.

			El día fue el tercero de gran tensión tras el 1 y el 3. La gente especulaba sobre qué sucedería por la tarde en el Parlament. ¿Declarará o no la independencia? ¿Qué pasará a continuación? ¿Vendrá el ejército? Con el paso del tiempo parece mentira, pero aquel día más de uno y de cien y de mil hizo acopio de gasolina en su vehículo, agua y alimentos en casa. Todo eran especulaciones y nervios.

			El pleno arrancó a las 19.00 horas, con más de una hora de retraso. Parece contrastado que Donald Tusk mantuvo una larga conversación con Puigdemont en la que no hubo ningún compromiso concreto por parte del expresident, así que el propio Tusk, como el resto de la gente, se tuvo que sentar a ver qué sucedía en el pleno sin tener certeza sobre qué diría Puigdemont.

			Finalmente, Carme Forcadell dio la palabra a Puigdemont, que habló desde el atril del Parlament para más de 1.000 medios de comunicación de cinco continentes. Desde Yugoslavia, ningún país europeo había vivido una división. El último había sido Sudán del Sur en 2011, Kosovo en 2008 y Montenegro en 2006.

			Puigdemont encaró la parte nuclear de su intervención: «Asumo presentarles los resultados del referéndum, el mandato del pueblo es que Cataluña se convierta en un Estado independiente en forma de república. Las urnas, el único lenguaje que entendemos, dicen sí a la independencia y éste es el camino que estoy dispuesto a transitar».

			Puigdemont, cual actor o bien para enfatizar y disfrutar de lo que acabar de decir o bien para tomar aire, hizo un largo silencio, de ocho segundos, y prosiguió: «Proponemos suspender durante unas semanas la declaración de independencia para entrar en una etapa de diálogo».

			No parece casualidad que declarara en singular la independencia, atribuyéndose, pues, todo el mérito. En cambio, su suspensión la notificó en plural, como compartiendo con no se sabe quién la responsabilidad de dicha decisión. Los medios de comunicación no saben qué tipo de información emitir. ¿Cómo tiene que abrir la CNN, con la declaración de independencia o no?

			En la calle no tienen las dudas que le surgen a Reuters o Fox News, son conscientes de lo que acaba de suceder, les han empatado en el minuto 95. Fueron ocho segundos independientes. El meme con la cara de la misma persona en éxtasis y desolada al cabo de ocho segundos se convirtió en un símbolo. La explanada donde la ANC había colocado sus pantallas y los bares cercanos se vaciaron a gran velocidad entre un ensordecedor silencio que hacía patente la decepción. El que tenía que ser el gran día del independentismo se convirtió en la primera de las acciones de Puigdemont que desconcertaron a muchos, pero en especial a los que le eran políticamente más afines.

			Todos los que no deseaban la independencia, que han vivido el día acongojados por la declaración en sí y sus consecuencias, respiran aliviados. No saben qué sucederá a continuación, pero se ha evitado el desastre.

			El 11 de octubre, por segunda vez, Rajoy podría haber aplicado el artículo 155 de la Constitución e intervenir el gobierno autonómico. La primera vez podría haber sido el 8 de septiembre, tras los dos plenos que aprobaron las leyes inconstitucionales del referéndum y la desconexión. La segunda, tras la declaración de la independencia, pero Rajoy optó por la prudencia. Sus críticos pueden alegar que siempre deja pudrir los problemas. Pero el hecho es que el momento era tan explosivo que él optó por enviar una carta a Puigdemont pidiéndole que aclarara si declaró la independencia o no, y le dio un plazo que Puigdemont agotó respondiendo de forma evasiva para evitar reconocer que no declaró la independencia y también para intentar eludir la acción de la justicia. El 16, Rajoy ofreció a Puigdemont un segundo plazo para que aclare definitivamente si declaró la independencia o no. En esos días hubo gente que vivió en su particular República de Saló.

			Ese mismo día 16, los líderes de ANC y Òmnium, Jordi Sánchez y Jordi Cuixart, así como el mayor de los Mossos, José Luis Trapero, fueron citados a declarar por la jueza Carmen Lamela en la Audiencia Nacional con relación a los hechos de los días 20 y 21 de septiembre en la Conselleria d’Economia y otras dependencias de la Generalitat. Al terminar su declaración, y contra pronóstico, la jueza ordena la entrada en prisión de los dos líderes de las organizaciones independentistas y deja en libertad, con medidas cautelares, al jefe de los Mossos. La jueza basa su decisión en que «los sucesos del 20 y 21 de septiembre son muy graves y constituyen delito de sedición. La finalidad de las protestas era impedir que funcionarios de justicia y agentes de la Guardia Civil pudieran cumplir las órdenes del juez Juan Antonio Ramírez Sunyer».

			En la crónica que publicó ese día en su edición on line, El País cita el atestado de la Guardia Civil en el que se habla de «actividad de contravigilancia de los Mossos para proteger a determinadas personas frente a posibles actuaciones de la Policía Nacional y la Guardia Civil». Asimismo, la magistrada relaciona a Trapero con la estrategia para la ruptura de Cataluña con España recogida en el documento EnfoCAT que se halló en el domicilio particular de Josep María Jové, colaborador directo del vicepresidente de la Generalitat, Oriol Junqueras.

			En su auto de 15 páginas, Lamela justifica el ingreso en prisión tanto por la gravedad de los delitos como por la posibilidad de destrucción o alteración de pruebas, pero una ola de indignación y sorpresa recorre el mundo independentista. Hablan de venganza, de secuestro, de que los presos preventivos son rehenes, y ponen en marcha, una vez más, una estrategia que no es nueva. Se deja de hablar de independencia como tema central para hablar de presos políticos, de manipulación de la justicia y de España como país no democrático. Como en el pasado reciente y lejano, el objetivo del independentismo es el de buscar elementos que sumen adeptos a su causa mediante argumentos que sean más populares que la independencia: en el pasado fue «el dret a decidir», ahora serán «los presos políticos». El fariseísmo político corre por la columna vertebral del independentismo, fuera de micrófono sus análisis son: «El Estado nos hace un favor encarcelando a los Jordis». Por enésima vez, el victimismo como estrategia.

			El encarcelamiento de los líderes de ANC y Òmnium puso, de nuevo, en mala situación a los catalanes no separatistas, que son constantemente interpelados sobre si creen que deben estar en prisión, y se crea un estado de opinión en el que la persona que no pida la libertad es señalada como intolerante, falto de piedad y empatía. Si no estás por la libertad, si no estás contra el Estado de derecho, si no apoyas la comisión de presuntos delitos graves y, por lo tanto, la libertad de los Jordis, eres mala persona.
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Que la independencia no estropee el fin de semana. El mejor momento de Rajoy

			Los plazos a la carta de Rajoy se cumplieron sin respuesta concluyente de Puigdemont. Intervino entonces el lehendakari, Iñigo Urkullu, que intentó que el presidente de la Generalitat abandone la unilateralidad y convoque elecciones autonómicas con el fin de que haya lo que el independentismo llama un mandato concluyente del pueblo en favor de la independencia. Parece que a última hora del 25 de octubre Puigdemont da su brazo a torcer y da instrucciones a los funcionarios del Palau de la Generalitat para que convoquen una rueda de prensa para el día siguiente para anunciar la convocatoria electoral.

			Tras el 1, 3 y 10 de octubre, la mañana del 26 fue el cuarto día de tensión extrema. La mañana fue un hervidero de rumores, idas y venidas en los despachos del Palau de la Generalitat. Una vez más, la calle en vilo, unos deseando fervientemente que no se convoquen elecciones y se prosiga en el camino de «implantación de la República», y los otros suspirando por superar otro match ball que supondría la convocatoria electoral y seguir legalmente dentro de España, aunque sea por un tiempo más.

			La rueda de prensa convocada a media mañana fue aplazada una y otra vez. Las crónicas recogidas en magníficos libros como El naufragio, de la directora adjunta de La Vanguardia, Lola García, cuentan cómo Marta Rovira, secretaria general de ERC, entró hecha una furia en los nobles despachos del Palau de la Generalitat clamando contra la convocatoria electoral. ERC reunió a su ejecutiva y acordó que abandonaría el gobierno catalán en caso de que Puigdemont convoque elecciones.

			Los republicanos se han esforzado mucho en borrar de la memoria colectiva cuál fue su actitud aquel día. Desde la huida de Puigdemont y la entrada en prisión de Junqueras, se han esforzado en presentarse como independentistas pragmáticos frente al independentismo mágico que propugna Puigdemont y su entorno. Pero la realidad es que aquel día, que vistos los acontecimientos posteriores resultó fatídico para el independentismo, los republicanos fueron, en palabras del propio Puigdemont, los que le hicieron desistir de su intención de convocar elecciones. A las cinco de la tarde, la rueda de prensa quedó definitivamente desconvocada, y el pleno que se iba a celebrar al día siguiente, viernes, siguió su camino.

			Puigdemont cedió a la presión de los republicanos, que simboliza Rufián equiparando en un tuit al presidente de la Generalitat con Judas al escribir «155 monedas de plata»; cedió a la presión de la CUP, que simboliza su excandidato a la presidencia de la Generalitat, Antonio Baños, al tuitear una foto de Puigdemont del revés. No deja de sorprender la fuerza decisiva que en ese momento tuvieron dos personas procedentes de un movimiento irrelevante y casi inexistente: Súmate, una organización creada desde la ANC para que «los otros catalanes de Candel» o «els xarnegos», como en realidad son tratados por el nacionalismo, se pasen al independentismo. Puigdemont también cedió a la presión de algunos de sus diputados, como el alcalde de La Seu d’Urgell, Albert Batalla, que anunciaron que abandonarían sus escaños. El presidente de la Generalitat, que ha llevado al máximo la tensión social, que no ha tenido reparo alguno en colocar en situaciones personales extremas a muchos, no aguantó la presión de los suyos y se preparó para la declaración de la independencia al día siguiente. Parece que a no ser que se pidiese el ojo de halcón, ese match ball se iba a perder. A última hora de la tarde, Santi Vila, conseller de Empresa, presentó su dimisión, la ira independentista viró de Puigdemont hacia el ya exconseller y exalcalde de Figueras.

			El día 27, nuevo día de tensión extrema, se celebró el pleno, aplazamientos y más aplazamientos, muchos menos medios de comunicación internacionales y más confrontación social en la calle. Tras el 8 de octubre, son muchos los que ya se atreven a mostrar su hastío hacia la situación. Al mediodía, Puigdemont declaró la independencia, ninguna euforia, ninguna publicación en el DOGC, la incertidumbre ya no sólo recorre la Cataluña no independentista, sino también a la oficialidad separatista. ¿Qué hacer a continuación? Por el centro de Barcelona, algunas muestras de euforia, algunos en moto con estelades, otros mostrando su disconformidad.

			La tarde de ese viernes será la reproducción del guion de Astérix en Bretaña, ese magnífico cuaderno de Goscinny y Uderzo en el que los aguerridos guerreros bretones a las cinco de la tarde dejan de luchar contra las legiones romanas para tomar el té y los viernes por la tarde dejan el campo de batalla hasta el lunes por la mañana.

			TV3 colocó una cámara fija en el techo del Palau de la Generalitat esperando a que sea arriada la bandera española, será su símbolo de la finalmente alcanzada independencia. Será su derribo de la estatua de Sadam a la entrada de las tropas norteamericanas en Bagdad tras la segunda guerra del Golfo, el fin de la opresión española. La tarde pintaba bien para el separatismo dado que en la subdelegación del gobierno en Girona la bandera cayó a la calle sin resistencia, pero en Barcelona pasaron los minutos, las horas, llegó el atardecer y la bandera seguía ahí.

			Mientras la enseña nacional permanecía en el techo del Palau de la plaza Sant Jaume, empezó una catarata de posicionamientos internacionales. La tan repetida idea de Junqueras, Puigdemont y Mas de que el mundo reconocería a Catalunya si se hacía efectiva la declaración de independencia se diluyó, como también se diluyó la otra idea, repetida machaconamente, sobre la negociación internacional. El independentismo afirmaba que la diplomacia mediaría para encontrar una solución. Pero aquella tarde, la Unión Europea, la ONU, la OTAN y todos los países importantes del mundo se posicionaron a favor de la unidad de España. El independentismo, estupefacto por la unanimidad y contrariado, no reaccionó, se marchó del Palau y se fue de fin de semana, sin más, como si fuera un viernes cualquiera. TV3 no sabía en qué momento debía dejar de emitir la señal que enfocaba los mástiles, los concentrados en la plaza Sant Jaume, que en ningún momento llegaron a ser multitud, se fueron poco a poco a su casa.

			El presidente del Consejo de Europa, Donald Tusk, realizó una declaración en la que afirma que: «Para la Unión Europea nada cambia. España sigue siendo nuestro único interlocutor». A los pocos minutos, Heather Nauert, portavoz del Departamento de Estado de Estados Unidos, emitió un comunicado que dice que: «Cataluña es una parte integral de España, y Estados Unidos apoya las medidas constitucionales del gobierno español para mantener a España fuerte y unida».

			Tras la Unión Europea y Estados Unidos salió a la palestra el portavoz del gobierno alemán, Steffen Seibert, que, tal como ya había hecho en otras ocasiones Angela Merkel, apoyó la «clara postura» de Rajoy en defensa del orden constitucional y manifestó que «la soberanía y la integridad territorial de España son y se mantienen inviolables». A Alemania se sumó Italia, que dejó escrito que «la DUI es un gesto gravísimo y fuera del marco de la ley». Las declaraciones de los países se suceden casi como la votación del Festival de Eurovisión, y nadie le da un punto a la República catalana.

			El secretario general de la ONU, António Guterres, instó a «buscar soluciones dentro del marco de la Constitución española y a establecer canales políticos y legales». La OTAN realizó a continuación una declaración parecida. China mostró su apoyo a España para mantener su integridad territorial. Incluso Rusia e Israel, con los que el independentismo había soñado poder contar, se posicionaron contra la independencia. Las tomas de posición apoyando la unidad de España de otros países que han tenido problemas parecidos, como Reino Unido, fueron significativas, como lo fueron de otros países con los que España mantiene una relación a veces difícil, como Marruecos o la Bolivia de Evo Morales, descartaron apoyar la independencia.

			En el pasado, Venezuela había apoyado la independencia durante una visita de un grupo de la CUP a Caracas en la que Nicolás Maduro se fotografió con una estelada, pero esa tarde nadie salió en defensa de la declaración unilateral de la independencia, y los que menos los andorranos, que también se manifestaron a favor de la unidad así como Francia.

			Mientras el mundo despertaba al independentismo de su sueño, el Senado votó la aplicación del artículo 155 por 214 votos a favor y 47 en contra. En la votación, que contó con el apoyo del PP, del PSOE y de Cs, así como de otras fuerzas, no participó José Montilla, expresidente socialista de la Generalitat. Tras este baño de realidad, a las nueve de la noche, Rajoy compareció en la sala de prensa de Moncloa y anunció las medidas concretas que ha pactado con Pedro Sánchez y Albert Rivera: cese del gobierno de la Generalitat en pleno, designación de los órganos de gestión por parte del gobierno de España, desaparición de Diplocat y las delegaciones en el extranjero, excepto la de Bruselas, toma de control de los Mossos y un largo etcétera.

			Las claves de la acción de Rajoy son la intervención de los Mossos, la no intervención de la educación ni de TV3, al parecer a petición del PSC, y la convocatoria inmediata de elecciones para el 21 de diciembre. En aquel momento, esta última decisión fue muy acertada y muy bien recibida. Sólo un día antes, Puigdemont se había negado a convocar elecciones, tal como parecía anhelar gran parte de la sociedad catalana, incluida la independentista. Además, desde que la Audiencia Nacional había dictado prisión provisional para los Jordis, se había puesto en marcha una campaña contra la democracia española, así que la convocatoria electoral simultáneamente a la aplicación del artículo 155 suponía una descompresión de la tensión que se vivía en la sociedad catalana y disipaba cualquier duda sobre si el gobierno de «Madrid» pretendía obtener por vía legal y parlamentaria lo que no obtenía por las urnas. Fue el mejor momento de Rajoy, desconcertó al independentismo, señaló un camino de salida y lo hizo tras haber ofrecido al independentismo salidas y prórrogas para que aclarara la situación.
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Iceta y Puigdemont

			Tan sólo días después de la proclamación de la DUI y del anuncio de la aplicación del 155, el 29 de octubre, la Cataluña cada vez menos silenciosa vuelve a manifestarse. Esta vez con menos complejos decidió ocupar el paseo de Gràcia. Según datos de la Delegación del Gobierno, los asistentes son más de un millón, pero entre todas las asistencias destaca, esta vez sí, la del líder del PSC, Miquel Iceta, que no había asistido a la manifestación precedente, el 8 de octubre. El líder de los socialistas catalanes acudió para respaldar la posición del PSOE favorable a la aplicación del artículo 155 de la Constitución como respuesta a la declaración unilateral de la independencia, pero su presencia señala el momento de máxima unidad de las fuerzas políticas constitucionales en Cataluña. La división clásica de la política, entre derecha e izquierda, queda un momento de lado, también los tradicionales complejos del socialismo con relación a la bandera, aunque sea por un día. La transversalidad se pone de manifiesto por la intervención desde la tribuna del exsecretario general del PCE, Francisco Frutos, que además es originario de Calella, una de las poblaciones donde la presión sobre los policías ha sido más patente. Frutos y su frase «soy un botifler que lucha contra el racismo identitario que están creando» fueron de los más aplaudidos.

			Acertadamente, la organización quiso mimar a la izquierda, es obvio que la sociedad catalana está más escorada a la izquierda que el conjunto de España y, por lo tanto, la participación activa del PSC e incluso de sectores de los Comunes para frenar el separatismo es fundamental. Seguramente por ese motivo volvió a intervenir José Borrell, que realizó una defensa cerrada del recientemente aplicado artículo 155 de la Constitución: «Si se hubiese declarado la independencia, muchos de los que estáis aquí acabaríais en el paro. El 155 lo ha impedido». Pero la frase fundamental de Borrell fue: «Puigdemont puede hablar por una parte de Cataluña, pero yo también soy pueblo de Cataluña». Es una obviedad, pero lo que más daño había hecho al separatismo desde el 8 de octubre fue que perdieron la exclusividad del relato, ya no podían decir sin ser replicados que hablaban en nombre de Cataluña. No hay duda de que seguirán haciéndolo, aunque ya sólo será un recurso retórico dicho sin convicción.

			El ambiente es muy distinto que el de 19 días antes en vía Layetana. Del dramatismo se ha pasado a la esperanza. Los asistentes se sienten esperanzados en que las elecciones permitan terminar con «esta pesadilla», y las tomas de posición del rey, de Rajoy, de casi todos los países y organizaciones del mundo crean un ambiente de optimismo, quizá excesivo. El independentismo mediático y político, que tantas veces es lo mismo, siempre hizo gala de su aplastante superioridad en la capacidad de convocatoria, y lo había convertido en una excusa para avalar el referéndum que además siempre pensaron que ganarían. El lunes posterior a la primera concentración del 12 de octubre en la plaza Catalunya, Jordi Basté, periodista líder en la radio catalana, dijo en un editorial de las ocho de la mañana: «Ja ens hem comptat, ara a votar». Ahora las dudas invadían el alma de los independentistas.

			Durante las siguientes semanas se produjo una de las imágenes más chocantes: la guerra de los balcones. En muchos edificios de Barcelona conviven en el balcón del mismo rellano estelades con banderas de España. La simple observación de los balcones permite identificar el sentir mayoritario de los barrios. Cruzar Badalona por la C-32 es un mar de banderas de España y, en cambio, el Eixample, en el corazón de Barcelona, es tomado por las «cubanas». La gente es mucho más cívica de lo que en ocasiones parece, más allá de roces, fue una guerra visual y no física.

			Mientras se celebraba esta manifestación, y muchos independentistas se frotaban los ojos al ver cómo el constitucionalismo «profanaba el manifestódromo en que se había convertido el paseo de Gràcia», Puigdemont huyó. Los detalles de la huida no están muy claros, pero Salvador Sostres, uno de los hombres más ácidos y mejor informados de lo que ocurre en los cuarteles independentistas, escribió en su celebrada columna de ABC que Puigdemont huyó escondido en el maletero del coche de su mujer. Parece que en eso emuló a Carod Rovira cuando los etarras lo metieron también en un maletero y le dieron vueltas por un polígono industrial de Perpiñán.

			Una vez más, la crónica de Lola García nos relató una huida a Bruselas con escala en Marsella y una mañana de lunes de desconcierto en la que más de un exconseller, cesado por razón de la aplicación del 155, se quedó esperando para hacer la ficción de que no había sido destituido y entraba en la Generalitat o su conselleria sin saber nada de la huida de Puigdemont. Si las relaciones entre Junqueras y Puigdemont ya eran mejorables, ahora la ruptura será total.

			En un primer momento, Puigdemont se encontró en Bélgica con los exconsellers Joaquim Forn y Meritxell Borràs de su partido y Antoni Comín, Dolors Bassa y Meritxell Serret de ERC, a los que luego se suma Lluís Puig, efímero conseller de Cultura que había tomado posesión en julio de 2017. Lluís Llach, diputado de Junts pel Sí, habla de gobierno en el exilio, pero Forn y Borràs dan media vuelta y, aconsejados por sus abogados, vuelven a España en atropellado regreso. Son recibidos en el aeropuerto de El Prat por una nube de periodistas y de gente con banderas de España que les abuchean.

			Mientras, Puigdemont contrató a Paul Bekaert, que en su día fue abogado de la etarra Natividad Jáuregui, a la que la policía atribuyó el ametrallamiento del policía nacional Francisco Francés, que cuando fue asesinado tenía 29 años y dos hijas, de cinco años la mayor y cuatro meses la pequeña.

			La huida de Puigdemont creó, una vez más, un momento de desconcierto entre el independentismo, que en su fuero interno se sintió traicionado y abandonado por Puigdemont, pero la necesidad de mantener el relato les impulsó a lanzar todas sus terminales a hablar de exilio y de sufrimiento. Días más tarde, la fuga se reveló como catastrófica para los exconsellers y excompañeros de gobierno que fueron citados a declarar en la Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo.

			La huida no sólo puso en marcha un puente aéreo y una nueva forma de turismo político entre Barcelona y Bruselas, sino que provocó que arrecie la campaña internacional de desprestigio contra España. Puigdemont concede entrevistas todo el día, insistiendo en que es un exiliado, que su delito fue intentar que la gente vote, que la policía española es responsable de provocar 1.000 heridos en un día y un largo mantra de mentiras que desprestigian a España en todos los foros internacionales, no sólo los políticos, sino, lo que es más grave, también los económicos, dado que la inversión extranjera en Cataluña se desplomó. La Agencia Europea de Medicamentos ya había anunciado el 21 de noviembre que finalmente optaba por cambiar Londres, de donde tiene que salir por culpa de brexit, por Ámsterdam. Es normal que las autoridades de la Unión Europea no quieran cambiar un brexit por un catalexit. Según datos del Ministerio de Economía, en el tercer trimestre de 2017 la inversión en Cataluña cayó un 75 por ciento con relación a 2016.

			La fuga de Puigdemont creó una nueva tipología de resistencia al independentismo, que es la de los catalanes y ciudadanos del resto de España que se manifiestan en Bruselas a favor de la unidad. Tal como sucedió en Cataluña durante décadas, el nacionalismo catalán tuvo campo libre para crear en Europa un imaginario de región más europea que el resto de España, de región diferente, de región que más que región era una nación que encajaba con dificultad dentro de España. Durante décadas, la oficina de la Generalitat y sus subterfugios en forma de oficinas de servicios de promoción de empresa y turismo de la Generalitat gastó millones en promocionar una visión falsa de Cataluña en Europa. Ahora había llegado el momento de cobrarse los favores y de exprimir toda la red de contactos creada durante años, y lo hicieron a conciencia. Pero, de nuevo, y de forma imprevista para ellos, enfrente se encontraron a decenas de catalanes residentes en Bruselas, muchos de ellos funcionarios de la Comisión y el Parlamento Europeos, que se organizaron y convocaron actos tanto frente al Parlamento como a las puertas del Berlaymont, el edificio sede de la Comisión Europea, o la sede del Parlamento en Estrasburgo.

			Estos catalanes, algunos de ellos llevan muchos años afincados en Bélgica, y allí han nacido y crecido sus hijos, también crearon redes informales que empezaron a invitar a organizaciones cívicas antiindependentistas para que expliquen en el Parlamento y en los medios de comunicación belgas y en la infinidad de medios de comunicación de toda Europa con corresponsales en Bruselas la verdadera realidad de Cataluña, que es muy diferente de lo que llevan una vida explicando los nacionalistas.

			Los periodistas, miembros de lobbys, think tanks, eurodiputados y funcionarios europeos descubrieron atónitos la verdad, que dista de lo que se les había contado. Jamás nadie les había dicho que en Cataluña hay dos lenguas oficiales, que el catalán es además lengua vehicular en la enseñanza, lengua preeminente —cuando no única— en la administración, que en Cataluña hay medios de comunicación públicos y privados en catalán, que Cataluña tiene derecho civil propio y competencias plenas en materia educativa, de salud, justicia y competencias sobre impuestos clave, como el IRPF. Jamás en Bruselas se había contado cuál era la realidad de la descentralización de España. El independentismo había construido un falso relato de Estado posfranquista, poco tolerante con la diversidad y que ahora estaba pasando una factura grave a España en forma de caída de reputación.
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El 21 de diciembre

			La campaña electoral estuvo marcada por la prisión preventiva dictada por el juez del Tribunal Supremo Pablo Llarena. En esta decisión tuvo mucho peso el riesgo de fuga de los exconsellers dado que el expresidente de la Generalitat y otros tres consellers estaban fuera del alcance de la justicia, en el santuario belga.

			La confrontación electoral fue mucho más que la batalla entre independentistas y constitucionalistas, fue sobre todo la batalla dentro del independentismo por ver cuál de las dos formaciones, Junts per Catalunya (ex-CDC) o ERC, era el partido hegemónico. Los neoconvergentes explotaron el «exilio» de Puigdemont. Mientras él podía dar mítines por Skype, el líder republicano no. Junqueras no sólo estaba en prisión preventiva en gran medida por culpa de Puigdemont, sino que encima éste aprovechaba su ventaja mediática para recortarle terreno en las encuestas.

			ERC se fue apagando durante la campaña, tras un inicio desastroso en el que un debate en Salvados de Jordi Évole dejó a Marta Rovira en evidencia frente a una Inés Arrimadas que la avasalló con argumentos a los que Rovira, otra vez con un uso muy deficiente de la lengua española, no supo responder.

			Mientras ERC se apagaba, Cs ganaba terreno día a día. A media campaña, Iceta, que empezó muy bien posicionado, cometió el error de hablar de indulto a los políticos independentistas, esa declaración atascará la marcha, hasta aquel momento ascendente, de su campaña.

			Aunque parezca increíble, la jornada electoral fue menos dramática que las dos precedentes, en las que mucha gente fue a votar pensando que la independencia se podía producir. El 155 había tenido efectos balsámicos para la sociedad catalana, y en el ambiente flotaba cierta sensación de voluntad de pasar página. Además, una parte de los líderes del independentismo, en una situación judicial comprometida, se habían negado a sí mismos.

			Ciudadanos obtuvo un millón doscientos mil votos, por primera vez una fuerza política no catalanista y nacida para hacer frente al nacionalismo sólo diez años antes ganaba de forma nítida las elecciones. Además, la victoria de Cs, aunque no permitiera a Inés Arrimadas formar gobierno dado que el constitucionalismo no alcanzaba la mayoría absoluta, era muy significativa dado que vencía en Barcelona ciudad, en casi todos los municipios metropolitanos y relegaba al independentismo a ser mayoritario en ciudades medianas y pequeñas y en los pueblos más alejados de la capital.

			La noche electoral todo el mundo sabía que Inés Arrimadas no sería la 131.a presidenta de la Generalitat, pero su victoria era una garantía de que una nueva DUI no sería comprendida por nadie en ningún lugar del mundo. El éxito de Cs acabó con la idea de que en Cataluña sólo podía gobernar el nacionalismo, y ofreció una imagen inédita para los catalanes y el resto de los españoles: el de una noche electoral sin gritos de independencia.

			Los independentistas se consolaron con que junto a la CUP tenían mayoría absoluta y podrían seguir formando gobierno, pero la relación entre los seguidores de Puigdemont, esa noche eufóricos, y ERC, esa noche desolados, quedó maltrecha para siempre. Sólo la necesidad de detentar el poder y de levantar el 155 permitió el acuerdo de gobierno y la investidura de Quim Torra, un presidente que ha dejado escrito que parte de los catalanes, aquellos que hablan castellano, son bestias con forma humana y tienen un bache en su ADN.
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Tabarnia

			Pocos días después de las elecciones se celebró una rueda de prensa en el Colegio de Periodistas en la que se presentó Tabarnia. Tras constatarse que toda la costa catalana desde Tarragona hasta el norte de Barcelona ha votado mayoritariamente por partidos constitucionalistas, surgió la idea de poner un espejo frente al separatismo y proponer una idea, por cierto constitucional, que es la creación de una nueva comunidad autónoma que libere a millones de catalanes de la pesadilla de estar pendientes de los reiterados y persistentes intentos de una minoría de imponer la independencia a la mayoría.

			Nacieron sin ningún tipo de coordinación decenas de grupos de WhatsApp, Facebook o Twitter, y se nombró, para continuar con la política de espejo, un gobierno de Tabarnia en el exilio presidido por un catalán que efectivamente tuvo que exiliarse, primero en el extranjero y luego, huyendo del nacionalismo, dentro de su propio país: Albert Boadella. Al fundador de Els Joglars lo acompañan en el gobierno tabarnés el periodista deportivo Tomás Guasch, Xavier Gabriel, propietario de la administración de lotería más premiada de España, La Bruixa d’Or, y Jaume Vives como portavoz.

			Tabarnia fue la primera vez que una idea surgió primero desde la facción social no independentista. Tabarnia fue la primera iniciativa que obligó al independentismo a posicionarse sobre una iniciativa que no era suya, y lo encajaron fatal.

			La idea desquicia al independentismo, que responde airadamente que Cataluña es indivisible. Caen en la trampa que de forma humorística plantea Boadella y usan como hooligans argumentos de unidad e indivisibilidad territorial que puestos en boca de Rajoy o Rivera y en el tono que los usan ellos hubieran parecido muy radicales. Rufián afirmó que Tabarnia no tiene historia, olvidando que Tarraco fue la capital de la Hispania romana. El error de Rufián es usado por los tabarneses para insistir en el espejo y adaptar la historia a sus intereses, ¡Tarraco fue capital de España! Eso era Tabarnia: la Cataluña que lidera y es capital de España.

			En la presentación de Tabarnia se pusieron encima de la mesa todos los tópicos del nacionalismo pero al revés. Se destacó la marginación que sufre la Cataluña costera porque los diputados de las provincias nacionalistas, menos pobladas, cuestan menos votos de obtener: el 21 de diciembre, Junts per Catalunya necesitó 27.665 votos para obtener un diputado, al PP, en cambio, le hizo falta sumar 61.269 papeletas para cada uno de los cuatro escaños que obtuvo. En esa rueda de prensa, los portavoces de Tabarnia explicaron que mientras en Barcelona, mayoritariamente antiindependentista, son precisos 48.521 votos para obtener un escaño, en Tarragona, en cambio, sólo hacen falta 31.217, y en Girona y Lleida, con 30.048 y 20.915, respectivamente, es suficiente. O sea, en Barcelona es preciso el doble de votos que en Lleida para sacar un escaño. La Cataluña tabarnesa está discriminada dado que paga más impuestos, pero no tiene representación política, ¿les suena el argumento? ¿Por qué el voto de alguien que vive en la avenida Diagonal vale la mitad del que emite alguien que reside en Solsona?

			Tabarnia presenta también datos económicos para desmontar, por la vía de la ridiculización, el manual de agravios nacionalista: Barcelona genera el 88,69 por ciento de los ingresos impositivos de la Generalitat, pero sólo recibe el 63,91 por ciento. Los ciudadanos y las empresas de Barcelona pagan 22.468 millones en impuestos, pero sólo reciben 17.888. ¡Tabarnia tiene déficit fiscal!

			También se prestan agravios sociales: mientras que en las comarcas del Ebro es preciso esperar 66 días para una intervención de prótesis de rodilla, en el Baix Llobregat un tabarnés debe esperar, según datos de la mismísima Generalitat, 163 días. ¡Casi el triple!

			 

			 

			Pero tras la broma llega la parte fundamental: los tabarneses afirman que no quieren inventar historias ni generar confrontación. En su presentación, Tabarnia afirmó que llegará tan lejos en su propuesta como los independentistas quieran llegar con la suya.

			Tabarnia sirvió para desdramatizar la situación, para quitar solemnidad impostada al independentismo, para viajar hasta las puertas de la casa de Waterloo donde Boadella propuso a Puigdemont la celebración de una cumbre «al más bajo nivel». Tabarnia fue un movimiento que puso de manifiesto que una parte considerable de la sociedad catalana jamás volvería a asistir silente ni pasiva al despropósito al que la había sometido el independentismo entre septiembre y octubre de 2017. Tabarnia fue la constatación definitiva de que como máquina de ingeniería social el Programa 2000 fue un fracaso.

		

	
		
			El futuro

			

			 

			 

			 

			¿Los catalanes no independentistas debemos resignarnos a vivir en una constante matraca que provoca la pérdida inútil de energías?

			No.

			¿Puede cualquier lugar del mundo sobrevivir a una campaña de autodestrucción igual a la que se está sometiendo a Cataluña?

			No.

			Después del brexit y de los riesgos que amenazan el maravilloso proyecto de una Europa unida y en paz, ¿por qué hay tanta gente dispuesta a tirarlo todo por la borda con tal de dejar de tener un DNI en el bolsillo en el que ponga España? Es un misterio indescifrable.

			Bismarck, padre de la unificación alemana, dijo de España, que es lo mismo que hablar de Cataluña, dos cosas: la primera, que «España es el país más fuerte del mundo, los españoles llevan siglos intentando destruirlo y no lo han conseguido»; y la segunda, que «lo increíble de España es que con una clase política tan inepta todavía exista como país».

			Las dos frases son muy actuales. En otoño de 2017 algunos aprendimos que la línea entre la desgracia y la catástrofe está sólo en la suerte, y los catalanes, impulsados por el independentismo, nos jugamos todo a la ruleta rusa.

			Aún hoy no sabemos la trascendencia económica y social que tendrá en el futuro lo que ha sucedido en Cataluña. Sí sabemos que ya el presente es peor de lo que podría haber sido.

			Hoy Cataluña no está camino de la recuperación económica, ni de la reconstrucción de los afectos personales. Hoy Cataluña es una tierra atrapada en un lodazal de resentimiento sin voluntad alguna por parte de los promotores del independentismo y de gran parte de sus seguidores de reconocer simple y llanamente como semejantes en pie de igualdad a los catalanes que no piensan como ellos.

			No puede haber avance hacia nada sin que la fracción de la sociedad catalana que ha detentado el poder económico, político y social los últimos 40 años, o sea el nacionalismo, no reconozca la pluralidad de la sociedad catalana y esté dispuesta a convivir y a hablar con el resto no nacionalista de igual a igual. El poder nacionalista debe empezar a respetar y debe dejar de intentar convertir y ganar adeptos a base de borrar historia y raíces desde la escuela y los medios de comunicación. En definitiva el independentismo debe enterrar el programa 2000.

			El futuro no es algo etéreo, es nuestra vida, la de nuestros hijos. En otoño de 2017, un grupo de dirigentes políticos estuvieron a punto de desdecir a Bismarck y casi consiguen que millones de personas nos convirtamos en extranjeros en casa. Tras ese episodio dramático, un año y medio más tarde el independentismo no ha dado muestra alguna de querer cerrar heridas, antes al contrario, insisten en perseverar en imponer sus tesis; o sea, en cambiar ilegal y antidemocráticamente nuestras vidas.

			Antoni Bayona, que era letrado mayor del Parlament durante los plenos del 6 y 7 de septiembre de 2017, afirma en su libro No todo vale (Editorial Península): «Los independentistas han cometido el error de disociar la democracia de la ley». Es la mayor verdad que se ha escrito en todos estos meses.

			Los catalanes necesitamos un país y unos gobernantes que crean algo tan simple como: Cataluña es España, y Cataluña sólo será Cataluña formando parte de España. Más España es más Cataluña. La división genera confrontación, y ambas empobrecen. Alguien dijo alguna vez que «se puede amar a España en catalán», sin duda.

			Sólo un proyecto común permitirá revertir esta situación y poder mirar al futuro con optimismo, hoy, lamentablemente, esto parece imposible.

		

	
		
			 

			La mayoría silenciosa

			Joan López Alegre
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